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J> R O L O G O 

Esta memoria tiene por objeto analizar a la 

luz de los principios de Derecho Internacional, el caso 

de Grenada de octubre de 1983, fecha en que una fuerza • 

multinacional formada por los países de la OECO, Barbados, 

con el objeto de rescatar nacionales norteamericanos 

y otros extranjeros que se encontraban en la isla, así 

como restituir el sistema democrático en Grenada. Además, 

con la acción se estaba dando respuesta a la 

del gobernador General de C:renada en orden a 

en la isla a fin de poner término a la situación 

en ella después del derrocamiento del Primer 

Maurice Bishop. 

solicitud 

intervenir 

imperante 

Ministro 

El plan de trabajo está distribuído en dos 

capítulos. En el primer capítulo se hace una investigación 

acerca de los principios de Derecho Internacional que 

resultan aplicables al caso y, es así como se considera 

en primer lugar el principio de la proscripción del uso 

de la fuerza de las relaciones intern&cionales, este 

principio se estudia considerándolo desde diferentes 

aspectos, como la prohibición de recurrir a la fuerza 

contenida en el artículo 2 ( 4) de la Carta de las Naciones 

Unidas y la legítima defensa contenida en el articulo 

51 de la misma Carta, así como las normas al respecto 

contenidas en la Carta de la O.E.A., considerándose además 

la posición de la doctrina al respecto y las decisiones 

de los tribunales internacionales sobre la materia. 
Dentro de este punto s0 consi.denm t<1mhlén cios excepciones 

a la prohibición de recurrir a la fuerza, el las son la 

utilización de la fuerza en protección de sus nacionales 

y las intervenciones humanitarias, citándose aquí la 

posición de la doctrina al respecto y en relación con 

el caso de Grenada. 

A continuación se analizan los p~incipios de 

soberanía, no intervención y el derecho a la libre determina 

ción de los pueblos, considerándose a 1 igua 1 que en la 

....., 
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primera 

de la 

parte la Carta de las Naciones Unidas,: la 

de Estados Americanos, la doctrina Organización 

y las clccisi.oncs de los tribunales internacionales de 

justicia. 

En el segundo capítulo se hace una relación 

de los hechos acontecidos en Grenada y de las alegaciones 

de los Estados involucrados en el conflicto. Con posterior~ 

dad en el acápite denominado desenlace del problema, 

se tratan los debates surgidos a propósito de este caso 

en el seno de las organizaciones internacionales, teniéndose 

a la vista para ello las actas de las sesiones del Consejo 

Permanente de la O.~. A. en que se debatió el problema, 

las actas del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 

y la resolución de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas junto con 

de es te punto se 

la votación correspondiente. 

citan también las opiniones 

Dentro 

vertidas 

por la doctrina sobre la situación rle Grenada agrupándose 

las diferentes opiniones en 3 secciones. En primer lugar, 

se reunen las tesis que consicieran la acción como contraria 

n l Derecho I nlc nwt.:i ona 1; en segundo l. ug:11:·, Las r¡uc cons id e­

ran la acción contraria a Derecho InternRcional, pero 

justificada en términos políticos y, por último, en tercer 

lugar, las que consideran la acción conforme a Derecho 

Internacional. 

Por último, dentro del segundo capítulo y en 

su parte final, se expresan las conclusiones a la luz 

ele lo investigado en el primer capítulo y los hechos 

y alegaciones expuestas en el segundo capítulo. 
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C A P I T U L O I 

PRINCIPIOS DE DERECHO INTERNACIONAL QUE INCIDEN EN EL CASO: 

I. PROSCRIPCION DEL USO .DE LA FUERZA 

A. La Carta de las Naciones Unidas. 

1. Prohibición de recurrir a la amenaza o al uso de la 

fuerza. 

La norma básica sobre esta materia está contenida 

en el-artículo 2 (4) de la Carta, que establece: 

"Los Miembros de la Organización, en sus relacio­

nes internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza 

o al uso de la fuerza contra la integridad territorial 

o la independencia política de cualquier otro Estado, 

o en cualquiera otra forma incompatible con los propósitos 

de las Naciones Unidas". 

La obligación contenida en este artículo está 

complementada por el párrafo 3 del mismo artículo, el 

cual estipula que tocios sus miembros arreglarán las disputas 

por medios pacíficos y el cnpítulo VI relativo al arreglo 

pacifico de las disputas, especialmente el artículo 33. 

Para Jiménez de Aréchaga (1), esta norma es 

básica del Derecho Internacional Contemporáneo y piedra 

angular de las relaciones pacíficas entre los Estados, 

debido a la fórmula amplia utilizada en la Carta, mediante 

la cual todo Es tacto, miembro o no miembro de las Naciones 

Unidas, quedan protegidos por l.;1 declnrnción ele ilegalidad 

de la guerra. Recíprocamente, en base al principio de 

la indivisibilidad que consagra la Carta, en particular 

el articulo 2 ( 6), todos los Estados, aun los no miembros, 

han de cumplir con la misma obligación. Después de 25 

años de apl i.cación del pr.i ne 1.p I o, tanto a miembros como 

a no mlembros, la Asamblea General reconoce en 1970 que 
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e:,l11 prnliihlcl(111 li:1hf11 l lt'g:1do :1 :;<••· 1111:1 n.·gln ge11crnl. 

de derecho consuetudinario que obliga a todos los Estados. 

Es te carácter, afirmado por la Asamblea General, 

también es afirmado p.or la doctrina y es así que autores 

como Brownlie, Remiro Brotons y Sorensen, ponen de relieve 

su fuerza uní versal, su ca réÍc ter e.le norma consuetudinaria 

de Derecho Internacional y lo señalan como ejemplo genuino 

de jus cogens internacional. (2) 

A esta misma conclusión llega la Corte Internacio­

nal de Justicia en el caso Nicaragua-Estados Unidos en 

que señala: "Más allá de la confirma~ión de la validez 

como Derecho Internacional consuetudinario del principio 

de prohibición del uso de la fuerza expresado en el artículo 

2, párrafo 4, de la Carta de las Naciones Unidas, puede 

encontrarse en el hecho de que se hace frecuentemente 

referencia en las declaraciones de los representantes 

de los Estados por ser no sólo un principio de Derecho 

Internacional consuetudinario, sino un principio fundamental 

o cardinal de tal derecho. La Comisión de Derecho Interna-

cional, en el curso de sus trabajos de codificación del 

derecho de los tratados expresó la visión de que: "el 

derecho de la Carta concerniente a la prohibición del 

uso de la Fuerza en sí mismo constituye un conspicuo 

ejemplo de una regla de Derecho Internacional que tiene 

el carácter de jus cogens" ( párrafo ( 1) del comentario 

de la Comisión al artículo 50 del proyecto de artículos 

de Derecho de los Tratados, ILC. Yearbook, 1966 I I, p. 

247)" (3). 

a) Evolución Histórica: Los primeros Pactos 

que se refieren a la prohibición del uso de la fuerza 

( Pacto de la Liga de las Naciones de 1919 y Pacto Briand­

Kellogg de 1928), se relacionaban exclusivamente con 

1~ guerrn (L1.). 

Con anterioridad, Conferencia ele la Paz 

cJe La Haya de .l. <Jo 7, es tuvo bas:1cfo en e l. pleno reconocimiento 

del jus ad bellum y los principales esfuerzos de los 
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participantes estaban dirigidos a obtener acuerdos que 

regularan las operaciones de las fuerzas armadas y mitigaran 

los males de la guerra. Las leyes de guerra constituían 

hasta los anos 20 del presente siglo la parte más importante 

del Derecho Internacional. ( 5 ) 

fue 

En 

común en 

los Estados 

y, si bien, 

Estados no 

este contexto, 

la historia de 

la 
los 

práctica 

Estados, 

de la 

antes 

guerra 

de 1'919 

poseían un ilimitado derecho 

el derecho a la guerra de que 

era necesariamente ilimitado y 

a la guerra 

gozaban los 

el Derecho 

Internacional no otorgaba patente para la guerra, sin 

embargo, es un hecho histórico que sólo los instrumentos 

del siglo XX han surtido el efecto de modificar radicalmente 

el papel de la guerra en e 1 Derecho Internacional, ya 

que fueron estos instrumentos los que lograron abolir 

el jus ad bellum tradicional. (6) 

En es te sentido, el Pacto de la Liga de las 

Naciones introdujo límites parciales 

los Estados de "recurrir a la guerra" 

en el derecho de 

y el Pacto Briand-

Kellog concJenó el "recu1~so ele la guerra 

de las contr.over.sins i.ntcr11;1cionrilcs" y 

pél ra la solución 

renunciaron a 

ella "como instrumento de política internacional". Históri­

camente, debido a que estos instrumentos sólo prohibían 

el recurso a la guerra, significó que se sostuviera en 

el período que separa las dos guerras mundiales, que 

las medidas coercitivas que no alcanzaran a configurar 

u11 c1,l:11do de ¿•,11e1·1·,1, 11u11q11e ,1:;11111i e1·1111 gn111c.Ies pt·uporelones 

eran lícitas. (7) En estas circunstancias el uso de 

la fuerza sin que constituyera guerra, empezó a desempeñar 

un papel particularmente importante toda vez que los 

Estados aceptaron el principio de que las guerras de 

agresión estaban prohibidas. Como consecuencia de ello, 

los instrumentos internacionales recientes han enfocado 

el problema de manera distinta y la Carta al referirse 

al problema menciona la prohibición de la "amenaza o 

uso de la fuerza" y no la "guerra" con lo que queda compren­

dido sin duda, el uso de la fuerza que no llegue a ser 

guerra, es decir, otras formas de lucha. (8) 
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Importante es destacar en este aspecto la práctica 

de los Es ta dos desde 1945, en que gran número de -ellos 

han adherido a acuerdos que de una u otra f arma aprueban 

los principios subsecuentemente conocidos como el Panch 

Shila o los 5 principios de la coexistencia pacífica 

y que fueron formulados en el acuerdo de 29 de abril 

de 1954 entre India y la República Popular China, ellos 

son: 

1. Respeto mutuo de la integridad territorial y la soberanía 

de cada uno. 

2. No 

3. No 
agresión. 

interferencia en los asuntos internos de otro, 

por razones de carácter politlco, económico o ideológico. 

4. Igualdad y beneficios mutuos. 

5. Coexistencia pacífica. 

Es tos principios son similares a los encontrados 

en varios tratados interamericanos y declaraciones. (9) 

Sin embargo, a pesar del 

por el Derecho Internacional no se hc1 

ni otros ti pos de fuerza de J.a v tda 

cambio experimentado 

eliminado la guerra 

internacional y al 

res pecto Sorensen afirma: "Poner la guerra fuera de la 

ley es una cosa y que se cumpla la nueva ley es otra. 

Contrariamente a su obligación, los Estados siguen recu­

rriendo a la fuerza y el conflicto físico real continúa 

siendo desgraciadamente un fenómeno 

en las relaciones interestatales." (10) 

siempre presente 

Hay que tener presente que además del artículo 

2 ( 4) de la Carta de las Naciones Unidas, ésta afirma 

que los pueblos de las Naciones Unidas están resueltos 

"a preservar a las generaciones venideras del flagelo 

de la guerra" y "a unir sus esfuerzos para el mantenimiento 

de la paz y la seguridad internacional." 

Cristescu, Relator de las Naciones Unidas para 

el derecho a la Libre Determinación, se refiere a la 
impor.tancin de estn materia y sciinlél: "Todas estas declara-
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ciones de renuncia a la fuerza y las disposiciones que 

prohíben la utilización de ella tienen vital importancia, 

ya que mientras algunos Estados sean más poderosos que 

otros, es esencial proteger a los débiles contra el uso 

abusivo rie lét f11erza por los poderosos y 

los objetivos ele la norma relativa a la 

uso de la fuerza en las relaciones 

ese es uno • de 

prohibición de 

internacionales. 

Es te princj pi.o constituye un mrd i o dr protccci ón contrn 

el abuso de la fuerza, evi tanda conflictos y garantizando 

la plena igualdad de todos los Estados. Tiene, por consi­

guiente, una importancia especial para los pequeños Estados, 

los países en des•arrollo, los Estados que han logrado 

su independencia y todos· los pueblos del mundo". (·11) 

Como consecucnc i..:1 de el lo, es te pt- í ne lp i.o tic'nc es trecha 

relación con los principios de soberanía, no intervención 

y libre determinación los cuales se tratarán con posteriori~ 

dad. 

b) Ambito de la Prohibici6n: A este punto 

se refiere en especial Remiro Brotons ( 12) que señala 

al respecto lo siguiente: "El ámbito ele esta prohibición 

est:í confonnndo por f,1s rclncío11l'S i11tcrn,1cio11ales, por 

lo que nada impide la utilización o la amenaza de la 

fuerza en e 1 interior <le un Estado, sin embargo, los 

conflictos internos tienden a internacionalizarse a causa 

de la intervención exterior, ya sea mediante la ayuda 

a los gobiernos amigos amenazados por un movimiento revolu­

cionario, _guerrillero o terror is ta, o bien mediante la 

ayuda a un lado opuesto, es decir, prestando ayuda a 

dichos movimientos, brazo armado de los pueblos oprimidos 

por el gobierno de clase y de esta forma se puede llegar 

a una situación que suponga una amenaza para la paz y 

la seguridad internacionales y que justifique el recurso 

a organizaciones internacionales". El mismo planteamiento 

realiza al respecto Sorensen, quien señala que se ha 

defendido en estos casos la ayuda de Estados extranjeros· 

y se darían entonces una intervención con el consen'timiento 

del Estado en que se realiza la lucha. (13) 
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2. Alcance de la expresión "Fuerza". 

Sin lugar a dudas la expresión "fuerza" es 

mucho más amplia que la expresión "fuerza armada", ya 

que en este último caso se entiende que un Estado ha 

utilizado la fuerza cuando ha actuado contra otro por 

medio de las fuerzas militares bajo su comando, en cuyo 

caso la acción consistirá en medidas violentas dirigidas 

al territorio de un Estado por parte 

esta acción incluiri cualquier objeto 

en estas circunstancias la denominación 

de otro 

ubicado 

de la 

Estado, 

en él; 

unidad 

armada o la manera como ésta esté subordinada a uno u 

otro departamento 

el grupo o unidad 

del gobierno 

armada debe 

no 

ser 

tiene 

órgano 

importancia, 

del Estaddo 

o bien estar bajo su control o tener su apoyo activo. 
( 1l~) Como se puede observar en este caso, existe un 

límite, por ello surge la necesidad de determinar si 

la Carta en su artículo 2 ( 4) se refiere a la fue-rza 

armada o también comprende otras manifestaciones 

Sorensen afirma que "este punto todavía es 

interpretaciones contradictorias". (15) 

de fuerza; 

objeto de 

Esta necesidad surge debido a que en las relaci-

nes internacionales la fuerza puede adoptar diversas 

formas, esto depende de las circunstancias del caso y 

de las partes involucradas en el conflicto, lo que va 

a dar como consecuencia el hecho cte que el grado en que 

se aplique la fuerza y los medios de ejercer esa fuerza 

van a variar en relación al caso concreto en que se dé. 

En este sentido tradicionalmente las medidas 

compulsivas de solución de conflicto van desde la retorsión, 

pasando por las represalias, el bloqueo pacífico, la 

intervención armada, alcanzando su mayor gravedad en 

.l.:.1 guerra, pero cl.l;1s no han si_do Lns Ct11icas fonnas de 

emplear la fuerza por los Es ta dos, es ta es frecuentemente .. 
usada basándose en justificaciones como autoconservación, 

autoayuda, necesidad y legítima defensa y las medidas 

de fuerza que no siempre encajan en la denominación de 

compulsión en las relaciones internacionales. ( 16) Algunos 
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de los conceptos vertidos involucran los siguientes signifi­

cados: 

a) Lél "retorsión" se mnni.fiesta en las represalias 

de un Estado por medio <le actos perjudiciales, aunque 

legales, dirigidos contra otro Estado por haber realizado 

éste, actos de naturaleza igual o similar en contra de 

aquél• La esencia de es ta mecl tda réldica en que los actos 

de ambos Es.tac.los -ofensor y ofendido- permanecen dentro 

ele los 1 ími tes de 1 derecho, es el céJ so de expulsión de 

ciuch1clano:: extr,1n_icros o ln r-xp11lsión provi.siom1l 
barcos extranjeros de sus puertos. (17) 

b) Las "rcpresialias" son los netos e.le un Estado 

realizados en contra de otro, para obligarlo a convenir 

en el arreglo de una controversia derivada de un delito 

internacional de es te último. Para Sorensen éstas son 

medie.las, que aisladamente consideradas, serían ilegales, 
' pero que excepcionalmente pueden tornarse·, con el sólo 

propósito tic ob U.gil r ¿tJ_ tlelincuen te a ;1cn tn r la ley cuando 

un Estado viola los derechos del otro y para que sea 

legal sólo puede llevarse a cabo después ele presentarse 

t111,1 dc)111:111cl.-i el" 1·pp:1r:iciírn y cf¡, li:1'H•1· íi-nc:1sndn éstn, 

11clrn11fi r; l.:1 s 

sufrido; 

Unidas en 

cons ic.lera además que 

su artículo 2 ( l~) 

p n 1 p o , -e i m 1:1 1 e' s n 1 pe r ju l e :l. o 

la Carta de las Naciones 

restringió el derecho de 

los Estados a recurrir a las represa lins y que actualmente, 

por el lo, ~ólo se pcrmi ten l,1 s represa J. i as que no conlleven 

un uso de la [uc1~za, pero también se 

lías armadas que se efectuen en 

un ataque armado. (18) 

permiten las represa­

defensa propia contra 

c) El "bloqueo pacífico", éste ha sido considerado 

por los autores como una forma separada de solución forzada 

de los conflictos, aunque fue siempre medio de represalia 

o de intervención. Debido a las prohibiciones contenidas 

en el artículo 2 ( 4) de la Carta de las Naciones Unidas, 

esta es hoy una institución obsoleta del Derecho Internacio­

nal, ya que no puede utilizarse legalmente, a menos que 

lo moti ve un bloqueo anterior de otro Estado o un acto 
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de fuerza compnr~hle. (19) 

d) La "intervención armada" es aquélla en que 

existe una interferencia dictatorial por parte de otro 

Estado o grupo de Estados, en los asuntos internos o 

externos de otro Estado, mediante el uso de la fuerza. 

L.a intervención armada, por constituir el empleo unilateral 

de la fuerza por un Estado en contra de otro Estado, 

es siempre i 1.egn l.; a·demás lo es, por.que viola el derecho 

de cada Estado a conducir con independencia sus asuntos 

exteri.on~s o Sll rlC'recho :t 1 rirn·ic-io sin in_icrPnciris 
C!ll llll llllfll"l'llllll"ÍII 111•1:itllllll o l1•11llll1·l11I. 

Existen dos clases de intervenciones: 

1. Una que consiste en la intervención de un 

Estado para solucionar un conflicto, en beneficio del 

interviniente. Se comprende aquí la intervención llevada 

a cabo aun antes de que la controversia haya surgido 

formalmente, es decir, un Estado interviene anticipadamente 

para imponer sus demandas a otro Estado y para producir 

o mantener cierta situación dentro del territorio de 

éste. Ejemplo de ello se encuentra en las intervenciones 

de Estados Unidos en Panamá en 1904, en Haití en 1920 

y 1930, en República Dominicana en 1965, la intervención 

de Italia y Alemania en España entre 1936 y 1939 y la 

intervención de la U.R.S.S. en Hungría en 1956. 

2. La segunda clase de intervención se realiza 

cuando un tercer Estado interfiere en un conflicto entre 

otros 2 Estados, para imponer sus términos de 

o para modificar el acuerdo alcanzado por las 

Se denominaba el "equilibrio de poder" y es 

de las intervenciones de las grandes potencias en 

conflictos de los Balcanes entre 1886 y 1913, 

solución, 

partes. 

el caso 

numerosos 

éstos no 

siempre revistieron la forma de intervenciones armadas 

y, aunque el Derecho Internacional clásico reconocía 

la lega 1 idad de muchas ele es tas intervenciones, en el 

Derecho IntcrnacLonal contcmpo1~.:í11co ln prohibición de 

intervenir por la fuerza de las armas debe ser enunciada 
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como prlnclpln:1 qttP 110 :1clmft,· <'X<"l'licírnH•:;. (70) 

a) Interpretación de la doctrina: Para Brownlie 

( 21), el uso de la fuerza está implícito en los términos 

"guerra de agresión", "invasión", ''ataque'' y, al menos, 

hasta 1945 "agresión". Uso de la fuerza es comúnmente 

utilizado para implicar un ataque militar, un ataque 

armado, un ataque realizado por las fuerzas militares, 

navales o aéreas organizadas de un Estado, pero el concepto 

en la práctica y en los principios tiene un significado 

más amplio, y refiriéndose a la afirmación de Kelsen 

de que la expresión "uso de la fuerza" en el artículo 

2 ( 4) de la Carta incluye el uso de la fuerza armada 

y una violación del Derecho Internacional que envuelve ., 

el ejercicio del poder dentro del dominio te.rri torial 

de otro, pero 

hay evidencia 

no 

en 

el 

la 

uso de las armas, considera que no 

Naciones Unidas y 

de San Francisco, en las discusiones 

práctica de las 

de la Conferencia 

que apoyen esta tesis. 

Por su parte, Jiménez de Aréchega ( 22), sos tiene 

que el contexto y la historia de la Carta demuestran 

que lo que se quiere decir por medio de 

en el artículo 2 ( L~), es la f ucrzn 

formas de presión económica o política, 

ren en las circunstancias de un caso 

la palabra 

élrmada y 

a menos que 

dado una 

"fuerza" 

no otras 

configu-

amenaza 

de fuerza, conclusión que emerge del párrafo 7 del preámbulo 

de la Carta, que indica como uno de los medios a alcanzar 

las finalidades establecidas por los pueblos de las Naciones 

Unidas, el de "asegurar mediante la aceptación de 

principios y la adopción de métodos, que no se usará 

la fuerza armada, sino en circunstancias de interés común". 

El referido principio es el contenido en el artículo 

2 ( 4) y los métodos indicados en los artículos 43 a 47. 

La conclusión a extraer del contexto de estas disposiciones 

r.R r¡ur 1 n í11rr;,:n c11vn 11::;o n :111H·11:1z:1 :;p p1·ohihe n 

fuerza que la organiú1cifu 

la fuerza armada y nada 

miembro, al igual que la 

facultada a emplear, es 

todo 

está 

más. 

Entre las disposiciones rcferidns, el nrtículo 44 demuestra 

que los autores de la Carta no calificaron en todos los 
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casos el sustantivo "fuerza" con el adjetivo de "armada" 
' 

aun cuando en ciertos casos ha sido obvia la intención 

de los redactores de dar a la palabra fuerza ese significa­

do; esta intención es confirmada por los trabajos preparato­

rios de la Carta. 

Remiro Brotons 

lo que está prohibido a 

señala 

los 

que 

Estados 

en consecuencia, 

(individualmente 

o en grupo), es que se sirvan de sus fuerzas armadas 

para invadir u ocupar aun temporalmente, bombardear o 

emplear cualesquiera arma contra el territorio de otro 

Estado, bloquear sus costas 

armadas terrestres, navales 

flota ~ercante. También lo 

y puertos, atacar sus 

o aéreas o su flota 

está que utilicen sus 

fuerzas 

o aero 

fuerzas 

situadas en bases extranjeras en infracción de lo 

el que ceda su territorio par-a que un Es ta<lo 

acordado, 

agreda· a 
otro o el que orgenice bandas armadas, grupos irregulares 

o mercenarios para que ejecuten actos como los mencionados. 

Hay presunción de que el primer Estado (o grupo de Estados) 

en cometer estos actos u otros similares se hacen responsa­

bles cuando por sí o por sus consecuencias revisten la 

suficiente gravedad, de un acto de "agresión", en la 

forma más grave y peligrosa del uso ilegítimo de la fuerza, 

siendo la guerra, escalón último cuya propaganda expresamen­

te se prohibe, crimen contra la paz internacional. La 

interdicción alcanza por otra parte, a los usos más encubier 

tos de la fuerza, como los que consisten en la ayuda, 

p:irti.ci¡,:ición o 1-olc~1·:incin rlr' 1111 I·::;1·:1rln <'ll 1:, orr,:iniznclón 

de actos de guerra civil o terrorismo en el territorio 

de otro Estado y se extiende a situaciones como ultimátums, 

demostraciones navales o aéreas, inusitadas concentraciones 

de tropas en las zonas fronterizas, etc. (23) 

b) Posición de la Corte Internacional de Justicia: 

en el asunto Nicaragua-Estados Unidos, señaló que: "En 

cons i<lcración a cié t·tos aspee Lo:,; del pr inciplo en cuestión 

( se refiere á la prohibición del uso de la fuerza) , será 

necesario distinguir la forma más grave de uso de la 

fuerza ( esa que constituye ataque armado) de otras formas 

menos graves. En la determinación de la regla aplicable 
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,. 

• a estas segundas formas, la Corte puede nuevamente ap1.:1ntar 

las formulaciones contenidas en la Declaración de Principios 

de Derecho Internacional concernientes a las relaciones 

de Amistad y Cooperación entre los Estados de acuerdo 

con la Carta de las Naciones Unidas (Resolución 2625 

(XXV) AG). Como ya se observó, la adopción de este texto 

proporciona una indicación de su opinio juris como Derecho 

Internacional consuetudinario en el asunto. A lo largo 

de ciertas descripciones las cuales pueden referirse 

a la agresión, este texto incluye otras que se refieren 

sólo a formas menos graves de uso de la fuerza. En particu­

lar de acuerdo a esta declar~ción: 

"Todo Estado tiene el deber de abstenerse de 

amenazar o usar la fuerza para violar los límites internacio 

nales existentes de• otro Estado o como medio de resolver 

las disputas tc1:rl.toriales y 

a las fronteras de los Estados". 
( . . . ) 

problemas concernientes 

"Todo Estado tiene el deber de abstenerse de 

cualquier acción que prive a los Estados del principio 

de igualdad de derechos y libre determinación". (24) 

3. Interpretación del artículo 2 (4) de la Carta. 

Como toda norma, esta ha sido objeto de .diversas 

interpretaciones, algunas de las cuales han pretendido 

preservar algo de la discresión en el uso de la fuerza 

que antes tenían los Estados poderosos para alcanzar 

sus propios objetivos (25). 

Objeto de interpretación ha sido la frase "contra 

la integridad territorial o la independencia política 

de cualquier otro Estado". Una corriente ha interpretado 

esto como significado que un elemento de intención o ,. 
la producción de cierto resultado es parte de la prohibi-

ción; en otras palabras, que la amenaza o uso de la fuerza 

únicamente viola la Carta cuando tiene la intención o 

el efecto de menoscabar en forma permanente la integridad 

territorial o la independencia política del Estado víc 
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tima. Según esta tesis, el empleo de la fu~rza por un 

Estado en contra de otro no constituye una transgre,sión 

del art!culo 2 (Ld, si el Estado ·que ha recurrido a la 

fuerza no tiene la intención de permanecer 

territorio del otro Estado o suprimir su 

u ocupar el 

independencia 

poli tica, sino que se limita a emplear la fuerza de manera 

transitoria y con ,una finalidad limitada, como por ejemplo, 

la protección temporal de sus nacionales (26). Bowett 

señala a este respecto que: 

·justifican el desembarco de 

la vida y los bienes de sus 

"cuando las circunstancias 

tropas a fin de proteger 

nacionales, este uso de la 

fuerza se limita a los requerimientos de la defensa propia, 

nunca estará dirigido a comprometer la integridad territo­

rial o·· la independencia política de otro Estado." (27) 

Esta posición fue sostenida por el agente británico, 

sir Erick Beckett, ante la Corte Internacional de Justicia 

en el caso del Canal Corfú, señalando que la operación 

de barrido de minas ejecutada 

territoriales albanesas no 

ror el Reino Unido en aguas 
' 

era contraria al artículo 

2 (4) de la Carta; en esa ocasión manifestó: "Pero nuestra 

acción del 12 al 15 de noviembre no amenazó la integridad 

t e r r l. to,- J 11 l. 

Albania 

ll ( In 1 nclcpcnd <'ne In 

no sufrió por elo ni 

polftlcn ele Albania. 

pérdida territorial ni 

de parte alguna de su independencia política." ( 28) 

Sin embargo, la Corte rechazó la interpretación y sostuvo 

que "Debe, sin embargo, para asegurar la integridad del 

Derecho Internacional del que aquélla es órgano, hacer 

constar la violación de la soberanía de Albania por la 

acción de la Marina Británica de Guerra". ( 29). Jiménez 

de Aréchega comentando el fallo considera que ''es evidente, 

por lo tanto, que la Corte no aceptó la tesis británica 

de que no existió violación de la soberanía de Albania, 

porque la penetración en las aguas territoriales albanesas 

se hizo con una finalidad temporaria o tuvo un carácter 

temporario." (30) 

La•· Corte dictaminó que "entre Estados independien­

tes, el respeto a la sol:?eranía territorial es una de 

las bases esenciales de las relaciones internacionales", 

y que "la Corte no puede admitir semejante sis tema de defen 
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sa. Este pretendido derecho de intervención no puede 

por ella sino como una 

de fuerza, política que 

los 
,. 

abusos mas graves y 

ser considerado 

de una política 

ha dado lugar a 

cualesquiera que fueran las diferencias 

manifestación 

en el pasado 

que no podría, 

presentes de 

la organización internacional encontrar sitio alguno 

en el Derecho Internacional. La intervención es posiblemen­

te menos aceptable aún en la forma particular que presenta­

rla aqu!, puesto que, reserva<la por la naturaleza de 

las cosas a los Estados más poderosos, podrían conducir 

fácilmente a quebrantar la administración de justicia 

internacional". (31) 

Sin embargo, otras interpretaciones están en 

concordancia con la posición ele la Corte y consideran 

que esta disposición debe entenderse como totalmente 

compresiva y general; ello porque las modificaciones 

en el derecho después de 1919, estaban expresamente destina-
, 

das a eliminar de la vida internacional la guerra y otras 

manifestaciones de fuerza, razón por la cual sería contrario 

al_ desarrollo progresivo del Derecho Internacional interpre­

tar la Carta autorizando el empleo de la fuerza en situacio-

nes en que ella misma 

principio enunciado en 

inequívocamente 

el artículo 2 

no exceptuado 

(4). Además 

del 

en 

relación con esto se encuentra el preámbulo de la Carta, 

en el. cunl 1.ns pnrtes se comprometen é1 "asegurar .... que 

no se usará la fuerza armada, sino al servicio del interés 

común" y a la obligación de los miembros de solucio- . 

nar los conflictos internacionales, por lo tanto, la 

prohibición igualmente incluye situaciones en que el 

territorio y la independencia política no están en juego. 

Del mismo modo, el principio de la efectividad requiere 

que se interprete el artículo 2 u~) en el sentido de 

que se prohibe toda amenaza o uso ele la fuerza, a menos 

que la Carta, en otras dis pos id.enes permita expresamente 

su empleo y en las pocas situaciones que esto sucede, 
,. 

los Estados· permanecen sujetos al control de las Naciones 

Unidas y, ocasionalmente, al de los organismos regionales . 

(32) 
. 1 
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Por otra parte, las palabras finales del artículo 

2 (4) ''o cualquiera otra forma incompatible con los propósi­

tos de las Naciones Unidas", también ha sido interpretada 

como imponiendo una calificación adicional de la prohibi­

ción. Al respecto Stone (33), sostiene que la Carta 

"prohíbe no el uso de la fuerza como tal, sino el empleo 

de la fuerza contra la integridad territorial o la indepen­

dencia políticn de cualquier otra forma incompatible 

con los propósitos de las Naciones Unidas". Sobre esto 

Jiménez de Aréchega (34), considera que: "esto se ha 

argumentado cuando se utiliza la fuerza 

invocando la protección de los derechos 

principio de la libre determinación. 

la Ca.rta muestra, sin embargo, que en el 

seguridad internacional, y ·con respecto 

fuerza, todos los demás propósitos de las 

por un Estado 

humanos o el 

El contexto de 

terreno de. ia 

al uso de· la 

deben subordinarse al 

artículo 1 ( 1) ' 

internacionales". 

que es 

La 

Naciones Unidas 

fijado en el 

la seguridad 

propósito dominante 

"mantener la paz y 

Corte Internacional de Justicia 

ha señalado que: "el lugar primario asignado a la paz 

y la seguridad internacionales es natural, ya que el 

cumpll.micnto ele los dcmfts pi-npósil:os dependen el e l. logro 

de esa condición básica". ( 35) C:n consecuencia, todo 

uso de la fuerza, salvo en legítima defensa, es incompatible 

con el propósito fundamenta 1 de las Naciones Unidas y, 

por lo tanto, prohibido por el artículo 2 (4)". (36) 

4. Uso legítimo de la fuerza: La legítima defensa. 

a) La legítima defensa en relación al artículo 

51 de la Carta. 

a .1.) La Legítima Defensa dentro de un sistema 

jurídico: El rol que juega la legítima defensa dentro 

de un sistema jurídico es explicado por la Comisión, de 

Derecho Internacional, a propósito de la responsabilidad 

internacion~l y en relación a las circunstancias excluyentes 

de la ilicitud en esta materia. La Comisión de Derecho 

Internacional considera que: "La premisa absolutamente 

indispensable para ¿¡ue un concepto autónomo de legítima 
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defensa, en su sentido propio, 

un sistema de dcn::!cho dcterminndo 

haya establecido como norma general 

pueda tener cabida· en 

es que ese sistema 

la prohibición general 

de empleo de la fuerza por sujetos 

tolere en lo sucesivo ese empleo más 

particulares y no 

que en los casos 

en que tenga f inaliclades estrictamente defensivas, es 

decir, en que adopte la forma de oposición a un ataque 

violento e.le otro sujeto. Ol ro e 1.cmento -que desde el 

punto de vista lógico no es tan indispensable como el 

primero, pero que se ha afirmado históricamente como 

su complemento necesario- es que 

aun con carácter exclusivamente 

el empleo de la fuerza, 

defensivo, tampoco está 

nc.lm1-t1clo corno •~'-T,l.:r gencr:11, 1; i no í111 Lcnmcntc como unn 

excepción a una norma por la que se reserva a una autoridad 

centralizada el monopolio o casi monopolio del uso de 

la fuerz~ para garantizar el respeto por todos a la integri­

dad de los demás. Sólo 0.n situnci.ones concretas en las 

que, por su propia naturaleza, el uso de la fuerza por 

un órgano de una institución centralizada no podría ser 

suficientemente rápido ni eficaz para asegurar la defensa 

de un sujeto agredido por otro, sigue siendo legítimo 

que el agredido recurra a medios de defensa que implican 

el uso de la fuerza". ( 3 7) 

Aplicando lo anterior a la Carta de las Naciones 

Unidas y al sistema creado por ella tenemos que el artículo 

2 (4) de la Carta establece la prohibici6n de recurrir 

a la amenaza o al uso de la fuerza en las relaciones interna 

cionales, y que una excepción a esta prohibición está 

consagrada en el artículo 51 de 1~ mismA, el cual dispone: 

"Ninguna disposición de esta Carta menoscabará 

el derecho inmanente a la lcg(tima defensa, individual 

o colectiva, en caso de ataque armado en contra de un 

miembro de las Naciones Unidas, has ta tanto que el Consejo 

de Seguridad haya tomado las medidas necesarias para 

mantener la'' paz y la seguridad internacionales. Las 

medidas tomadas por los miembros en el ejercicio del 

derecho a le~ítima defensa scnín comuni.cadas inmediatamente 

al Consejo de Seguridad, y no afee tarán de manera alguna 

la autoridad y responsabilidad del Consejo conforme a 
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la presente Carta para ejercer en cualquier momento la 

acción que estime necesaria con el fin de mantener o 

restablecer la paz y la seguridad internacionales". 

Así el artículo 51 establece el derecho a la 

legítima defensa y de acuerdo a él pasa a ser legítimo 

el uso de la fuerza para defenderse de un ataque violento 

por parte de otro Estado. (38) En este contexto se transfor 

ma en un criterio para determinar la legalidad • de la 

acción de un E:s tado, ello debido a_q.t.J..e.__e..1-e.J.e.i:.ci..cio --ª I _ 
1,_egí tima defensa s_lJ_llJints tra __ c_i_e;i;-_t_a ___ C_éUl.tidad de justificé}-_~Íº*-

nes para usar la fu~r~a, __ _l_g _ q1Jg . ,d_e __ otr_o .modQ __ sería Úna • -------- ---- -- . • - -- • ---- --

violación del Derecho Internacional ( 39); de este modo 

_§e es-tá----dest~cando -u.ñ·o -·de los propósitos de este derecho 

y que Bowett sintetiza diciendo que es: "justificar una 

acción que ele otro modo serla ilegal, la cual es necesaria 

para proteger ciertos derechos 

contra la violación por otro 

las represalias armadas para 

ante una injuria producto de 

esenciales 

Estado". (40) 

obtener la 

de un 

Por 

Estado 

ello, 

satisfacción 

una intervención armada 

es ilegal bajo la Carta, si dicha acción no corresponde 

a un acto de legítima defensa sino de un instrumento 

de política nacional. (41) 

Con pos terioriclacl ¡¡ 1 :1 Sc)gt mcl:i Guerr.1 Muncl ial, 

·111 C:1i-tr1 di• l:i:: N:1cim11•:, l111lcl:1:: r•11111wl(, 1•11 L(•n11i110:: t:l.11ro11 

la prohibición de recurrir a la fuerza y el derecho a 

la legítima defensa usando lR fuer~a, aunque el artículo 51 

que se refiere a esta materia no figuraba en el proyecto 

de Dumbarton Oaks propuesto a la Conferencia de San Francis­

co y nació de la conjunción de voluntades para reforzar 

la solidaridad regional, manifestada por los países iberoame 

ricanos y árabes, con la poca confianza que se depositaba 

en un sistema de seguridad colectiva sujeto a veto de 

los miembros 

anterioridad, 
,, 

permanentes del 

en el período 

Consejo. Sin 

comprendido 

embargo, con 

entre las dos 

guerras mundiales, varios instrumentos establecen una 

prohibición general o particular del recurso a la guerra 

para la solución de controversias internacionales y contie­

nen al mismo tiempo de una manera expresa la excepción 
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mencionada, ellos son: el protocolo para el arreglo pacífico 

de los conflictos internacionales, aprobado en Ginebra 

el 2 ele octubre ele 1924 por ln Quinta Asamblea ele • la 

Sociedad de las Naciones y el tratado de garantía mutua 

entre Alemania, 13élgica, Francia, Gran Bretaña e Italia 

que constituyen el anexo A del proi:oi:olo f:i.nal firmado 

en Lorcano el 1.6 de octubre de l <) 2 S y (Jlle se denominó 

Pacto Renano. (42) 

Gran trascendencia tienen al respecto los dictáme­

nes emitidos por los Tribunales Internacionales de Nüremberg 

y Tokio, los cuales dieron prácticamente por sentado 

r¡ue, en el periodo 1020-1939, se hahí;i forméldo en Derecho 

1111 r• 1·1111c 1111111 1 l'Hl" 1· f l.o c¡111.' 

tenf.11 por. eLcclo exclui1: J.a .i.l.ic.:ilud del uso de la fuerza 

armada por un Estado como forma de legítima defensa, 

a título ele excepción y de limitación insuperable a , la 

prohibición general de tal uso establecida en instrumentos 

internacionales como el .Pacto Briand-Kellogg. En las 

decisiones de ambos tribunales, el principio en sí de 

la ilicitud de un comportamiento que entraña el recurso 

de las étnnas, obscrv¿¡cJo en concepto de legítima defensa, 

no fue objeto de la menor impugnación. Lo que se impugnó 

fue la existencia de hecho de las condiciones de un estado 

de legítima defensa y solamente sobre es ta base se rechazó 

la excepción opuesta a este respecto. El tribunal de 

Tokio tuvo la ocasión de afirmar exrlícitamente en un 

obiter dictum, en su sentencia de primero de noviembre 

de 1948 que: "Toda ley, internacional o interna que prohiba 

recurrir a la fuerza está necesariamente limitada por 

el derecho a legítima defensa". U~3) 

Lél Comisión cic Derecho Internacional concluye 

respecto a la s-Ltunci.ón de ln l0r,ít-imn defensa dentro 

del sistema jurídico internacional, que: "el largo proceso 

destinado a prescribir totalmente el uso de la fuerza 

armada en las relaciones internacionales condujo, pues 

a la afirmación de una regla que impone a todos los Estados 

el deber de abstenerse de recurrir a la fuerza armada 

en sus relaciones recíprocas. El principio que condena 
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definitivamente este recurso con la ilicitud más absoluta 

se ha integrado a la conciencia jurídica de los Estados 

r.n cnlid:1d rlr pri1H'ipin impri-:il ivn "" 1),,1-,•chn l1,11-rn1:1cinn:1l. 

Mcdi.nnt:c el mf!llllo pi~occ~so se cn•nnm l.ns concl.lcioncs 

en favor de una afirmación dc[initiva de la otra norma, 

par ale.la e igualmente impera ti va, que prevé la • legítima 

defensa como limitación de la prohibición dictada por 

la primera norma. En la actunliclacl, esos dos principios 

están indiscutiblemente presentes en el. derecho internacio­

nal general y, en forma escrita, en el sistema jurídico 

representado por las Naciones lJni dn s". ( 44) 

a. 2. ) ¿ Cuándo existe legítima defensa?: Esta 

existe, cuando un Estado es causante respecto de otro 

de un peligro que lo amenaza; en esas circunstancias 

el Estado amem17,;1elo va a rea ce Lon;1r y es¿-¡ re,1cción constituí 

rá legítima defensa. El primer F:stado es el que ·11a creado 

el peligro mediante un comportamiento 

ilícito ante el Derecho Internacional, 

que no es solamente 

sino q:,1e constituye 

una infracci6n internacional especialmente grave y caracteri 

zada que es el uso de la fuerza armada quebrantando la 

prohibición general existente de recurrir a ella. Actuar 

en lcg:(tlma defensa es respondc1- por J.,1 fucn~a a una 

acción de fuerza ilícita ejecutada por otro Estado.~'-? 

En otras palabras, para que la ..icci.ón de un Estado que 

implique el uso de la fuerza armada pueda calificarse 

de acción realizada en legítima defensa, la primera condi­

ción indispensable es que haya sido presidida de un hecho 

internacionalmente ilícito 

un recurso ilícito al uso de 

caracterizado, que implique 

la fuerza armada, del sujeto 

contra el que se dirige esa acción. (45) 

Surge así el problema de los requisitos necesarios 

para que exista una acción en legítima defensa, legítima. 

Waldock sefiala 3 requisitos basados en el derecho internacio 

nal consuetudinario, ellos son: 

1.. TTné'l i.nfrc1cci.ón nct11:1l o un:1 nmcnaza. de infrac­

ción de los derechos del Estado que se defiende; 
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2. Un fracaso o inhabilidad por parte de otro 

Estado para usar su propio poder legal para de.tener o 

prevenir la infracción; y 

3. Los actos ele legítima defensa deben estar 

estrictamente referidos al objeto ele detener o prevenir 

la infracción, lo que se traduce en una proporcionalidad 

rnzonabl.c' e11 l:1 .icclú11 req1.1crid;1 p:1r;1 1 levar a cabo cr~tc 

objeto. ( 46) En relación con es te último punto, Jiménez 

de Aréchega hace notar que siendo el objeto de la legítima 

defensa el poner í.Ln :-1 un é.1L:1c¡ue :1nnado, no sería lícito 

a un Estado, en el ejercicio de es te derecho, apoderarse 
clríl11ll·fvr11111•lJ(1• ele• 111:; l"f'C'lll":;11:; y (1•1·1·i(111·rn:: dr•I f.:: t11cln 

atacant-e. (47) 

a.3.) La legítima defensa y la 

Para Waldock es te derecho a la legítima 

un derecho nuevo y antes de la Carta 

autoprotección: 

defensa no es 

existió como un 

derecho general de autoprotecci6n 

vigente a los derechos ele un Es t.1clo. 

Jiménez de Aréchega considera que antes 

contra una amenaza 

(/+8) Sin embargo, 

de 19L~5 la defensa 

propia no era un concepto jurídico, sino meramente una 

excusa política para el empleo de la fuerza. (49) 

Pero. ln Comisión de Derecho Tnter.nacionr1l reé1liza 

una distinción respecto a este punto y considera que 

la legítima defensa es distinta a la noción de autoprotec­

ción ( self-he 1 p, sel bs thi lfe, auto tutela, etc. ) , con 

que la teoría jurídica designa, y en la que comprende 

todas las di f:erentes formas en rr11c sc- ;:ir.ticulA. el sistema 
<flll' co11nlnl1• 1•11 1·1•t·t1111H'1•1· 111 1-::;f,1,I., 1111il111· dt• 1111 clt!1·pd10 

subjetivo cleterminac.lo, la facultad de tomar medidas, 

llegado el caso, para proteger y ga t"é.lntizar esos derechos 

en el seno de una sociedad igualitaria como la comunidad 

internacional. En rigor puE:!s, cabe _con~tde_x:a_r__la_.Legítima 
--

defensa como una forma de "autoprotección armada''--~~ 
.. 

los Estados estÁn aut01;:izado.~-- <1 _ ejercer dir.ectamente 

por el Üerecho Inter.naciql]al act.ual. j_50) Bowett sos tiene 

que lu J.egf.LJ.111:1 dere11:~;1 :t dilt·rl'11ci;1 de la autouyudlt, 

no ti.ene un cnr:íclet· de remcd i o o t~cprcsivo en orden 
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a ejecutar los derechos, esta función corresponde a la 

autoayuda; señala además, que la determinación es necesaria 

para conocer el marco de los derechos reservados a los 

miembros por el artículo 51 de la Carta. (51) 

a.4.) Contenido del Artículo 51: En el contexto 

de la Carta, la legítima defensa tiene su propia significa­

ción juríclicn, l"ncl¡¡ VP.7. que <'11 p)J;i se' lrn prescrito el 

uso de la fuerza y que la legítima defensa resulta insepara­

ble de la prohibición. Remiro Brotons sostiene que no 

tendría sentido regular la legítima defensa en la Carta 

para añadir que también la hay fuera de ella, ( 52) lo 

mismo sostiene Kelsen, quien afirma que "este derecho 

no tie~.e otro contenido que el determinado por el artículo 

51". (53) 

Una posición clif e rente es sos tenida por Bowett 

y por Brownlie, para ellos este artículo no restringe 

el derecho de los Estados miembros a usar la fuerza en 

l.er,fti.m~1 dcír11s:1 dPntro rlrl :; Í )'.n Í Í Í c:irln flll(' ti.ene en 

los miembros sólo tienen los derechos que la Carta les 

acuerda, por el contrario tienen los derechos que el 

Derecho Internacional les concede, excepto que ellos 

los hayan renunciado en l_a Carta; interpretaciones como 

las de Kelsen son erróneas,· porque se llega a una interpret~ 

ción restringida del artículo 51, situación no buscada 

en la Ca rt.:i. lí:s to se expi i.ca, po n¡w.' 1 :1 ohl Lgaci.ón re levan­

te asumida por los miembros es, prima f acie, la contenida 

en el artículo 2 (4); el objeto del Comité I en San Francis­

co fue que esta prohibición dejará el derecho a la legítima 

defensa sin deterioros y en el reporte expresó: "el uso 

de armas en legítima defensa permanece admitido sin deterio­

ros". Bowett continúa señalando que es difícil ver que 

otra conclusión podría alcanzarse, pero 

los derechos substantivos protegidos 

defensa, cualquier inconsistencia con 
C':-1 llf>lll"l'll( I'. 

si 

por 

el 

se examinan 

la legítima 

artículo 2(4) 

y limitada "a" la defensa política de un Estado, la integri­

dad territorial, la vida y la propiedad de sus nacionales 



no puede por definición envolver una amenaza o uso de 

la fuerza "contra la integridad territorial o la independen­

cia política de cualquier otro Estado", pero la extensión 

de esa acción en legítima defensa envolvería una infracción 

de su obligación y dejaría ipso facto de estar dentro 

de los requerimientos de la legítima defensa como permitido 

por el Derecho Internacional general. Esto se explica, 

porque es en interés de su propia seguridad que un Estado . 

ejerce su derecho a legítima defensa y no puede haber 

inconsistencia entre la seguridad de los legítimos intereses 

del Estado y la seguridad gene~al. (54) 

Es ta materia está contenida en la Declaración 

de 1970: "Ninguna de las disposiciones de los párrafos 

precedentes se interpretarán en el sentido de que amplían 

o disminuyen en forma alguna el alcane;e de las disposiciones 

de la Carta relativas a los casos en que es legítimo 

el uso de la fuerza", pero esta fórmula esconde profundas 

d:i.verr,encí ns Rcercn de 1111n scri.e ele cucHti.oncs, ~d n crnbln:-go, 

existe un acuenlo base en el scntl.c.lo de que el uso de 

la fuerza es ilegítimo, a menos que sea aplicado como 

una sanción ordenada o autorizada por una organización 

internacional competente, o sea ejercido como un acto 

lícito de defensa propia. El uso de la fuerza tiene 

así en ias relaciones internac.ionales el mismo "status" 

que en el derecho interno: es un delito, una sanción 

o un acto de legítima defensa. 

b) El casus operandi: "el ataque armado" 

b .1. ) Ataque armado y agresión: Son lo mismo, 

la versión francesa del artículo 51, utiliza la expresión 

"agression armée". Pero en términos generales, la categoría 

de la agresión es más amplia que la del ataque armado. 

Los gobiernos y los tratadistas a menudo se refieren 

a agresión psicológica, económica o indirecta. Estos 

conceptos, si son parte del Derecho Internacional, se 

refieren a actividades distintas del ataque armado. 

Para determinar si un Estado ha realizado un ataque armado 

o una agresión armada contra otro, deben ser tomados 

-, 
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en consideración los siguientes factores en grado variable: 

el cnriíctcr militar de l,1 ncción, la .i.ntcnciún del atacante 

o agresor, la cantidad de fuerza usada, y la seriedad 

derivada de la situación, así .como el "principio de priori­

dad", es decir, el principio del primer atacante. (55) 

Sorensen considera que se produce un ataque 

armado cuando las fuerzas armadas regulan!s o irregulares 

de un Estado, o cuando las bandas armadas compuestas 

por indi vlduo1:> purtil:ul.1rcs bajo c:011trol del Estado, 

y de hecho bajo sus órdenes comienzan a emplear la violencia 

en o contra el territorio de otro Estado, o contra sus 

fuerzas en o sobre la al ta mar, o contra las fuerzas 

de ese Estado estacionadas en 

sea por acuerdo del soberano o en 

militar legal. Pero no todo 

territorio extranjero, 

virtud de una ocupación 

incidente que reuna las 

características antes mencionadas constituye un ataque 

armado, 

podría 

ya que de ser así cualquier 

considerarse justificativo de 

incidente fronterizo 

legítima defensa. 

Los incidentes fronterizos consisten en disparos a través 

d'e' las fronteras o en incursi.ones de cort:i duración en 

el territorio de otro Estado por parte de pequeños des taca­

mentos de guardias fronterizos o de otras unidades controla-• 

das por el Estado. (56) 

La Corte Internacional de Justicia ha .. expresado 

también su opinión, 

ataque armado, para 

de fuerzas armadas 

internacional, sino 

respecto 

ella éste 

regulares a 

también "el 

a que 

no sóló 

través 

envío 

debe considerarse 

incluye acciones 

de una frontera 

por o en nombre 

de un Estado de bandas armadas, grupos, irregulares o 

mercenarios, los cuales llevan a ~abo actos de fuerzas 

armadas contra otro Estado de tal gravedad como significado'' 

(ínter alia) un ataque armado efectivo conducido por 

respecto". Es ta descripción coútenida en el artículo 

3, párrafo g , de la definición de agresión anexada a 

la resolución 331L~ ( XXIX) AG, puede tomarse como un reflejo 
del Derecho Internacional consuetudinario. La Corte 

consideró además, que no hay ninguna razón para negar 
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que, en derecho consuetudinario, la prohibición de ataque 

armado puede aplicarse al envío por parte de un Estado 

de bandas armadas al territorio de otro Estado, si tal 

operación por. ca.usa de su escala y efectos, habría sidb 

clasificada como un ataque armado más c¡ue como un mero 

incidente fronterizo llevado a cabo por fuerzas armadas 

regulares. 

La Corte no considera que 

armado" incluya, además de los actos 

el concepto "ataque 

realizados por bandas 

magnitudes significati­

través del suministro 

armadas cuando su actuación alcanza 

vas, la asistencia a rebeldes a 

de armas o apoyo logístico o de otra clase. ·Tal asistencia 

puede .~onsiderarse como una amenaza o uso de la fuerza, 

o sl.gnlílcnr Lnte1·vcncl.ún en lo:. .isunl:os 1.ntcrnos o externos 

de otro Estado. (57) 

Sin embargo, el juez Schwebel, en su opinión 

disidente manifestó que la pr.~visión ele armas y el apoyo 

logístico constituían ataque armado ya que el término 

"apoyo logístico" sin ningún fin definido puede incluir 

el transporte, almacenamiento y provisión de armas. 

De lo que no resulta que el compromiso de un Estado en 

el envío de bandas armadas no se interprete como equivalente 

a un ataque armado, cuando, acumulativamente, sea tan 

substancial como para abrazar no sólo la provisión de 

armas y apoyo logístico, sino también la participación 

en la reorganización de la rebelión; provisión de facilida­

des de comando y control para el derrocamiento del gobierno 

de su vecino por esta rebelión; otorgamiento de refugio 

para los líderes extranjeros de la insurrección militar 

y política, durante períodos en los cuales están libres 

para dedicarse a sus planes y operaciones destinadas 

a derrocar al gobierno ve_cino; provisión de entrenamiento 

para esas bandas armadas en su territorio y el facilitamien­

to a los insurgentes extranjeros de pasajes a terceros 

país·es para su entrenamiento; y permitiendo a los rebeldes 

operar transmisiones y otras formas de comunicación desde 

su territorio dedicadas a sus actividades subversivas. 

(58) 
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b. 2.) El artículo 51 de la Carta: En él se 

establece que: 11 en caso de ataque armado en contra . . . ' 
de .... 11 Esta frase ha dado lugar a dos corrientes de 

interpretación. 

La primera corriente sostiene que el ataque 

armado y "sólo" el ataque armado de otro Estado, y la 

amenaza o cualesquiera uso de la fuerza que no se concrete 

en un ataque armado podrían ser considerados como supuestos 

que interesen a la paz y la seguridad internacionales 

y aconsejan la convocatoria del Consejo de Seguridad, 

pero no legitiman el uso individual o colectivo de la 

fuerza con base en el artículo 51. ( 59) Condición esencial 

para la ejecución de este derecho es la existencia de 

un "ataque armado" el cual constituye una forma específica 

del uso de la fuerza, la que a causa de su gravedad crea 

un "periculum in mora" que autoriza al uso de la fuerza 

en defensa propia en vez de esperar las medidas de protec­

ción de las Naciones Unidas. (60) A este respecto, y 

aunque se habla a menudo de la existencia de agresiones 

no armadas (ideológicas, económicas, políticas, etc.) 

incluso cuando se condenan, no cabe concluir que el Estado 

víctima de tales acciones esté autorizado en esos casos 

a recurrir al uso de la fuerza armada en concepto de 

legítima defensa ( 61). En general, desde que la frase 

"ataque armado" sugiere una agresión, es muy dudoso si 

se aplica al caso de ayuda a grupos revolucionarios y 

otras formas que no envuelvan 

las fuerzas de un Estado. 

operaciones ofensivas por 

Las operaciones esporádicas 

realizadas por bandas armadas parecerían caer también 

fuera del concepto, sin embargo, es concebible respecto 

de una campaña coordinada y general, llevada a cabo por 

poderosas bandas irregulares, con una 

comprobable complicidad del gobierno 

obvia o fácilmente 

del Estado desde 

el cual ellos operan. Por ello, asumiendo que la frase 

"ataque armado" es· capaz de tales interpretaciones extensi­
vas, un derecho a recurrir a la fuerza contra varias 

formas de agresión indirecta no puede derivarse del artículo 

51, si el requerimiento de proporcionalidad se respeta 

estrictamente. (62) 
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En general, esta corriente considera que el 

artículo 51 es una restricción al derecho tradicional 

de legítima defensa, de modo que ~l derecho está ahora 

disponible para los miembros objeto de- un r1tnque armado 

nct11:il. 

cualquiera otra violación de 

protegidos de un miembro. (63) 

los 

e je 1-c Lelo en caso ele 

intereses legalmente 

En la segunda corriente, en oposición a la 

anterior considera que la afirmación de que la Carta 

prohíbe cualquler uso de la fuerza a excepción de la 

legítima defensa es inexacta y está mal encaminada respecto 

a la prohibición del artículo 2 ( 4) el cual no contie­

ne unq. prohibición al ejercicio a la legítima defensa 

permitida por el Derecho Internacional general. Más 

aún, es cierto que bajo el Derecho Internacional general 

no está limitado al caso de un· ataque armado ( 64). Esta 

tesis se apoya en los argumentos de que el derecho a 

la legítima defensa no tiene su fuente en la Carta, sino 

que en un derecho independiente arraigado en el Derecho 

Internacional general y que la finalidad del artículo 

51 fue solamente la de remover posibles dudas acerca 

del impacto que los poderes acordados al Consejo de Seguri­

dad podían tener respecto del derecho a recurrir a la 

fuerza individual o colect.:i vamente en defensa propia. 

Los trabajos preparatorios de la Carta demuestran: que 

efectivamente, el artículo 51 fue incluido en la Carta 

con el propósito de armonizar la función defensiva de 

los organismos regionales con los poderes y responsabilida­

des acordados al Consejo de Seguridad. (65) 

Rowett (66), sostiene que de aceptarse esta 

interpretación restrictiva se suscitarían dos cuestiones: 

1) La acción en legítima defensa no podría ser anticipada, 

sino que debería esperar un ataque armado; y 2) esta 

acción de legítima defensa es legítima sólo donde las 

medidas usadas violan los intereses del Estado, tomando 

la . forma de un ataque armado. 

Respecto de la primera cuestión, en el Derecho 
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Internacional tradicional, este derecho ha sido siempre 

válido contra anticipa torio, es decir, su ejercicio es 

un ataque inminente como contra un ataque armado o peligro 

posterior a la . actual. Las evidencias de la práctica 

Carta no indican • la aceptación de una interpretación 

mfis rcstri.ctlvn de este dC'recho. 

punto, en la discusión surgida en 

por la disputa del Kashmir, el 

justificó la invasión del Kashmlr 

nícR como unn mcdi.d,1 cscnc l 11 l 

l-:11 rclnciém con este 

el Consejo de Segu:ridad 

representante de Pakistán 

por las fuerzas pakista­

p:i r:-1 cvitnr un peligro 

inminente a Pakistán, el 

del Kashmir por la India. 

cual surgiría de la ocupac16n 

En esa ocasión no se disicutió 

el hecho de que nlngún ataque actual había ocurrido contra 

Pald.s ti.in. 

Respecto a la segunda cuestión, también es 

insostenible por la noción tradicional de legítima defensa 

y por la práctica de los Estados. Es reconocido que 

el ataque armado no es la única forma de agresión y de 

poner en peligro los de_r_e_c.h.os __ de--1!IL... .. ~~-taa.o-de-rnod·o-que -él pueda ser cQmp.elid0-a--r:-eGur:.r.ir_q.l ___ _gjercicio de un-

derecho de _leg.;Ltima .. de.:Eens.a .. __.La identificación de agresÜrn 

y ataque armado es una excesiva simplificación de un 

problema complejo. La interpretación apropiada del artículo 

51 no justifica esta segunda posición la cual si bien 

puede, prima facie, simplificar el problema de la agresión, 

tienta a los escritores a una innecesaria distorsión 

del término "ataque armado", incluyendo varias formas 

de agresión indirecta, tales como asistencia a minorías 

revolucionarias, guerras bacteriológicas o infracción 

a una convención sobre armas atómicas. En este sentido, 

es preferible y se considera correcta, la perspectiva 

expresada por Goodrich y Hambro, para quienes el artículo 

51 no excluye necesariamente el derecho a la legítima 

defensa en situaciones no cubiertas por ese artículo. 

Si este es un derecho inherente como se ha sostenido 

en el pasado, cad~ miembro retiene el derecho sujeto 

solamente a las limitaciones de la Carta. ( 6 7) Por ello 

la determinación de la legalidad ele la acción no debiera 

ser hecha unilateralmente por el Estado implicado, la 
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decisión final debiera adoptarse por un cuerpo imparcial 

y no por las partes involucradas. 

El requerimiento de ataque armado no es el 

único del artículo 51, unido a él y a juicio de Jiménez 

de Aréchega tan obligatorio como éste es el 1.·equerimiento 

que impone el deber de comunicar al Consejo de. Segui·idad 

las medidas adoptadas y la obligaci6n cfo dejar sin efecto 

las medidas unilaterales de fuerza tun pronto el Consejo 

de Seguridad haya tomado las medidas necesarias para 

mantener la paz y la seguridad internacionales. Ninguna 

de estas obligaciones nace de un supuesto derecho consuetud! 

nario preexistente, todos tienen su fuente y emanan exclusi­

vamente del artículo 51. (68) 

haya 

y la 

1 
1 

La expresión "hasta que el Consejo d!= Segu~idad 

para mantener la·: paz tomado las 

seguridad 

medidas necesarias 

internacionales" pone de manifiest~ la 

naturaleza esencialmente t ra.ns i toria y provisional de 

.la acción de legítima defensa bajo un sistema centralizado, 

semejante sistema presupone que el derecho es inevitable 

'como una medida interina de protección, pero ésta debería 

cesar cuando la maquinaria del sistema centralizado operase 

como protección efectiva de los derechos de los miembros 

individuales. Por consiguiente bajo la Carta, tales 

acciones de un Estado individual o de Estados actuando 

bajo el derecho colectivo, es considerada como una medida 

temporal y en ningún caso como substituto de la acción 

colectiva de la organización. Esta posición es sustentada 

por el hecho de que todos los miembros han conferido 

primariamente la responsabilidad para el mantenimiento 

de la paz y la seguridad internacionales al Consejo de 

Sq~uri.c.lad. P.::i.recerla, por lo tanto, ser una obligación 

l.cgnl suspender la legítima defensa individual o colectiva 

una vez que el Consejo de s~guridad haya tomado esas 

medí das. Ln cl1.[lcultad suprenw yace aquí, en la cur:iatJ.ón 

de la competencia para decidir si el Consejo de Seguridad 

ha, de hP.cho, tomado ''las medidas necesarias para mantener 

la pa?. y la seguridad internacionales". Si la competencia 

dc~c:ansa 0.xclus i vnmente en t> l Con se jo ele• Seguridad, entonce~; 

la decisión de el Consejo de Seguridad ele adoptar las 
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medidas, denegaría al Estado que se defiende) su derecho 

a continuar en la protección interina de sus intereses. 

Aun la decisión del Consejo sin más, no puede terminar 

la acción de lcgitlma defensa, pues la frase "medidas 

necesarias" implican una acción positiva. Por otra parte, 

permitir que el Estado que se defiende sea el único juez 

para determinar si el Consejo de Seguridad ha tomado 

las medidas necesarias
1 

abre la posibilidad de que. la 

acción unilateral desplace a la acción colectiva en asuntos 

relacionados con la paz y la seguridad internacionales, 

lo que contravendría abiertamente el verdadero espíritu 

de la Carta. Para un balance de la situación, por lo 

tanto, la perspectiva preferible y no excluída por la 

Carta, es la de que la determinación de si las medidas 

necesarias han sido tomadas o no, debe ser hecha objetivame~ 

te, como una cuestión de hecho, en que tanto el Estado 

que se defiende como el Consejo de Seguridad son capaces 

de alcanzar su propia decisión. (69) 

Cada Estado está, por la naturaleza de las 

e-osas, facultado para calificar inicialmente como un 

ataque armado la acción de otro Estado y como legítima 

defensa la acción propia y esto puede prolongarse en 

tanto el Consejo de Seguridad no npn1chc las medidas 

necesarias para restablecer la paz y la seguridad internacio 

nales. (70) 

e) La legítima defensa anticipada. 

La legítima defensa anticipada está abierta 

a ciertas obj.eciones, ya que para que ésta tenga lugar 

tiene que haber una certeza del ataque, lo cual es extremada 

mente difícil de realizar y necesita de una atenta investig~ 

ción de la intención del gobierno. Este proceso puede 

¡levar a serios conflictos si hay un error en la apreciación 

de la situación. También se plantean problemas respecto 

a una consideración usualmente ignorada: el efecto de 

la regla de proporcionalidad. Es posible que en un número 

muy limitado de situaciones la fuerza pueda ser proporcional 

al peligro donde hay evidencias • de intenciones inequívoc.as 



- 32 -

de lanzar un ataque devastador casi de inmediato, sin 

embargo, en la gran mayoría de los casos al comprometerse 

un Estado en un conflicto actual sólo hay evidencia circuns­

tancial, para impedir un ataque, sería actuar en una 

forma que desatendería el requerimiento de proporcionalidad. 

(71) 

aceptada 

Permitir 

como un 

Ul1él acción 

derecho el 

anticipada, 

cual está 

puede ser 

la autopreservación. 

les debe conceder el 

Es verdad que 

derecho a decidir 

a 

emparentado 

los Estados 

bien 

con 

se 

ante una necesidad 

de defensa en primera instancia, pero para el resultado 

exitoso de esta decisión ex parte, esta decisión debería 

estar regida por reglas objetivas y no por meras estimacio­

nes de circunstancias. Es interesante advertir que Verdross 

ha clasificado los actos anticipatorios como actos de 

auto protección más que de legítima defensa. (72) 

Las bases de 1 -.::.c...:o...:..n~c_e=..;p::...t.:.o:.____:m~o.:....::d-=e_;;;r..;.n:;,.;;o;.___c;d'""ea...--==l'"""ea.og í tima 

~se derivan en gran parte de 

del Secretario de Estados Unidos, 

una nota de protesta 

Daniel Webster, al 

incidente del Carolina, en gobierno británico por el 

el cual un barco ele Estados Unidos en aguas americanas 

que habían llevado insurgentes que estaban preparando 

un ataque contra Canadá fue destruido por fuerzas británicas 

la noche del 29 de dlcicmbt"e de 1837, en que dichas fuerzas 

cruzaron el Niágnra. En esa oportunidad se señaló que 

el gobierno británico tenía la obligación de probar 111a 

necesidad de legítima defensa instantánea, abrumadora, 

no dejando elección de medios y no dejando ningún niomento 

para deliberar" pa_ra justificar su acción de destruir 

un barco americano. La nota de Webs ter también solicitaba 

que se demostrara la proporcionalidad del acto en proporción 

:il daño y expresamente que se demostrara que "no hizo 

nada irrazonable ni excesivo; desde que el acto justificado 

por la necesidad de legítima defensa, debe ser limitado 

a es ta necesidad y mantenido dentro de el la. 11 

fórmula enunciéHfo por t·Jebster parn quién 

(73) Esta 

la legítima· 

defensa no debe envolver nada irrazonable o excesivo, 

ha llamado la atención a los escritores, ya que un concepto 
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legal de legítima defensa comprende la proporcionalidad 

como un "requerimiento 

el derecho de gentes esto 

especial", y consideran 

puede rcpr-escntar una 

que en 

tentativa 

de crear una distinción entre legítima defensa y auto 

ayuda, como unn reacción ante la tendencia hist6rica 

a confundirlas. Por otra parte, hay que considerar que 

el Derecho Internacional consuetudinario permi'te acciones 

anticipadas en respuesta a un daño inminente y a este 

respecto la doctrina del Carolina ha sido interpretada 

como permitiendo una acción de lcg.í tima dcf ensa, donde 

tales acciones eran consideradas constitutivas de un 

acto de autopreservaci6n. (74) Waldock (75), afirma 

que la doctrina del Carolina permite y "sólo permite" 

un dcr.ccho :i l.cg(ll.nw clcfc11s.1 c11 u11a fnsc ele amenaza 

inminente de ataque armado. 

Remiro Brotons en un an5lisis crítico de· la 

práctica de los Estados, 

recurrido indistintamente 

señala que los 

a expresiones 

gobiernos han 

como derecho 

de conservación, estado ele necesidad, autotutela o legítima 

defensa para conferir cierta respetabilidad al empleo 

unilateral ele la 

el ordenamiento 

fuerza permitido 

jurídico. Sin 

en cualquier caso 

embargo, la noción 

por 

de 

legítima defensa preventiva no sirve a los intereses 

de la paz y la seguridad internacionales, sino a los 

Estados que sienten -y caen en- la tentación de recurrir 

a la fuerza para la realización de su política. (76) 

d) La legítima defensa colectiva y los organismos 

regionales de seguridad. 

d.1.) El articulo 51 de la Carta: Históricamente, 

desde 1920 la regulación del uso de la fuerza ha sido 

establecido exitosamente y el derecho a la legítima def_ensa 

ha ad qui rielo una cualidad lc¿;n l. de l n cual carecía en 

el siglo 19, época en que fue obscurecido por el permiso 

general de autoayuda. Con posterioridad, el reconocimiento 

expreso al derecho a la legítima defensa e-electiva en 

la Carta de las Naciones Unidas le dió al derecho un 

status legal preciso, del cual careció previamente. (77) 

- 7 
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De acuerdo a la estructura 

artículo 51 que contiene el derecho a la 

colee ti va, es enteramente independiente 

de la Carta, el 

legítima defensa 

de los acuerdos 

regionales,,. ya que éstos se encuentran ubicados en el 

capítulo VIII, el· que los regula y los subordina al Consejo 

de Seguridad y específicamente las directrices de ejecución 

no deberán comenzar regionalmente sin la aprobación del 

Consejo de Seguridad. (78) 

El artículo 51 habla de un derecho inmanente 

y, en cuanto tal, 

abierta en favor de 

la legítima defensa colectiva está 

cualquier Estado miembro o no de 

la organización y exista o no un· tratado ·previo entre 

las partes, por consiguiente, es "un derecho que . posee 

existencia autónoma, independiente de todo acuerdo· u 

organización regional. Un tratado de defensa colectiva 

puede, por lo tanto, poseer o no una base regional." 

(79) 

La expresión "legítima defensa colectiva" conteni-

da en el artículo 51 ha sido objeto de críticas. Hay 

quienes señalan que existe una contradicción de términos; 

en este sentido Kelsen sostiene que desde que la legítima 

defensa envuelve una acción la cual es por definición 

unilateral en su carácter, hablar de un derecho unilateral 

"colee ti vo" es -abandonarse a una contradicción, ya - que t 
el derecho a legít•ima defensa "es el derecho de un indivi..duo-

o Estado atacado o amenazado y de ningún otro individuo 
---- ------=------------=---=--=-- --------

~~·. ( 80) Por razones similares, otros 

han prefe~ido llamarlo el derecho de defensa 

Estado. (81) 

autores 

de otro 

Bowett considera que cualesquiera que sean 

los méritos de estas críticas, es claro que la disposición 

fue puesta para cubrir las acciones colectivas en que 

• un grupo de Estados iba en defensa de un Estado ilegalmente 

• atacado y que se deseaban tomar por acuerdos 

y que sus tratados cons ti tutl vos provoeían y 

regionales 

además el 

artículo 51 no importó un nuevo concepto de Derecho Interna-

cional, fue declaratorio del existente: la noción de 
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. legítima defensa colectiva ha sido largamente aceptada, 

aunque los escritores han diferido en las bases de este 

derecho. ( 82) 

Tambi~n ha surgido una corriente apoyada por 

Bowett, Kelsen y Stone, quienes interpretan literalmente 

el artículo 51 y esta interpretación literal permitiría 

a los miembros actuar en defensa colectiva sólo cuando 

otro Estado miembro ha sido atacado; para Brownlie esta 

hipótesis es de dudosa 

hay evidencia de que 

validez por muchas razones, no 

este fuera el efecto persiguido 

por la Carta y muchos miembros de las Naciones Unidas 

han participado • y aun participan en pactos de seguridad 

mutua los cuales incluyen no miembros. (83) 

Por su aprte la Corte Internacional de Justicia 

.ha· expresado su opinión al respecto. En el caso Nicaragua­

Estados Unidos consideró que debía expresar una visión 

de contexto del derecho a la legítima defensa y en particu­

lar del derecho de legítima defensa colectiva. Primero, 

en consideración a la existencia de este derecho, la 

Corte advierte que en el idioma del artículo 51 de la 

Carta de las Naciones Unidas, el derecho inherente (inherent 

right o droit naturel) que cualquier Es.tado posee en caso 

de ataque armado, cubre la legítima defensa individual 

o colectiva. Así, . la misma Corte te.stifica la existencia 

del derecho a la legítima defensR colectiva en el Derecho 

Internacional consuetudinario. Más aún, justamente, 

la fraseología de ciertas declaraciones de la Asamblea 

General demuestra su reconocimiento del principio de 

la prohibición de la fuerza definitivamente como una 

materia de Derecho Internacional consuetudinario. En 

ciertos casos, la fraseología opera analógicamente respecto 

al derecho de legítima defensa tanto individual como 

colee ti vn. En la Decl.araci6n sobre Relaciones de Amistad 

y Cooperación, la prohibición de uso de la fuerza es 

seguida por un párrafo que establece: "nada en los párrafos 

precedentes será interpretado como aumentando o disminuyendo 

en cualquier forma el marco de las estipulaciones de 

la Carta concernientes a los casos en los cuales el uso 

7 
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de la fuerza es legal." La Corte consideró que esta 

resolución demuestra que los Estados representados en 

la Asamblea general, consideraron la excepción a la prohibi­

ción de lél fuerz,1 constituí.do por el. derecho individual 

o colectivo de legítima defensa, como materia de derecho 

internacional consuetudinario. (84) 

d. 2.) Hipótesis que darían origen a un derecho 

a legítima defensa colectiva: Brownlie se • plantea la 

pregunta de si este derecho está basado en un ataque 

directo contt·él el Estado que presta ayuda, así como al 

Estado que sufre violación de la integridad territorial 

o si el derecho es simplemente prestar ayuda al Estado 

n0.Ralmcntc :1tncmlo. (85) 

Bowett elabora 3 hipótesis para explicarlo 

(86): 

1. La primera teoría se basa en una idea analógica 

con el derecho privado y considera que la legítima defensa 

puede extenderse a la defensa de Estados injustamente 

atacados. 

La analogía se traduce en que en derecho privado 

se comprende tanto la legítima defensa individual como 

la colectiva y debido a que los "principios generales 

de derecho" pueden ser considerados como fuente legítima 

de derecho internacional público, esa teoría 

sostener la teoría de derecho colectivo a 

defensa. De interés inmediato, sin embargo, 

sirve para 

la leg'ítima 

es el hecho 

de que el derecho está limitado a esos casos donde existe 

alguna clase de relación próxima; el derecho se extiende 

a la familia propia, a los sirvientes y a esas personas 

respecto de las cuales se tiene un deber de protección. 

En estos casos parece presuponer un interés por el cual 

se tiene derecho a defensa. Por ello, para la aplicación· 

de la legítima defensa debe tn1tnrse de una violación 

de los derechos del intervenido contra los cuales él 

puede actuar en legítima defensa, pero en esos casos• 

en los cuales el derecho reconoce una relación próxima 

entre el interventor o protector y la víctima actual, 
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es decir, el nt.'.lquc viola los i nlc-n~scs 1.eg.iJ.mcntc rcconoci'­

dos del protector respecto a • la seguridad de la víctima, 

caso en el que el derecho a legítima defensa es colectivo. 

• Si el análisis es correcto, entonces cuando 

se lleva la analogía al Derecho Internacional, permite 

la existencia del derecho colectivo donde el Estado que 

invoca el derecho puede demostr.1r que .1lguno de sus propios 

intereses son violados por el ataque armado .sobre el 

otro Estado. 

2. Una segunda teoría explica este derecho 

colectivo en base a un deber de mantener la paz internacio­

nal y reparar una violación de las reglas del derecho 

internacional; como lo expuso Reclslob: "El deber de mantener 

la paz, de una parte y la obligación de reparar la norma 

violada de la otra, convergen y se uní fican en el precepto 

de sostener la legítima defensa de la otra'!. (87) 

Esta teoría se encuentra con ciertas dificultades, 
p11rr-; 1:, r,:{'i :; 1-r11<· í n rlr- (·;11 rs· cl,•l,,· 1·,•'.; 1•11 ,l,· 1·1•c·hn i tll ,. n1:1e i onn 1 

es al.tnmente cttesti.onabJe. 

3. La tercera teoría, sustentada entre otros 

por Waldock ( 88), explica las bases del derecho colectivo 

fundándose en el principio de que los Estados pueden 

ejercer colectivamente lo que es indubitadamente un derecho 

individual. Para Bowett es la explicación más satisfactoria 

del derecho colectivo, por ellél se cxLge que cada participa!2_ 

te en la acción colectiva tenga un derecho individual 

de legítima defensa, lo cual es una cuestión de hecho 

en cada caso, es la conclic-ión precedente para la participaci 

pación de los Estados en la ejecución colectiva del derecho. 

Más allá de este punto, cuando la participación envuelve 

110 la protección de :-;us pt~opios í.11Lcrescs y derechos 

del Estado, sino la protección de un interés más general 

de mantener la paz internacional y la vindicación del 

Derecho Internacional, tal acción cesa de estar dentro 

del concepto de legítima defensa, ya sea individual o 

colectiva. 



- 38 -

Esta teoría distingue tres situaciones: 

:t. Si tlll Ji:stnclo /1. viol.i los l.ntcrcscs legalmente 

protegidos del Estado B. En es te caso A está infringiendo 

un elche,:- cstnhlcci.clo y B pucclc ('jcn.:er- como i:-crncdio el 

derecho a la lcgítim~ defensa. 

2. El Estado A viola los intereses legalmente 

protegidos de los Estados B y C. Aquí A está infringiendo 

un deber establecido tanto para con el Estado B como 

con el Estado C y ambos pueden ejercer el derecho individual 

a la legítima defensa, en cuyo caso se da la situación 

1, o bien, pueden ejercerlo concertadamente, esto es 

lo propiamente llamado "legítima defensa colectiva". 

La esencia de esta posición es que los participantes 

basan su acción en una violación de sus propios derechos 

o ínter.eses legnlmonte protegidos. 

3. El Estado A viola los intereses legalmente 

protegidos del Estado B, solamente B ejerce su derecho 

a legítima defensa y C se une en una acción "colectiva". 

Esto está en la naturaleza ele unn sanción y es ya un 

"deber" o "privilegio" de acuerdo a si el Derecho Internacio 

nal ha impuesto un deber de acción positiva o no. 

Analíticamente la distinción entre la situación 

2 y 3 es correcta, pero ella no hn aparecido nunca en 

la práctica de los Estados y no fue advertida por las 

delegaciones a la Conferencia de San Francisco. Respecto 

a la situación 2 se aplica el derecho a la legítima defensa 

en cualquier situación en la cual el Estado atacado y 

el Estado que va en su ayuda tienen alguna comunidad 

ele intereses en la que • el ataque a uno significa una 

amenaza parn el otro. (89) 

Brownlie sostiene que esta tesis tLene un conside~ 

rable interés, pero. no ha sido sostenida por la práctica 

de los Estados. Más aún, es tan vaga como carente de 

cualquier efecto restrictivo, ya que un nexo geográfico 

o político entre la víctima y el Estado que suministra 
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la ayuda sería suficiente ( 90) ; 

lo serían lazos naturales, 

(91). 

Bowett agrega 

económicos o 

que también 

estratégicos 

Existe un derecho co11suetudirn1 d.o, más precisamen­

te un poder de ayudar a un tercer Estado· el cual se ha 

vur.lto oh_irto clc- 1m u~o i.lrgír-imn de' l;i furi-z:1. 

derecho es llamado sanción, defensa colectiva o legítima 

defensa colectiva, aunque ninguno de los términos es 

realmente adecuado. Muchos juristas asumen la- existencia 

de tal derecho, entre ellos Kelsen, Becket y Stone, 

pero esto no permite una guerra justa, dado que la condición 

para dar ayuda legal es la existencia de un recurso ilegal 

a la fuerza. Y, porque la justificación de la acción 

es la defensa de un tercer Estado, la ayuda debería ser 

para ese propósito solamente y la unión de esfuerzos 

militares debería estar en consonancia con el requerimiento 

de proporcionalidad. (92) 

d. 3.) El ataque armado: La Corte Internacional 

de Justicia ha puesto de relieve este requerimiento respecto 

de la legítima defensa colectiva y ha sefialado que el 

ejercicio del derecho a la legítima defensa colectiva 

presupone que haya ocurrido un at.1r¡uc ;irmado; y es evidente 

qt1c' el l•:~;L:1clo vícli111.1, es ('I 111[1:: cli1-et:t:1111(•11l<' entc..,n1clo 

de los hechos, el cual está probablemente llamando la 

atención general sobre la 

que si el Estado víctima 

situación. Es también evidente 

desea 

en su ayuda en ejercicio de su 

que otro 

derecho a 

Estado venga 

la legítima 

defensa colectiva, normalrnentc hará una solicitud expresa 

al efecto. (93) 

M~s adelante agrega que mientras un ataque 

nnníldo rl11r·í.;1 01·Lgl'11 :1 u11 dt'rcclio .i l.cg{Li.111,1 clc[c11sa colecti­

va, el uso de una fuerza de m~nor grado de gravedad no 

puede producir ningún derecho a tomar ninguna contra 

medida colectiva envolviendo el uso de la fuerza. (94) 

En forma más específica la Corte consideró 

que respecto a la militarización ele Nicaragua la cual 
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se consideraa como excesiva, lo que es ta ría probando 

una intención agresiva respecto a otros Estados, considera­

ción que ha servido como fundamento a Estados Unidos 

para justificar sus actividades respecto a Nicaragua 

11111 n1:ilr:: :;,, di_jo, h:1hí:in ::icln ,-,,:1líz:id:1s <'ll lP¡;ftimri 

defensa·, que en el derecho internacional no haya reglas, 

las cuales podrían ser establecidns por un tratado y 

aceptadas por un Estado, por medio de las cuales el ' nivel 

de armamento de un Estado soberano pueda ser limitado, 

y este principio es válido para todos los Estados sin 

excepción. ( 95) 

El juez Schwebel en una opinión disidente conside­

ró y sos tuvo que la posición de la Corte era errónea, 

porque: a) un Estado no está necesaria y absolutamente 

confinado a responder en legítima defensa sólo si. es 

objeto de un ataque armado; b) un ataque armado .en cualquier 

caso no es sólo un movimiento de fuerzas armadas regulares 

a través de fronteras internacionales; no es sólo el 

. envío por un Estado A de bandas armadas a través de una 

frontera internacional para a tacar a un Estado B o para 

derrocar a su gobierno; c) los suministros a la insurgencia 

armada contra el gobierno de otro Es tac.lo, dan derecho 

a un Estado a buscar apoyo de otro para una acción de 

legítima defensa colectiva. (96) 

d.l~.) Importancia de la Legítima defensa colecti­

va: En un sis tema operante de seguridad colectiva la 

legítima defensa constituye una institución imprescindible, 

caracterizada por la provisionalidad, la proporcionalidad 

y la subsidiariedad. El Estado que se considera atacado 

ejerce ipso facto, sólo o con la ayuda de otros, una 

acción defensiva proporcionada a la naturaleza e intensidad 

del ataque, la pone de inmediato en conocimiento del 

órgano competente y persiste en ella hasta que éste tome 

las decisiones oportunas, a menos naturalmente ~ue antes 

de que ocurra tal cosa su resistencia termine o, por 

el contrario baste para detener y liquidar las consecuencias 

del ataque. (97) 



e) Derechos substantivos que pueden ser protegidos 

por la legítima defensa. 

iµ) 
,>'{j'V,fr ~ ~ La Comisión de Derecho Internacional afirma: _ J/ 

._,,C-
1 

_/ "la acción realizada en legítima defensa es la acción /¡' 
v por la cual un Estado se propone defender su integridad 

territorial o su independencia política contra un ataque 

violento: una acción que opone un uso "defensivo" de 

la fuerza armada con el objeto de impedir que tenga lugar 

una acción ilícita <le otro sujeto, que ésta tenga éxito". 

(98) 

La Comisión agrega que la "prohibición actualmente 

incuestionable, pues ta a todos los l~s tados ele realizar 

cualquier ataque violento contra la integridad territorial 

o la independencia política de otro Estado representa 

por sí sola, la premisa a la vez necesaria y suficiente 

para que la noción de legítima defensa quede plenamente 

incorporada en el orden jurídico internacional." (99) 

e. 1.) El derecho a la integridad territorial: 

Es en defensa del territorio que el derecho a la legítima 

defensa está más claramente invocado, sin embargo, en 

la Carta de las Naciones Unidas la garantía de la integridad 

territorial es omitida, a diferencia de lo que sucedía 

en el artículo 10 del Convenio de la Liga, el derecho 

a la integridad territorial se funda en el artículo 2 

( 4). Por ello, se ha establecido como axiomático que 

el derecho a la integridad territorial fue el derecho 

por excelencia que podría ser protegido por el derecho 

ha puesto la atención en el derecho a la independencia 

política y a la necesidad de protegerla contra las activida­

des subversivas. (100) 

A la pregunta de qué se entiende por integridad 

territorial, Pompe señala que: "la integridad territorial 

está lejos de ser una noción sin complicaciones" ( 101);, 

Bowett continúa explicando que no es un concepto idéntico 

a inviolabilidad territorial y puede apenas suponerse 



que un Estado tiene derecho a mantener sus fronteras 

inviolables en todas las circuns tanelas, ya que pueden 

concebirse situaciones en las cuales se justifica, prima 

facie, la acción de un Estado constitutiva de una violación 

de territorio de otro Estado, lo que es particularmente 

cuando un Estado que actúa en legítima defensa se ve 

forzado a actuar dentro del territorio de otro Estado. 

Todo ello ilustra el doble 

territorial: por una parte, 

aspecto de la 

es un derecho 

integridad 

que puede 

ser protegido por el derecho a la legítima defensa por 

parte de otro Estado. (102) 

En la práctica reciente los Estados árabes 

e Isn.1el h;in j11sti. ficmlo sus 

fuera del territorio sometido 

oprr:icioncs mult:i.1.é'lteral.es 

a su jurisdicción . como 

medidas de legítima defensa, lo mismo ha sucedido con 

Pakistán e India y Gran Bretaña y Francia que justificaron 

su intervención en Egipto en octubre de 1956, en base 

a la legítima defensa. La práctica de los Estados demuestra 

inv:,ri:ihlrmrntP q11P lo[~ l~:.;t:1clC1!; <f"" i lr•¡•,:1l111Pnt·1• 1·n111sgi-crlcn 

las fronteras de otro Estado buscan justificar su acción 

en base a la legítima defensa. Sin embargo, la ocupación 

es legal en caso ele consentimiento legalmente otorgado 

del soberano territorial para la presencia dentro de 

su territorio de tropas extranjeras. (103). 

e. 2.) El derecho a la independencia política: 

El artículo 2 (4) de la Carta liga el derecho a la integri­

dad territorial con el derecho a la independencia política, 

puesto que ambos comprometen la existencia del Estado. 

en principio una conducta delictual de un Estado que 

viola el derecho a la independencia política también 

viola el derecho a la integridad territorial. (104) 

P.Rl:C' rlC'rC'cho hn si.do clC'scri tn por Herscy tomando 

a Oppenheim, como el derecho "a establecer, mantener 

o cambiar su constitución, su forma de gobierno y -elegir 

su gobierno ..... a negociar y concluir tratados y alianzas:. 

y mantener intercambio diplomático con otros miembros 

de la comunidad internacional". Este derecho incluye 



- 43 -

tanto la soberanía interna como externa, las que se tratarán 

en detalle más adelante. (105) 

e. 3.) El deber de no intervención en relación 

a es tos derechos y la legítima defensa: Es te punto sólo 

versará respecto al deber de no intervención referido 

a la legítima defensa, ya que un análisis más profundo 

de él se realizará en la segunda parte de este capítulo. 

En 17 58, Vattel formula el deber de no interven­

ción como una redeclaración del derecho a la independencia, 

pero en un sentido negativo. Por ello, si la intervención 

es interpretada estrictamente como una interferencia 

dictatorial en el sentido de una acción encaminada a 

la denegación de la independencia política del Estado, 

el deber de no intervención resulta también comprensivo 

de la obligación contenida en el artículo 

Carta de la ONU referida a la prohibición del 

de la fuerza contra la independencia del 

2 ( 4) de la 

uso o amenaza 

Estado. De 

esto c¡uecln cl.:11·0 CJll<' 11n Estndo no clf'hc orgnni ;rnr expccl-i.c 1.o­

nes ho8 t llcs, clent 1~0 ele su terr.l tor .lo y di r lgidas contra 

otro Estado. (106) 

Ahora bien, el derecho a 

va a operar como forma de protección 

integridad territorial y el derecho 

la legítima defensa 

del derecho a la 

a la independencia 

política, como consecuencia de una 

del deber de no intervención en los 

infracción previa 

asuntos de otros 

Estados, ya que hay que tener presente que ni el deber 

de no intervención ni los otros derechos son absolutos, 

la relatividad del derecho es patente cuando se demuestra 

que hay . base de justificación para la intervención. 
Al respecto Stowell ( 107), dice que: "no hay .un derecho 

absoluto ni perfecto, pero todos los derechos están declara­

dos con el debido respeto a la preservación de la independe!!_ 

cia, seguridad y propiedad de los Estados vecinos." 

Sin embargo, en lo que respecta al derecho 

a la independencia la limitación más importante es el 
derecho de intervención asumido por el Consejo de Seguridad 
en interés general de la comunidad internacional .como 
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un todo. El derecho a la índependencia política es normal-

_.mente nsegun1clo n los l~stnclo~; por el. nrtículo 2 (7) de 

la Carta en relación con el capítulo VII, lo que significa 

que el derecho a la independencia política de un Estado 

está condicionado a no constituir una "amenaza a la paz", 

una "infrncción de ln p:1z 11 o "un l!cto de ugr.csl6n" dentro 

de los términos del artículo 39 de la Carta. Otra limita-

ción al derecho de un Estado a la independencia política 

es el derecho a la legítima defensa concedido a los demás 

Estados. En esta situación la limitación al derecho 

a la legítima defensa está sujeta a las mismas condiciones 

que gobiernan todo ejercicio del derecho a la legítima 

defensa general, por lo que el peligro debe ser inmediato, 

no debe existir ningún medio de protección alternativo 

disponible y las medidas tornadas deben ser proporcionales 

al peligro resultante de la infracción de un deber por 

parte de otro Estado, por lo que contra un legítimo derecho 

a legítima defensa no puede haber un derecho a legítima 

defensa. Sin embargo, si se ha producido una infracción 

contra la "independencia política de un Estado contraria 

a ·derecho, por no tratarse de una de aquellas situaciones 

justificables segan el Derecho Internacional y haberse 

por consiguiente infringido un deber establecido de no 

interveniT, entonces el Estado tiene claramente derecho 

a usar de la legítima defensa en protección de su independe~ 

cía política. En todo caso las medidas de legítima defen1-

sa permisibles están sujetas a las condiciones que gobiernan 

el derecho a la legítima defensa general y de particular 

relevancia es aquí la condición de proporcionalidad entre 

la acción delictual • y la legítima defensa. Significaría, 

por lo tanto, que si el delito envuelve el uso o la amenaza 

de la fuerza contra la independencia política de un 

Estado, será permisible el uso o la amenaza de_ la fuerza­

en cantidad proporcional, en legítima defensa. Naturalmen­

te la presunción de legalidad es más fuerte cuando el 

Estado que se defiende confina el uso de la fuerza o 

su amenaza a su propio territorio, pero más allá del 

propio territorio y dentro del territorio de otro Estado, 

ésta bien puede ser permisible si ningún otro medio de 

protección se encuentra disponible. Pero si la conducta 



- 45 -

cJcl Estudu delincuente no envuelve el uso o la amenaza 

de la fuerza, el requerimiento de proporcionalidad no 

permite el uso o la amenaza de la fuerza. El Estado 

que se defiende tendrá que recurrir a otros medios de 

protección. (108) 

B. La Carta de la Organizaci6n de Estados Americanqs. 

1. La prohibición de usar la fuerza en la Carta. 

La Carta de la OEA establece en su artículo 

primero: "Los Estados Americanos consagran en . es ta Carta 

la organización internacional que han desarrollado para 

lograr un orden de paz y justicia, fomentar su solidar.ic;lad, 

robustecer su colaboración y defender su soberaní9-, su 

integridad territorial y su independencia; dentro de 

las Naciones Unidas, la Organización de Estados Americanos 

constituye un organismo regional". De esta forma se 

señalan los objetivos y la Organización al mismo tiempo 

se reconoce parte del sistema de Naciones Unidas. 

Por su parte el artículo 2 consagra los propósitos 

esenciales con el fin de "realizar los principios en 

que se funda y cumplir sus oblignci.ones regionales de 

acuerdo con la Carta ele las Naciones Unidas", entre esos 

propósitos se cuentan el de afianzar la paz y la seguridad 

del continente; prevenir las posibles causas de dificultades 

y asegurar la solución pacífica de las controversias 

que surjan entre los Estados miembros y procurar la solución 

de los problemas políticos, jurídicos y economicos que 

se susciten entre ellos. En este artículo ya se puede 

apreciar un rechazo al recurso de la fuerza al tener 

entre sus propósitos esenciales el asegurar la solución 

pacífica de las controversias, lo que se ve reforzado 

por el artículo 3 que dispone que: "Los Estados americanos 

reafirman los siguientes principios: p,) las controversias 
dt• l'/11"/Ít•I ,•1· 11111'1'11111' 11111.'I 1 1(111· ~ 11 111 l' ( ( I' 11 l!lll 1·~ do11 

o más Estados Americanos deben ser resueltas por procedimie~ 

tos pacíficos", y en el artículo 23 que deben ser sometidas 
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a procedimientos pacíficos todas las controversias surgidas 

entre Estados Americanos, enumerando posteriormente el 

artículo 24 los medios pacíficos: negociación directa, 

buenos oficios, la mediación, la investigación y la concilia 
ción, el procedimiento judicial, la investigación y la 

conciliación, el procedimiento judicial, el arbitraje 

y especialmente los que acuerden las partes en cualquier 

momento. 

El rechazo categórico al uso de la fuerza se 

encuentra establecido en el artículo 21, el que dispone; 

"Los Estados Americanos se obligan en sus relaciones 

internacionales a no recurrir al uso de la fuerza, salvo 

el caso de la legítima defensa, de conformidad con los 

tratados vigentes o en cumplimiento de dichos tratados." 

En este artículo se consagra al mismo tiempo la excepción 

a la prohibición la cual está constituída por· la legítima 

defensa. 

El artículo 22 dispone: "Las medidas que, de 

acuerdo a los tratados vigentes, se adopten para el manteni­

miento de la paz y la seguridad, no constituyen una viola­

ción de los principios enunciados en los artículos 1'8 

y 20." 

¡;:nr·nn /1 !111 VPZ Pnl·nhlf'("('ll lo !:[g11[,•11lc•: 

Artículo 18: "Ningún Estado o grupo de Estados 

tiene derecho a intervenir directa o indirectamente; 

y sea cual fuere el motivo, en l_os asuntos internos o 

externos de cualquier otro. El principio anterior excluye 

no solamente la fuerza armada, sino también cualquier 

otra forma de injerencia o de tendencia atentatoria , de 

la personalidad del Estado, de los elementos políticos, 

económicos y culturales que lo constituyen." 

Artículo 20: "El territorio de un Estado es 

inviolable; no pued~ ser objeto de ocupación militar 

ni de otras medidas de fuerza tomadas por otro Estado, 

directa o indirectamente, cualquiera fuere el motivo, 
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territoriales o las ventajas especiales que se obtengan 

por la fuerza o por cualquier otro medio de coacción." 

Corno se puede observar, también en estas disposi­

ciones hay un rechazo al uso de la fuerza ar.macla u otro 

tipo de fuerza, ya sea cual fuere el motivo para usar 

de ella y aunque la misma tenga carácter transitorio. 

2. Aplicación de la Carta al caso de la República Dominica­

na. ( 196 5) 

Se cita en especial este casó dentro de la 

práctica de la OEA, debido a las similitudes que presenta 

con el caso objeto de anilisis en cstn memoria. 

Este cnso tuvo lugar en 1965, 6poca en que 

la política de Estados Unidos estaba destinada a asegurarse 

que otras Cubas no fueran establecidas nuevamente en 

América Latina; es to se demostró en República Dominicana 

en 1965. En dicho país se había producido un levantamiento 

y se proclamó como objeto restituir al poder al presidente 

constitucionalmente elegido Juan Bosch, quien había sido 

derrocado mediante un golpe de estado dos años antes. 

Aun cuando todavía se dudaba de los resultados, el presiden 

te de los Estados Unidos, Lyndon B. Johnson, envió fuerzas 

americanas con el objeto de asegurar las vidas de los 

ciudadanos norteamericanos y otros nacionales extranjeros, 

alegando una solicitud de asistencia de las "autoridades 

militares" de la capital dominicana, pero pronto se reveló 

su principal motivo: impedí r que un comunista controlara 

el país, circunstancia que hace que la intervención sea 

una clara violación a la Carta de la OEA. No obstante 

ello, Estados Unidos se volvió a la OEA para multilaterali­

zar su intervención por el establecimiento de una fuerza 

interamericana de paz. (109) 

La argumentación americana 

agresión comunista amenazaba la paz 

hemisf erío. Esto fue llevado a la 

se basó en que una 

y la seguridad del 

OEA para una reunión 
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de consulta; en esa ocasión la acción fue criticada, com0 

"diplomacia cañonera". El embajador de los Estados Unidos, 

Ellsworth Bunker, hizo hincapié en que la acción militar 

no fue vlol.:.1to1:-1.n de· ln C::irtn ele• I :1 01•:A, desde ()LIC no 

fue una intrusión en los asuntos clomés tices del Estado; 

afirmó además que los Estados Unidos cumplió con su deber 

humanitario de salvar las vidas puestas en peligro debido 

a la ausencia de autoridad en el país. (110) 

En el Consejo de Seguridad de las Naciones 

Unidas, Estados Unidos en respuesta a la crítica de que 

había actuado apresuradamente, sostuvo igualmente que 

una rápida decisión debió ser tomncl,1, porc¡uc lns vidas 

estaban en peligro. (111) 

Sin embargo, la acción militar fue iniciada 

para prevenir la creación de otra Cuba; al respecto se 

señaló que tres organizaciones comunistas de la República 

Dominicana recibían entrenamiento y fondos desde el extranj~ 

ro, que hubo grupos en Cuba responsables de intentar 

revoluciones armadas. Estas organizaciones se unieron 

en la revuelta de 1965, aportando sus .propias fuerzas 

paramilitares para incrementar el desorden, y ganar pie 

e influencia a los líderes democráticos. (112) 

Por su parte, el presidente Johnson justificó 

la acción militar bajo los principios del sistema americano. 

Reconoció que bajo los artículos 18 y 20 ele la Carta 

de la OEA, otros Estados miembros no podían generalmente 

intervenir en los asuntos internos de un Estado miembro, 

sin embargo, ellos debían intervenir cuando una revolución 

buscaba establecer una dictadura comunista. En resumen 

afirmó que Estados Unidos quería preservar las instituciones 

democráticas de la República Dominicana y en la creencia 

de las circunstancias necesitaban una rápida acción, 

Estados Unidos envió temporalmente tropas has ta que la 

OEA decidiera las medidas a ser tomadas. (113). 

La OEA aprobó la acción y formó una fuerza 
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armadi interamericana, la cual reemplaz6 a las tropas 

americanas bajo las disposiciones de defensa colectiva 

del tratado de Río. Después de es to, un comí té mediador 

de la OEA negoció con las fracciones políticamente opuestas 

para establecer un i:;obicrno provisional, el cual sería 

responsable del país hasta que lns elecciones pudieran 

realizarse bajo los auspicios de la OEA. (114) 

3. La Carta de la OEA en relación con la Carta de la ONU 

El artículo 52 ele la Carta ele las Naciones 

Unidas permite a los cuerpos regionales tales como la 

OEA mantener la paz y la seguridad del hemisferio, dentro 

de los propósitos y principios de las Naciones Urüdas. 

Por su parte, la OEA trabaja para resol ver las disputas 

locales a través de procedimientos pacíficos antes de 

remitir el asunto al Consejo de Seguridad de las Naciones 

Unidas, pero la OEA debe obtener la autorizac·ión del 

Consejo de Seguridad antes de tomar cualquier acción 

compulsiva. 

La Carta de la OEA, en su artículo 20, prohibe 

cualquier forma de intrusión en los asuntos de un Estado 

hermano, especialmente la amenaza o el uso de la fu~rza 

armada, incluso se prohibe la ocupación militar temporal 

de un Estado. 

Aunque bajo la Carta ele las Naciones Unidas, 

la OEA debe hacer todos los es [uerzos necesarios para 

obtener el arreglo pacífico de las d Lsputas, el uso de 

la fuerza armada es permitido bajo circunstancias limitadas. 

Si una nación es atacada, el artículo 51 de la Carta 

de las Naciones Unidas reconoce el derecho inherente 

a la legítima defensa, individual o colectiva, -hasta 

que el Consejo de Seguridad haya tomado las medidas. para 

mantener la paz internacional y la ser,uriclad. Por su 

parte, la Carta de la OEA en los artículos 21 y 27 también 

reconoce este derecho. Pero ha jo lél CArta de las Naciones 

Unidas el Estado víctima debe notificar al Consejo de 

Seguridad su intención de defenderse. Por otra parte, 
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el artículo 28 de la Carta ele la OEA, establece tres 

situaciones en las cuales los Estados miembros, en fomento 

de la solidaridad o la legítima defensa colectiva podrían 

aplicar las medidas o procedimientos estab~ecidos por 

un tratado especial, este sería el caso del tratado de 

Río. Las tres situaciones a que hace referencia dicho 

artículo son: 

1. Un ataque armado 

2. Un acto de agresión que no constituya ataque 

armado. 
3. Cualquier situación que pueda poner en peligro 

la paz hemisférica. 

C. Otras Excepciones al Principio. 

Respecto a es te punto Remiro Brot·ons s:eñala 

que la justificación de otros empleos de la fuerza armada 

se han buscado no por la vía del ensanchamiento de la 

noción de legítima defensa, sino a través de la explotación 

de la propia prohibición del uso de la fuerza, la cual 

hace referencia al uso de la fuerza contra la integridad 

territorial o la independencia política ele cualquier 

otro Estado o en cualquier otra forma incompatible con 

los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

Si se entiende que la paz y la seguridad internacionales 

requieren para realizarse, de la paz y la justicia (los 

que para algunos son hoy menciones demagógicas), es obvio 

que en la sociedad internacional con escasos recursos 

institucionales, el uso de la fuerza por los Estados 

no es incompatible, en ciertos casos con este propósito. 

La satisfacción mediante l:i [ucrzél clcsccntralizada de 

propósitos como la protección de los derechos humanos 

o la punición de violaciones muy graves a normas imperativas 

de derecho internacional se transforman en actos de interven 

ción. Dividida la prohibición de recurrir a la fuerza 

desde un punto de vista sociológico y ante la imposibilidad 

de aislarla del contexto histórico en que actúa, el recurso 

a la fuerza aparece en ciertas circunstancias, como ''razona­

ble" a la luz de un análisis jurídico del comportamiento 
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1. La protección de los nacionales. 

a) Práctica de los Estados anterior a 1920: 

Los juristas del siglo 19 consideraron 

de la fuerza para proteger la vida y la 

legal el uso 

propiedad de 

los nacionales, lo cual podía ser considerado como ejercicio 

del derecho de auto preservación, de legítima· defensa, 

intervención o como una de muchas justificaciones de 

como una acción justificada en t~rrninos de necesidad. 

La teoría parece ser entonces, que los nacionales son 

una extensión del Estado mismo, una parte vital del ~errito­

r.io del Estado y que la razón de ser del Estado es la 

protección de sus nacionales. (116) Este derecho operaría 

si el ataque a los nacionales emana de un Estado extranjero 

o de un grupo r¡11r se cnc11rnl~1-:1 ÍtH'i-n dr 1..i 

del tcrr itorio del l!:s tac.lo que se de[ lende, 

necesarias pueden ser tomadas en ejercicio 

a la legítima defensa reconocido por el Derecho 

nal, con lo que se le es ta ría considerando 

juri.sd.icción 

las medidas 

del derecho 

Internacio-

una forma 

de legítima defensa. Es te derecho tendría 

la protección diplomática o presentación 

lugar donde 

ele reclamos 

en favor de los nacionales ha fracasado o es inadecuada 

para prevenir el peligro inmediato para la vida y la 

propiedad de sus nacionales que de otro modo sería irremedia 

ble; en ocasiones como esas los Estados han recurrido 

a la amenaza o al uso <le la fuerza como medio de protección. 

En estos casos la acción envuelve, prima facie, una 

violación de la independencia y de la integridad territorial 

del Estado y debido a que esta acción conlleva una deroga­

ción de la soberanía territorial de otro Estado debe 

ser necesariamente excepcional en su carácter y limitada 

a esos casos en que ningún otro medio de protección se 

encuentra disponible. Hay que considerar también que, 

en la mayoría de los casos, el derecho del Estado protector 

se origina por una infracción al deber impuesto por el 
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Derecho Internacional al Estado en contra del cual se 

dirige la acción de usar 

sal va guardia de la vida y 

dentro de su terri tor.i.o. 

la "diligencia debida" en la 

la propiedad de los extranjeros 

En estns situaciones hay una 

estrecha relación entre las nociones de responsabilidad 

del Estado y la protección de dichos nacionales y su 

propiedad. (117) 

La pr.lic.: ticn es ta tal clcmucs t n1 que la intervención 

por las fuerzas armadas para proteger nacionales fue 

de común ocurrencia en el período anterior a 1914, Mil ton 

Offut ( 118) reeistra por lo menos 70 ocasiones en las 

cuales las fuerzas americanas fueron empleadas para ello 

entre 1813 y 1927. Esta justificación fue esgrimida 

por el presidente Me Kinley respecto de la intervención 

americana en Cuba de 1898. Lo mismo sucedió con el estalli­

do de los boxer en China en 1900 que permitió una interven­

ción colectiva en el norte de China, en dicha ocasión 

el Secretario de Estado Hay, en un telegrama al embajador 

de Estados Unidos, fechado el 3 de Julio . de 1900, expresó 

que su gobierno estaba preparando el uso de la fuerza 

necesaria para proteger la vida y la propiedad de· los 

americanos en China. ( 119) . El mismo día el Embajador 

francés de asuntos exteriores, Delcarré, en un discurso 

en la C.-ímnrn de Dirut::,dos se 1-c rL r i.ó :i l ele her de Francia 

"de proteger a sus ciudadanos" ( 120). Las razones dadas 

para la intervención americana-japonesa en el este de 

Siberia en 1917 incluye la protección de extranJeros, 

medidas de guerra contra los alemanes y la protección 

del material de guerra de Vladivostock. (121) 

A juicio de Brownlie, ( 122) lo característico 

de esas y otras intervenciones, es la protección de la 

vida de sus nacionales y de su propiedad y constituye 

una de lns muchns justificaciones ofrecidas y las justifica­

ciones son enmarcadas tan ampliamente que su contenido 

legal es obscurecido por las consideraciones de política 

nacional. Así, el presidente Me Kinley en su excusa 

para intervenir en Cuba en 1898 se refirió también a 

"las causas de humanidad" y a la "necesidad de poner 
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fin a las barbaries .... ahora existentes allí''· La interven 
ción americana y la ocupn ción ele fln l t f. en 1915 fue una 

afirmación ele un protectorado y de un prolongado cercenamien 

to de ln sohcrnnín, en que ln protccc i ón de los extranjeros 

no fue la única ni la principal razón para la ocupación. 

(123) Algunas de las intervenciones tuvieron como 

propósito no la protección de nacionales de un peligro 

inminente, sino el establecimiento de garantías . para 

el futuro, por un cambio de gobierno del Estado en cuestión. 

Este fue el objeto de la intcrvcnci6n llevada a • cabo 

por Gran Bretaña, Francia y 

con una convención firmada 

España 

el 31 

en México de acuerdo 

de octubre de 1861. 

Algunas 

términos 

de 

de 

las intervenciones 

protección a sus 

aunque -justificadas 

nacionales, tuvieron 

en 

el 

carácter de represalias, como poi'.' ejemplo, el bombardeo 

de Greytown por veleros de guerra norteamericanos en 

1853 y la ocupación británica de Corinto en Nicaragua 

en 1895. El bloqueo británico a Grecia en 1850 difícilmente 

puede ser aceptado como una instancia de protección a 

sus nacionales. (124) 

b) Práctica de los Estados posterior a 1920: 

Esta muestra que las ocasiones en que se ha llevado 

a cabo el derecho de intervención han sido comparativamente 

pocas, pero su número total está lejos de ser insignifican­

te. Sin embargo, el número de Estados que han afirmado 

la existencia de este derecho, en el reciente período, 

es pequeño y en ellos se incluyen el Reino Unido, Estados 

Unidos, Japón, Francia y Bélgica. (125) De gran importancia 

respecto a la existencia de este derecho resulta el arbitra-

je entre Gran Bretaña y España de 1925, referido a las 

reclamaciones españolas en Marruecos, • en esa ocasión 

el juez Huber señaló que: "Sin embargo, no puede negarse 

que el interés de un Estado en ejercer la protección 
~;nhrc nus nnc i.01111 f.c,1; y su pn>p i t•d:td ¡>11t•clc p.1!;,1 t~ por sobre 

la soberanía territorial, a pesar ele la ausencia de cual-. 
quier estipulación convencional. Este derecho de interven-

ción ha sido reclamado por todos los Estados; y sólo 

se disputan sus limites. (126) 
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En Derecho Internacional Moderno, comprendiéndose 

en él el Convenio de la Liga de las Naciones y el Pacto 

Briand-Kellog consideraron ilegal esta forma de intervención 

y actualmente la Carta de las Naciones Unidas en su artículo 

2 ( 4) y sus exccpc iones de los artículos 39 y 51 prohíben 

éstas y otras formas de intervención. Sólo una minoría. 

de los Estados'ha continuado afirmando su legalidad. 

Esta forma de intervención mediante el uso 

de la fuerza envuelve dos enfoques: 

1. La limitación en el uso de la fuerza estableci­

da por el Pacto Briancl-Kellogg y la Carta de las Naciones 

Unidas está sujeta al derecho consuetudinario de un 

temprano del cual derecho de intervención es una 

Este enfoque envuelve una dudosa interpretación 

período 

parte. 

de los 

lnstrumcntos relr.vnntes, n juicio ele• Bn,wnlic, lo que 

además involucra una [alta de consideración al principio 

de efectividad. Esta interpretación envuelve un argumento 

insustancial que de algún modo separa este derecho particu­

lar de intervención ( en protección de los nacionales), 

del amorfo derecho consuetudinario y de la doctrina del 

siglo 19 sobre necesidad, intervención y autopreserv~ción. 

(127). 

2. Un segundo enfoque sostenido por Bowett 

y Waldock y utilizado por la Secretaría de Asuntos Exterio­

res británica el 31 de octubre de 1956 y por el Lord 

Canciller el 1 de Noviembre, considera que tanto el Pacto 

de Briand-Kellogg como la Carta de las Naciones Unidas 

reservan el derecho a la legítima defensa, por lo tanto, 

el contenido del derecho a la legítima defensa, debe 

-ser determinado por referencia al derecho consuetudinario. 

Es ta referencia puede ser arbitraria debido a que, como 

se ha demostrado, el derecho consuetudinario considera 

equivalente la legítima defensa con la autopreservación 

y autoproteccióri. Es tos conceptos cubren el más amplio 

rango de pretextos para recurrir a la fuerza. Sin embargo, 

en orden a poner restricciones razonables al término 

legítima defensa en derecho consuetudinario, son importantes 
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los principios sostenidos por Webster en el incidente 

del Can>ll11a, <..:on II l.gu1Hl!i llludl[lelll.: 101wu. ( 128) 

Bowett considera que las condiciones de proceden­

cia para la protección de los nacionales son: 

a. Nacionalidad: constituye la condición normal 

que permite la protección por el Estado. Es la lealtad 

de la persona protegida para con el Estado protector; 

esta correlación de protección y lealtad han sido bastante 

exactos para que un Estado rehuse la protección donde 

esta lealtad se ha roto por la existencia de lealtad 

hacia otro Estado. En ausencia de esta condición es 

difícil ver como este acto de protección pueda quedar 

comprendido dentro del concepto de legítima defensa. 

Lo anterior no significa que un Estado pueda brindar 

protección a otras personas que no sean sus nacionales, 

tal derecho puede otorgarse por un tratado o por un Estado 

del cual esas personas sean nacionales o por un principio. 

de intervención humanitaria. Dada la nacionalidad de 

un sujeto, se supone por lo general, que el Estado no 

tiene solamente el derecho, sino tambi~n el deber de 

brindarle su protección. 

b. Peligro inminente para la vida o la propiedad 

de los nacionales. 

Waldock, por su parte, considera las siguientes 

condiciones ele pr-ocedcnci:i para la protección: 

l. Unn n1110n:1zn i.nmincnte o clnfio pnrn los naciona-

les; 

2. Fracaso o inhabilidad por parte del soberano 

territorial para protegerlos. 

3. Las medidas de protección deben estar estricta­

mente referidas al objeto de protegerlos contra el daño. 

Waldock manifiesta que si el derecho existiese 

en estas condiciones sería admirable, pero no se ha encentra 

.do en la práctica de los Estados o en los trabajos de 

los juristas del. siglo 19. 
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Brownlie (129) sostiene que del análisis de 

los casos de intervención se puede élfirmar r¡ue de las 

condiciones establecidas por Waldock, .no fue considerada 

la tercera, es decir, que las medidas de protección debían 

estar estrictamente referidas al objeto de protegerlos 

contra el daño, y en muchos casos el objeto fue garantizar 

la seguridad para una ocupación militar, aunque no hubiese 

habido amenaza inminente de daño para sus n'acionales. 

De la práctica de los Estados se pueden señalar 

los siguientes casos: la acción ita liana en el bombardeo 

de Corfú en 1923, la de Francia en el bombardeo de Damasco 

en 1925, las que se excluyen del concepto de legítima 

defensa y son una ilustración de una clase de represalia 

( lo mismo habría sucedido en la ocupación· d~ Vera Cruz 

por parte de Francia, Gran Bretaña y España); Bowett 

señala que todas es tas medidas tienen el carácter, al 

menos en intención, de una sanción por injuria ya sufrida 

y la esencia de la acción en legítima defensa es que 

no de castigo contra 

por estas pruebas es 

debería ser una medida de protección, 

una injuria actual o inminente; 

posible distinguir la legítima defensa en protección 

de represalias y de la de los nacionales de los medios 

intervención. (130) 

Por su par.te, Estados llnidos e jer.ci.ó este derecho 

en Nicaragua en 192 7; del mismo modo l.as fuerzas navales 

americanas se vieron envueltas en 37 choques distintos 

con tropas chinas. Las operaciones fueron intentadas 

para proteger nacionales de la contienda civil, en esas 

ocasiones las fuerzas británicas y japonesas actuaron 
; 

en conjunto con las americanas; las fuerzas británicas 

intervinieron para proteger la propiedad británica de 

Cantón, Swatoa. y Wanshien en septiembre de 1926 y en 

enero de 1927 infantes de marina desembarcaron en Hanl~ow 

para proteger concesiones británicas; en febrero de 1927 

el Reino Unido envió tropas a Sha.ngai para proteger naciona­

les británicos; en mayo de 192 7 tropas japonesas es tuvieron 

en acción en Tsientac. En todos los casos el ·gobierno 

ele Pekín protcst6. (131) 
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El punto de vista del gobierno de Estados Unidos 

de su derecho a intervenir, fue claramente expresado 

por el delegado americano a la Conferencia de la Habana 

de 1928, en esa ocasión expresó lo siguiente: "Qué hacemos 

nosotros cuando los gobiernos caen y las vidas de los 

ciu<ladanos americanos están en peligro?.... No estoy 

hablando de actos esporádicos de violencia o de alzamiento 

del populacho o de esos angustiosos incidentes que pueden 

ocurrir en cualquier país, sin embargo, bien administrado. 

Yo estoy hablando de ocasiones donde el gobierno mismo 

es incapaz de sus funciones por un tiempo, debido a las 

dificultades con las cuales se enfrenta y que son para 

él imposibles de superar. Ahora es un principio de Derecho 

Internacional que en tales casos un gobierno está plenamente 

justificado para tomar acciones -lo llamaría interposición 

de caracter temporal- para c.L propósito de proteger. la 

vida y la propiedad de sus nacionales. Podría decir 

que es to no es intervención. . . . por su pues to los Estados 

Unidos no puede privarse de su derecho a proteger a sus 

ciudadanos." ( 132) A pesar de ello, Estados Unidos se 

vió obligado a modificar 

ción de Montevideo sobre 

en 1933, con una reserva 

nal relativo a la no 

su actitud, 

derechos y 

ambigua; y 

primero en la 

deberes de los 
' en el Protocolo 

intervención acordado en 

Aires en 1936 en que no hubo reservas. (133) 

Conven­

Estados 

adicio-

Buenos 

Recientes ejemplos de uso de la fuerza corno 

vía de protección <le la vida y la propiedad de los naciona­

les, se encuentran en las reclamaciones de los Estados 

Ar abes e Israel para justificar operaciones mili tares 

fuera del territorio sujeto a su jurisdicción. (134) 

Brownlie ( 135) en un juicio crítico a lo que 

significa la institución en Derecho Internacional y sus 

consecuencias prácticas, sostiene que ésta ha sobrevivido 

como un derecho particular de intervención y la opinión 

de que la protección de los nacionaies es un aspecto 

de la legítima defensa se rlebe a nn.i incertidumbre respecto 

a si el derecho es aplicado a la protección de la propiedad 

así como a la de los nacionales; algunos como Waldock 
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y Viscount Kilrnuir lo restringen sólo a la protección 

de la vida de los nacionales. En todo caso la realización 

de esta forma de intervención lleva problemas tanto prácti­

cos como legales, ya que muchas veces montar un ataque 

a un lugar de residencia y fuente de vida de un considerable 

número de nacionales significa crear una situación mucho 

más arriesgada que la que existía antes . de la operación. 

En la actualidad, un Estado así atacado estaría justificado 

si tratase a los extranjeros así "protegidos" como enemigos 

y su status legal podría sufrir. En este tipo de casos, 

un desembarco puede crear una situación de peligro mayor 

y podría crear una infracción grave a la paz y poner 

incluso en peligro a terceros Estados, sin embargo, es to 

no se suscitaría si los nacionales fueran objeto de atrocida 

des autorizadas por el soberano territorial. Lo anterior 

indica que el derecho de intervención está ligado . a un 

concepto, el de nacionalidad, en que se asume que ·e-

xistiría un vínculo entre un Estado y el individuo . con 

anterioridad a los hechos, para considerarlo posteriormente 

como nacional. 

Por muchas razones se considera dudoso que 

la presente forma de intervención tenga alguna base en 

Derecho Internacional moderno: 

1. En las instancias en las cuales los Estados 

han querido ejercerlo y en los términos en los cuales 

se ha delimitado demuestra que ofrece numerosas oportunida­

des de abuso. 

2. En la actualidad la intervención forzada 

es ilegal, es ver.dad que la protección de nacionales 

presenta particulares dificultades y que un gobierno 

frente a una masacre deliberada ele sus nacionales tendría 

convincentes razones para actuar y estaría también bajo 

una gran presión política. Los posibles riesgos de denegar 

la legalidad de la acción en tales casos deberán ser 

pesado contra los daños más calculables que proporcionen 

pretextos legales. para la comisión de infracciones a 

la paz en persecución de intereses nacionales más que 

de intereses humanitarios. 
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2. Las intervenciones humanitarias. 

n) Definición: Este tipo cie intervención se 

define como una intervención por otros Estados en los 

asuntos de un Estado para asegurar que los derechos humanos 

de los habitantes no sean flagrantemente violados. (136) 

1,) l•:v,,!,wli',11 l1'!1l{11·l1·11: l,1,.1 1·•11·1·(1111·, .. , c·lf1nl1·1,r1, 

enln.! eJ.J.us Gr-ocJ.u en su uura IJe Ju1-e Belll ac; l'acls, 

establecieron en términos generales que la guerra para 

cnsti.gar ln injusticia y a los culpélblcs dr esos crímenes, 

era una guerra justa. Posteriormente, en el siglo 19, 

los publicistas admitieron que las intervenciones humanita­

rias existían y sostuvieron que un Estado que ha abusado 

de una soberanía por una brutal y excesiva crueldad en 

el tratamiento de qu1enes están dentro de su poder, qean 

nacionales o no, considerándose como responsable de la 

acción a cualquier Estado que ·estuviera preparado para 

intervenir. La acción fue así en su naturaleza una medida 

política y de la cual no podía resultar ningún otro cambio 

de soberanía. A juicio de Brownlie, esta doctrina fue 

intrínsecamente vaga y sus protagonistas le dieron variadas 

formas, algunos autores la restringieron a la acción 

para liberar a una nación oprimida por otra, otros considera 

ron que su objeto era poner fin a crímenes y matanzas, 

hubo quienes se refirieron a la tiranía y otros a la 

extrema crueldad, algunos a persecuciones religiosas 

y finalmente algunos confundieron el punto en disputa 

considerando como legal la intervención en caso de un 

gobierno débil o de desorden llevado a la anarquía. 

Debido a ello, esta doctrina estuvo abierta a abusos, 

dado que sólo los Estados poderosos podían emprender 

medidas políticas en Estados pequeños y cuando las operacio­

nes militares ernn justificadas como "intervenciones 

humanitarias" esto era una ele las muchas caracterizaciones 

ofrecidas y las circunstancias frecuentemente indicaron 

la presencia 

examen de la 

de motivos egoístas. Esto 

práctica de los Estados en 

explica 

relación 

que el 

a esta 

forma de intervención reviste dificultad, ya que es frecuen­

temente una justificación subsidiaria, para una intervención 



la cual es una expresión de una política nacional solamente. 

Más aún, los juristas han tendido a una clasificación 

ex post facto de las intervenciones que fueron justificadas, 

sin referencia a alguna doctrina específica de intervención 

humanitaria. (137) La práctica estatal justifica la 

conclusLón e.le qttc ni.ngún cnso genuino de lntervcnciún 

ha ocurrido, sólo con la posible excepción de la ocupación 

de Siria en 1860 y 1861 y con las excepciones proporcionadas 

por Alemania, la institución ha desaparecido de la práctica 

modcrnn ele Los f.stnclor,, seg(m lly<lc (13B). Sl.n embaq~o, 

para Karas durante el siglo 20 la doctrina sólo ha decaído 

en popularidad y la evidencia de ello podría observarse 

en la ausencia de intervenciones en la Alemania de Hitler, 

en la España de Franco y en la URSS de Stalin. ( 139) 

Brownlie considera que como un asunto de política legal 

e internacional, esto se ha desarrollado benéficamente, 

puesto que esta institución realzó las relaciones estatales 

y fue aplicada sólo contra Estados débiles; pertenece 

a una era de relaciones desiguales. (140) 

En la actualidad muchos autores i~noran las 

intervenciones humanitarias o expresamente deniegan la 

existencia de un derecho de intervención, entre ellos 

se encuentra Brierly en The Law of Nations y Gas trén 

en The Present Law of the War and Neutrality. (141) 

Sin embargo, otros han continuado afirmando la legalidad 

de la intervención humanitaria como Rousseau y Bowett, 

quienes sostienen a propósito de la legítima defensa 

aplicada a la protección de los nacionales, pero ésta 

quedará comprendida dentro del principio de intervención 

humanitaria. (142) Por su parte, Oppenheim estima que 

en virtud de la supremacía personal o territorial, el 

Estado puede tratar a sus nacionales de acuerdo a su 

criterio, pero existe una fuerte corriente de opinión 

y muchos precedentes de casos pr5cticos en favor de estable­

cer límites a aquel arbitrio y de considerar jurídicamente 

permisible una intervención en caso de crueldades con 

sus nacionales y persecuciones que desconozcan sus derechos 

fundamentales. (143) Esto 

el derecho a la soberanf.a es 

significa en definitiva que 

imperfecto, ya que se exige 



- 61 -

al Estado la mantención de ciertos standares mínimos 

de decencia y si ellos no se mantienen, los partidarios 

del mismo consideran que existe éll respecto un derecho 

largamente reconocido de intervención. (144) 

c) Posición de la Corte Internacional de Justicia. 

Esta re:cientemente en el caso ele Nicaragua dictaminó 

que: "En todo caso, mientras los Estados Unidos podría 

formarse su propia apreciación de la situación en relación 

al respeto de los derechos humanos en Nicaragua, el uso 

de la fuerza no podría ser método apropiado para controlar 

y asegurar tal respeto. (145) 

d) La Carta de las Naciones Unidas: Se· ,ha 

scílalado que la adopción del artículo 2 (4) precluye 

tales medidas de intervención, ya que este artículo prohibe 

la amenaza o el uso de la fuerza con la. sola excepción 

contcnid:i en rl .1rtíc11l o 51. q11r l)('nni l"c' 1111 derecho l.nhcrcntc 

a l.1 lcgf t l111c1 de Censa indi viduu .L o coi ce ti va. La interpret!!_ 

ción de ambos ha dado origen a un considerable debate 

y quienes han interpretado rígidamente estos artículos, 

argumentan que el derecho de intervención para proteger 

a sus nacionales es inconsistente con la Carta de las 

Naciones Unidas y los principios del derecho internacional 

moderno. Esta interpretación restrictiva es sostenida 

por un gran número de Estados del tercer mundo y de países 

en desarrollo que son los mis susceptibles de tales interve~ 

cienes. (:1.1~6) Sin emhnrgo, otn1 intcrpretnción del artículo 

2 (4) y del 51, sostenida por publicistas y muchos gobiernos 

occidentales consideran que el derecho a intervenir permane­

ce intacto dentro del sistema de la Carta de las Naciones 

Unidas, entre ellos están Walclock, Bowett, Morgenthau 

y Lillich. 

por dos tendencias: 

Esta prohibición ha sido sostenida 

una real is ta que arguye que el derecho 

a intervcn:i r se pcrmi. te en r1s1mtos l111m:1ni.t:1rios que cstár't 

en armonía con las medidas subyacentes de las Naciones 

Unidas, y la posición de la legítima defensa que se basa 

en la noción de legítima defensa de Vattel, en que la 

injuria a los ciudadanos es una injuria al Estado; Bowett 

insiste en que este concepto tradicional de legítima 
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defensa está incorporado en el derecho a la legítima 

defensa contenido cm el artículo 51. ( iz~s) Por su parte, 

Rrownlie considera que debe admitirse que la intervención 

humanitaria ha sido expresamente condenada por la Carta 

de las Naciones Unidas Y> que en realidad, tales institucio­

nes no consti.tui.r.ían un, recurso ;i la fuerza como un instru­

mento de política nacional, pero le parece extremadamente 

clt1dni-10 :;i "~:1·:1 f"onn:i clt' i11l1•1·vr•1wir'111 h:1 snlii-0.vl.vldo n 

la condena expresa <le la inte t:-Vl!m.:Lón, J.o cual ha ocurrido 

en tiempos recientes, o a la prohibición <le recurrir 

n la [ucrz;1 conteni.cln en ln C;11·L,1 ele l.éls N.:1cioncs Uniclns. 

(149) 

Jiménez de Aréchega afirma que: "las intervencio­

nes de car&cter humanitario se invocan a menudo corno 

ejemplo que justi.[i.c:rn el uso ele~ la [uerza c!n forma no 

incompatible con los propósitos de las Naciones tJnidas. 

En mi opinión, el objetivo humanitario en tal intervención 

no la convierte en legítima clef ensa; puede funcionar 

en casos concretos sqlo como una circunstancia atenuante 

que disminuya o aun elimine la responsabilidad internacional 

emergente de tal acto de intervención. La prueba de 

que tal intervención no constituye el ejercicio ele un 

"derecho i. nmanentc 11 es que si e 1 í~s tmJo se opone por 

la fuerza a esa intervención, no incurre en responsabilidad 

internacional alguna por las pérdidas o daños sufridos 

por el Estado interventor." (150) 

3. Apreciación. 

En relación al caso de Grenada, es tas excepciones 

deben considerarse por los objetivos planteados por el 

Gobierno de Es ta dos Unidos y el las son el de la evacuación 

de sus nacionales y otros, extranjeros, la restauración 

de la democracia y el respeto a los derechos humanos. 

En artículos especializados sobre el terna se 

hnn vertido las siguientes opiniones: 

a. Para Joyner ( 151) , la intervención en tiempos 
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recientes ha sido severamente restringida. En lo que 

a la situación real de Grenada se refiere, considera 

que la nutoriclt.1d se había roto y consecuentemente una 

genuina amenaza podría haber puesto en peligro la seguridad 

y el bienestar de los ciudadanos norteamericanos, pero 

que la vida de los nacionales norteamericanos • estuviese 

realmente en peligro por las condiciones políticas imperan­

tes puede ser debatible. La invasión en realidad, rescató 

a esos ciudadanos de una situación altamente inestable. 

Considera, que para ganar legitimidad este tipo de interven 

ción, ya sea en protección de los nacionales o para otros 

propósitos humanitarios debería ser severamente restringida 

en su aplicación. Más aún, el riesgo del grupo amenazado 

debe ser genuino, inminente y substancial. Por último, 

la operación militar llevada a cabo debió ser conducida 

como un propósito limitado de una misión de rescate y, 

no como un ataque formidable contra la estructura de 

autoridad del gobierno interno, las rígidas calificaciones 

son intencionales y no incidentales. Nuevamente la gran 

tentación reside aquí en el abuso -para vestirla • como 

una intervención en t~rminos humanitarios mientras era 

llevada a cabo por designios ideológicos o tácticos. 

Si consideraciones posteriores hicieron prevalecer los 

fines humanitarios en la jerarquía de los moti vos para 

la intervención en Grenada, entonces la legalidad de 

la participación de los Estados Unidos en la acción sería 

impugnada. 

b. Por su parte, Karas (152) señala que en 

Grenada, Estados Unidos sos tuvo r¡uc la intervención fue 

necesaria para garantizar la seguridad de los nacionales 

norteamericanos en una isla sumergida en la anarquía. 

Tanto la teoría real is ta sos tenida por Waldock y Lillich 

como la de la legí. ti.mri defcns:1 de Howctt se h..isan en 

ln cxiRtl'11cí.n de un:1 :imennzn i 11111i IH'nLc ele injuri.n a los 

nacionales del Estado interviniente, aunque los Estados 

Unidos ha sos tenido consistentemente que esa injuria 

existi6, la validez de esta premisa 110 sido cuestionada. 

Es muy probable que l. él verdadera extensión 
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del daño real existente previo a la invasión no pueda 

ser nunca conocido. La justificación de la intervención 
de los Estados Unidos en:Grenada tiene serios defectos que 

la hacen inconsistente con las dos teorías. Ambas sostienen 

que una intervención legal debe ser. limitada a la exigencia 

de evacuar a los nacionales amenazados. Estados Unidos 

ha sos tenido que los propósitos de la intervención no 

cr:111 sólo proteger. la seguridad de sus nacionnles, sino 

remediar un alegado vacío de autoridad en Grenada. 

En realidad, las fuerzas norteamericanas permane­

cieron en la isla durante largo tiempo después de que 

los nacionales fueron evacuados (N.Y. Times, Dec. 15, 
1983), este hecho demuestra que la justificación legal 

ele Es tndor, Un lclon pn rn ln i 11Le 1~ve11c 1. 611 en Grenada no 

podría estar sólo en la premisa de proteger a los nacionales 

en peligro. 

Por otra parte, considera 

humanitaria no fue invocada por 

que la intervención 

los . Estados Unidos. 

En el contexto de la invasión de Grcnadn, podría argumentar­

se que la acción fue motivada por una situación humanitaria 

hacia el pueblo de Grenada. Algunos problemas de hecho, 

como ln pr<•!:rncln co111·i1111rHl:1 1•11 l:1 l!:l:1 q,11, l111pl.clr- qut-

opere el derecho a protección e.le sus nacionales como 

justificación legal, podrían ser cubiertos ·por la necesidad 

de asegurar una efectiva unidad gubernamental que protegiera 

a los grenadinos. El derecho de recurrir n una interve~ción 

humanitaria está condicionado a la existencia de un estado 

de violaciones de "principios universalmente reconocidos 

de decencia y humanidad''. La doctrina esti dirigida 

a violaciones flagrantes y persistentes de principios 

de humanidad reconocidos", no ;i un ocasional abuso o 

caso de acción inhumana. Lauterpacht señala qúe un recono 

cimiento universalmente manifestado en la precaria doctrina 

de la intervención humnni ta ria en casos en los cuales 

un Estado maltrata sus sujetos de una manera que choca 

a la conciencia humana. (153) La muerte de Bishop resulta 

difícil de considerar como un hecho que choca con la 

conciencia de la humanidad ante excesos como los de la 



- 66 -

Apoya el objetivo democrático basándose en 

el supuesto peligro de que Grenada se convirtiera en 

otra Cuba, debido al número ele armamento que existía 

comparado con la situación de las demás islas del Caribe 

y la situación de otros países de latinoamérica. No 

señala fundamentos jurídicos. 

e. Nor.ton Moorc ( 156) , cons i.clc ra que la situación 

de Grenada es un paradigma de legalidad referido a la 

protección humanitaria ele sus nacionales y no nacionales 

o "intervención humanitaria", en conformidad con los 

artículos 2 (4) y 51 de la Carta de lns Naciones Unidas. 

Aunque ninguna solicitud es necesaria para 

que sea legal este tipo de intervención, en la per.specti va 

de la solicitud de asistencia del Gobernador General 

de Grenada no puede haber ninguna duda seria de que tal 

acción fue le3al. Se ha argüido que la acción fue innecesa­

ri.n clnrlas l;is ci1-cunstAnCié1s, pr•ro ninr;(m princi.pi.o ele 

clr,i-r.~cho f11Lc•rnncLrnwl n~qulcn• c·:q,e1~:1r lwstn que .l.t1 toma 

de rehenes o asesinatos masivos hagan inútiles tales 

acciones. 

De lo expuesto y en relación a la protección 

de los nacionales norteamericanos que se tradujo en la 

evacuación de Grenada mediante el desembarco de tropas 

norteamericanas a la isla, alegada como una de las principa-. 

les justificaciones para la acción norteamericana, hay 

que considerar que: 

1. Esta institución muy aplicada ·en el pasado, 

hoy en e.Ha es p11cstn en duda y no b.iy consenso de que 

este derecho haya permanecido intacto en la Carta de 

las Naciones Unidas. Sin embargo, Estados Unidos junto 

a otros países han afirmado la existencia de este derecho. 

2. Teniendo presente lo manifestado por el 

juez I-luber a propósito de las 

en Marrueco, es decir, que no puede 

de un Estado en proteger a sus 

reclamaciones españolas 

negarse que el interés 

nacionales puede pasar 
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por sobre la soberanía territorial de otro Estado y .que 

este derecho ha sido reclamado por todos los Estados, 

disputándose sólo sus límites, éste no puede negársele 

a Estados Unidos respecto de sus nacionales en Grenada. 

Actuando en conformidad con este derecho y atendido 

su interés general de proteger a sus nacionales pudo 

afectar la soberanía territorial de Grenada como resultado 

de sus acciones. Puede resultar discutible si los hechos 

eran de ta 1 magn:i. tud que diernn 1. ur;a r n recurrí r a es ta 

medida. 

3. De aceptar que Estados Unidos estaba autorizado 

según las circunstancias a hacer uso del derecho a proteger 

a sus nacionales, se h~ce necesario determinar si el 

ejercicio ele este derecho se mantuvo • dentro de los lími'tes 

generalmente reconocidos. Al respecto, 

que este derecho sería procedente cuando 

cliplomitica ha fracasado o resulta inadecuada 

el peligro; aplicado este principio a la 

se considera 

la protección 

para prevenir 

situación de 

aproximadamente 1.000 norteamericanos en la isla a la 

época de los hechos no resulta comprobado, pues to que 

no se realizó ninguna gestión d iplomfi tica previa. Dada 

la forma en que se estélban clesArrollc=mclo los hechos según 

los antecedentes disponibles, los ciudadanos norteamericanos 

no habían sufrido ningún tipo de hostigamiento por parte 

de las nuevas autoridades, por lo que no resulta de ninguna 

manera evidente que la protección diplomática resultase 

inmlecuacfa pélra prevenir el posible peligro en que se 

encontraban los ciudadanos norteamericanos. 

Importante es tener en cuenta al respecto lo 

expresado por Diéguez y Norton Moore, de que la prontitud 

de la acción evitó que se produjeran dafios a los nacionales, 

por lo que dicha acción sería legítima, puesto que introduce 

la pregunta de cuándo resultaría inadecuada la gestfón 

diplomática para prevenir, en este caso, el peligro en 

que se habrían encontrado los ciudadanos norteamericanos. 

4. Habiendo fracasado la vía diplomática surge 

la posibilidad de recurrir a la fuerza, corno medio de 
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protección ele los nacionales, pero concurriendo ciertos 

requisitos; de dichos requisitos se cumplió el que fueran 

los evacuados. En 

de un peligro inminente 

lo que 1respecta a . 

<le daño para ·la 

norteamericanos 

la existencia 

vida de los nacionales norteamericanos residentes en 

la isla. No resulta de ninguna manera bien establecido 

que sus vidas estuvieran enfrentadas a un peligro inminente, 

debido a los problemas políticos susci 1:nclos en Grenacla. 

De acuerdo a lns informaciones disponibles, ellos no 

fueron objeto de ataques por parte de las autoridades 

o pueblo de Grenada. El nuevo gobierno había ofrecido 

reiteradas garantías respecto a la seguridad de estos 

nacionales y de otros extranjeros, prometiendo la apertura 

del aeropuerto de Punta Salinas, ( el cual fue cerrado 

con posterioridad al derrocamiento de fü.shop), para . que 

quienes lo desearan pudieran hacer abanrlono de la isla. 

Sin embargo, los antecedentes respecto a su 

cumplimiento son contradictorios, ya que informaciones 

periodísticas señalan que esto habría sucedido, pero 

el gobierno de los Estados Unidos y el N. Y. Times afirman 

lo contrario. Mis aun, cabe hacer presente que el presiden­

te Reagan reconoció que sólo se quizo evitar que los 

ciudadanos norteamericanos fueran tomados como rehenes 

y se suscitara una situación similar a la ocurrida en 

la embajada norteamericana en Irán, lo que reviste la 

acción de un carácter prcventi vo de un hecho hipotético, 

poco acorde con la exigencia de un peligro de daño inminen­

te. 

Para que proceda es ta medí da, también se requiere 

que el soberano territorial haya fracasado en la salvaguar­

din de la vida ele los extrnnjcros en su territorio, lo 

que no parece haber ocurrido seg(m las informaciones 

de que se dispone, puesto que éstos no sufrieron daño 

por par.te del nuevo gobierno. f•~s méÍs, se hace necesario 

tener presente que los mismos beneficiados con esta medida, 

estaban divididos respecto a la necesidad de este rescate, 

de lo que se deduce que no se encontraban en una situación 

tnn npremiante. 
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Por último, se requiere que las medidas empleadas 

sean las estrictamente necesarias para proteger a los 

nacionales, ya que una acción de es te tipo 

una violación a la soberanía e independencia, 

constituye 

o sea debe 

tratarse de una medida des tinada a protegerlos del daño, 

que en el caso de Grenada debió reducirse al rescate 

de los norteamericanos y posterior abandono de la isla. 

Sin embargo, las fuerzas americanas permanecieron en 

la isla y según los datos entregados por el propio gobierno 

norteamericano, hasta el 1 de noviembre sus fuerzas aun 

permanecían en la isla y sólo se habían evacuado 599 

norteamericanos, lo que resulta contradictorio si se 

argumenta que la situaci6n de Sstos era apremiante y 

por ello tuvo lugar la acción. 

En relación al aspecto humanitario de la interven­

ción, es necesario señalar que: 

1. De aceptarse ésta, el ln tendría por objeto 

asegurar los derechos humanos cuando el soberano territorial 

en abuso de su soberanía los ha violado flagrantemente, 

pero no resulta bien establecido qué tipo de violaciones 

d,ix:í.::m lur;:1r :, stt c_jcrci.cio. 

2. Esto llevado a la situación ele Grenada hace 

surgir la duda de si la magnitud ele los hechos de Grenada 

darían lugar a este tipo de intervención, 

que fue muerto el primer ministro y 

ya que es cierto 

su gabinete y un 

número indeterminado de grenadinos, lo que constituyó 

sin lugar a duelas una violación a los derechos humanos 

y en especial del derecho a la vidn. 

Sin cmb:.1 rgo, si.tune Lones como estas son comunes 

dentro del acontecer político mundial, lo que si bien 

es cierto no las legitima, hace surgir la pregunta de 

por qué Estados Unidos no ha intervenido en todas ellas 

con el fin ele poner. término a los ntropcllos a los derechos 

humanos; es más, surge la pregunta de por qué Estados 

Unidos no intervino con anterioridad en Grenada, consideran-
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do que informes de Amnistía Internacional denuncian violacio 

nes sistemáticas a los derechos humanos durante el régimen 

de Bishop. Finalmente, cabe considerar 

de mucho mayor gravedad que el de Gr.enada, 

tampoco intervino. 

que en casos 

Estados Unidos 

En el caso de Grenada si bien es cierto, se 

dieron situaciones que conforme a la teoría de la interven­

ción humanitaria, podrían hacer justificable la acción 

de Estados Unidos, no fueron éstos los factores más decisi­

vos de la acción, sino factores de tipo político. 

3. La aceptación de es te derecho de .intervención, 

lleva a que los Estados más poderosos . se conviertan. en 

garantes 

pcr¡ucños, 

afectando 

respecto <le 

lo que coloca 

su poder de 

situaciones 

él estos en 

decidir 

imperantes 
.. 

en pa1.ses 

situaciones desmedradas, 

libremente sus asuntos 

internos y externos. Este se dio en gran medida en Grenada, 

mc<llante ln pcnnancncla de ~s tactos Unidos en la isla 

hasta mediados de diciembre de 1983. Dicha permanencia 

tuvo como finaliclacl el contrnlnr el proceso destinado 

a la realización de elecciones libres para el establecimien­

to de un nuevo gobierno. Ello afectó al mismo tiempo 

el derecho a la libre determinación. 

En la actualidad fü,tnclos Unidos ya 

en Grenada. 

no está 

l.~. Por (11. timo, de ncucnlo a lo expresado por 

la Corte Internacional de Justicia, el uso ele la fuerza 

no es un método apropiado para garantizar el respeto 

a los derechos humanos, lo que resulta ampliamente aplicable 

.1 Gr.cnncln como n cunlqui.cr ntrn si.tlrnción semejante. 

Al respecto, no hay que olvidar los esfuerzos realizados 

por la soci.ccfr1d i ntcrnc1cion;1l p:1r:1 crrc1clicnr. la fuerza 

c:11mo vt11 11<' lc,¡•,1·:11· rt11<•:,, c•11 l:1:; 1·1•l11c·l11111':, l11l1•n111c.l.on11lcH. 
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II. SOBERANIA 

A. Significado jurídico de la soberanía en derecho interna­

cional. 

1. Acepciones: 

en 

En este campo, la soberanía 

dos sentidos: corno atributo de un 

puede 

Estado 

ser usada 

junto con 

la independencia y la igualclacl, y a veces corno sinónimo 

de jurisdicción. ( 15 7) Es en su primera acepción que 

se tratará de delinear su signifi.caclo, pues guarda relación 

con el problema en cuestión. 

La soberanía como 1111 nt1-ibuto del'. Estado es 

un principio básico del derecho internacional que respóncle 

a la idea de función: la soberanía sería el conjunto 

de competencias atribuídas al Estado por el derecho-interna­

cional, ejercitables en un plano de independencia e igualdad 

respecto a otros Estados. ( 158) Ese conjunto de competen­

cias no son derechos, sino éltri.hntos reconocidos a los 
r•::;L:ido:; como pcrsonns .f.ntcriwc.:i.onalc~s y, por lo tanto, 

protegidos. Estos pueden agruparse bajo tres aspectos: 

el de la independencia, el territorial y el político 

o personal. (159) 

2. Soberanía absoluta: 

En base a los tres aspectos ya mencionados 

se ha llegado a definir la soberanía como "el poder supremo 

del Estado sobre su territorio y sus habitantes y la 

independencia de cualquier otro Estado''· (160) Sin embargo, 

la concepción de la soberanía absoluta es condenada y 

definitivamente rechazada como inconsistente con la existen­

ci.n del Derecho Internaciom1l como disciplina legal. 

( 161) Al respecto Alféiro comenta: "Estoy convencido 

de que las concepciones de esos derechos como absolutos 

( se refiere a los derechos del Estado) , y particularmente 

el de soberanía, es la razón por la que muchos autores 
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critican y rechazan la así 

los derechos fundamentales 

llnmacla "teoría clásica de 

ci e 1 Es ta el o 11 
• ( 16 2 ) I gua 1 

posición de rechazo manifiesta Schwarzemberger quien sos tiene 

que no podría afirmarse hoy en día que la Carta de las 

Naciones Unidas y el Derecho Internacional consuetudinario 

reconocen la soberanía absoluta. (163) Por ello la práctica 

y la doctrina internacionales reconocen sólo y exclusivamen­

te la soberanía relativa de los Es ta dos, es decir, la 

sobcraní.a 1.1.mltucia por lr.1s reglas del Derecho Internacional. 

La expresión "limitación a ln sobcrnní.a" sir,nifica estrict~ 

mente hablando, "limitación al ejercicio de la soberanía", 

ya que la substancia de la sohenmía permanece inalterada. 

(164) 

3. Atributos de la Soberanía: 

1.. La independencia o aspecto 

ciertos autores e qui vale a la soberanía. 

externo para 

Korowicz ( 165) 

afirma que soberanía 

implica soberanía. 

sobre su territorio 

significa independencia e independencia 

Un Es taclo privado del poder sup.remo 

y sus habitantes ipso jure no es 

independiente y viceversa. Los tribunales internacionales, 

así como muchos publicistas usan los términos soberanía 

e independencia como intercambia.bles, como significando 

una misma cosa. Una posición contraria es sostenida 

por Alfara (166), para quien independencia y soberanía 

no son conceptos idénticos; independencia expresa una 

idea negativa y soberanía una idea positiva, el atributo 

de la independencia implica un principio fundamental 

de no intervenci6n. El Estado por ser independiente 

tiene derecho a vivir libre de control externo y tener 

independencia respecto de los otros Estados; y por el 

hecho ele ser sohcnmo cli.sfrut,1 del "clominium" y ejerce 

el "imperium" sobre su territorio y sobre todas las personas 

o cosas dentro de él. 

Las normas de Derecho Internacional suponen 

1.n sobcnmín i.nt0n1n; 1 :l solwrnní;1 corn,tituyc desde este 

punto de vista el principio más import:ante del Derecho 

Internacional. Además todas las relaciones internacionales 
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están estrechamente unidas a la soberanía del Estado~ 

( 16 7) . 

Es te derecho implica el derecho de cada Estado 

n cletG!r.miru.1r libt'cmcntc sus n.:!l:tcioncs con otros. Estados 

con otras entidades, sin restricción o control p.or parte 

de otro Estado. Remiro Brotons sostiene que es la aptit;ud 

para practicar las relaciones internacionales en condiciones 

de independencia e igualdad jurídica, pese a las diferencias 

de orden político, económico, social, cultural o de cual­

quier otra especie que ruedan darse:? entre unos y otros 

sujetos primarios de la sociedad internacional. (168) 

Krylov señala que: "El Derecho Internacional destaca, 

no sólo la completa autonomía <lcl Estado en asuntos inter­

nos, ya que este derecho rechaza la interferencia· en 

asuntos internos del Estado, 

cualidad de la soberanía, la 

soberano. Un I~s tado que es tfi 

sino también una segunda 

independencia del Estado 

pri va<lo ele la posi biliolac.l 

de actuar independientemente en el plano internácional 

no es ün Estado soberano, .:iun cunnc.lo pueda obsct-var cierta 

autonomía en los asuntos internos. Desde el punto de 

vista de la teoría del Derecho Internacional, soberanía 

significa independencia y la autonomía del Estado en 

sus relaciones interiores y exteriores". ( 169) De esto 

se deriva que un Estado, a no ser que haya limitado su 

libertad por un tratado, dirige sus asuntos internacionales 

de acu~rdo a su criterio y por ello puede concertar alianzas 

y otros tratados, enviar y recibir representantes diplomAti­

cos, adquirir y ceder territorio, hacer la guerra y acordar 

la paz; ( 170) como consecuencia de ello surge el deber 

de todo Estado de ahstencrse y ele prohibir a sus funciona­

rios y, en ciertos casos, a sus nacionales, de cometer 

tocla clnsc ele actos que constituynn una violación de 

la independencia de otro Estado, de lo que resulta que 

a falta de una disposición en contrario establecida mediante 

un tratado, un Estado no puede intervenir en la dire,cción 

ele los asuntos internos o externos ele otro Es taclo, tampoco 

pur.de impecli.1:-lc ni ohli r;nr.1.c' n ejecutar ciertos .actos 

en sus relaciones internacionales o internas. No le 
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está permitido a un Estado el envío de tropas, barcos 

de guerra o fuerzas de policía a un territorio extranjero 

ni el tránsito a través de ªl. (171) 

2. El aspecto territorial, 

la autoridad completa y exclusiva que 

sobre todas las personas o cosas que se 

dclrn jo o por ene i.ma de su tcrr i torio. 

~ue se traduce en 

un Estado ejerce 

encuentren dentro, 

La soberanía desde 

este punto de vista ha sido definida por el 

en la sentencia arbitral de 4 ele abril 

juez M. 

de 1928 
Huber, 

en el 

caso de la isla de Palmas, como: . "el derecho 

en el territorio, con exclusión de cualquier 

funciones de un Estado." (172) 

de ejercer 

otro, las 

En lo que concierne a cualquier grupo de Estados 

independientes, el respeto a la soberanía territorial 

de cada uno es la r.ep;la más i.mport;rn te ele J. Derecho Interna­

cional, ( 17 J) es to fue afirmado por la Corte Internacional 

de Justicia en el caso Corf(1, estableciendo que: "entre 

Estados independientes el respeto a la soberanía territorial 

es una de las bases esenciales de las relaciones internacio­

nales" (174), y en el caso Lotus, en que dictaminó: "la 

exclusividad de la soberanía territorial implica la obliga­

ción para los demás Estados de abstenerse en ese ámbito 

espacial ele todo ejercicio de su poder". ( 17 5) Corolario 

de ello es el deber de proteger en el interior del territo­

rio los derechos de los demás Estados, en particular 

su derecho a la integridad e • inviolabilidad en tiempo 

de paz y. en tiempo de guerra, ns{ como los derechos que 

cada Estado puede reclamar para sus nacionales en territorio 

extranjero. 

De ello desprende esta 
. .. 

territo-se que suprcmac1.1.a 

rial no permite una libertad de acción ilimitada, lo 

cual se afirmó en la sentencia del caso Corfú "la obliga-

ción de todo Estado es no autorizar a sabiendas de que 

su territorio sea utilizado para llevar a cabo en ª1, 

actos contrarios a los derechos de los demás Estados". 

(17G) 
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Consecuencia de ello es que el derecho internacional 

imponga al Estado una serie de obligaciones basadas en 

la presunción de que el Estado dispone de los medios 

de 
. , 

necesarios el cumplimiento de deberes accion para sus 

internncionnlcs; e l. Derecho l 11lc·n1:1c- i onn] concibe estos 

últimos ( entre el los la protección ndecuada a los extranje­

ros), como Unél ohl i_g;ici.ón de v·i r;·i 1 nnci n y de comportnmiento 

y no como una obligación de rcsul téldo. (:L 7 7) 

El fallo del ca:::o Corfú estableció importantes 

consideraciones en relación a las obligaciones que según 

el Derecho Internacional le incumben al soberano territo-

rial: ''No puede deducirse el conocimiento del campo de 

minas por el gobierno albanés, del solo hecho de que 

un campo ele minas descubierto en sus aguas territoriales 

haya provocndo lns 

buques británicos. 

nal es cierto que 

explosiones de que fueron víc¡:ima 

Como lo demuestra la práctica internaci~ 

un Estado sobre cuyo territorio se 

ha producido un acto contrnrio n 

puede ser invitado a explicarse y 

limitar su responsahilit.lad por el 

circunstancias de ese acto o sus 

derecho internacional 

tal Estado no puede 

hecho de ignorar las 

autores. pero del 

control ejercido por un Estado sobre su territorio no 

puede deducirse que tal Estado haya conocido necesariamente 

o debido conocer a sus autores". (178) 

:L Aspecto pnl.í:ttco, pc'nrnn;il o i.nterno; éste 

comprende el derecho él 1 él comrc tcnc i .1 C'XC lus i.va ele l Es tnclo 

para determinar el carácter de sus propias instituciones, 

asegurar y proveer lo necesario para su funcionamiento, 

promulgar leyes sesún su propia elección y 

respeto. Consecuencia de su supremacía 

de su independencia interna, todo Estado 

la constitución que desee, or~anizar la 

asegurar su 

territorial y 

puede darse 

administración 

en la forma que le parezca más conveniente, dictar las 

leyes que considere oportunas, organizar 

de mar o ele tierra, construir o derribar 

seguir la política comercial que considere 

así sucesivamente. (179) 

sus fuerzas 

fortalezas, 

oportuna y 
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4. Alcance de la Expresi6n Soberanía: 

Carrillo Salcedo sostiene que la noción de 

soberan:[a presentn siempre una doble dimensión jurídica 

y pol í.t i.c:i, :imhn:; i.i-rccluctlbl.c:; y de l.é1 c¡1Ic nlni.:;una construc 

ción jurídica debe prescindir y, en todo caso, un plantea­

miento realista de la tensi6n entre el Derecho Internacional 

y la soberawía del Estado, cxiie l:cner en cuenta que 

esta última es una realidad histórica y social muy compleja 

que junto con sus innegables aspectos ju1:-ídicos, pre?enta 

otras significaciones política e ideológicas, económicas, 

materiales y técnicas y por último, aunque no menos importan 

te emotiva y sentimental. ( 180) Desde la perspectiva 

política la soberanía participa del carActer concreto 

y eminentemente contingente de todas las concepciones 

políticas. De hecho suele existir roca relación entre 

las decisiones que la soberanía dicta a las potencias 

de primer orden, animadas por vastas ambiciones, y la 

actitud que, en circunstancias muy semejantes, observan 

los Estados pequefios. (181) 

Razones de oportunidad atenúan, sin duda, el 

alcance del principio de la soberanía del Estado, y el 

político corno el diplomático, no ignoran que los límites 

de la coexistencia con otros Estados impone a la libertad 

ele acción y de decisión del E.s taclo, pero en los casos 

límites, reforzada por la concrctización de poderes que 

en nuestros días tiene el Estado, la soberanía expresa 

tocio 1 o cnnt i ngrnl-c~ y lo s1d,_jcl i vo y c.:oncreLu que tlcnc 

lns realidades políticas; en c.lcfl.ni ti va alt;o que jamás 

ha perdido la noción de soheran.í.a desde ·la época en que 

los Estados se constituyeron históricamente sobre la 

idea negativa de igualdad y, queriendo ser independientes 

se proclamaron supremos. ( 182) Tal como ha sido forjada 

la soberanía a través de los siglos, la soberanía es 

una noción simultáneamente vinculada a la política y 

al derecho y no es posible suhsnnar los defectos de un 

sistema como los del actual Derecho Internacional, mediante 

concepciones abstractas que desnaturalicen las fuerzas 

sociales que lo animan, y mucho menos ignorando a estas 



- 77 -

últimas; en gran parte, el derecho es una función en 

un sistema social y político dado y sólo puede progresar 

a condición de no engañarse sobre las realidades con 

las que opera. (183) 

Pero en definitiva lrny que tener presente lo 

que señala 

palabra de 

que pueden 

Kelsen: "sea lo que_ se entiende 

muchos significados, y no obstante 

diferir entre sí las definiciones 

por 

lo 

de 

esta 

mucho 

este 

concepto, casi todos concuerdan en un punto·: el ente 

calificado corno "soberano", ya sea un orden, una • comunidad, 

un organismo o un poder, debe ser considerado corno la 

mfis éllt:i autor.id:1d, sobre ] ,1 (11 lí' no puede existir. otrn 

q11e l. 11111 1 l' l 11 1'1111<.:i{rn de f 11 L'IIL I d:1tl !iob1!ra1w, que obllgue 

al soberano. En sentido original soberanía significa 
'.l:i llliÍ/1 :tll:t :111(·01·icl:1CI."' (Jfl/1) 

B. Equilibrio entre soberanía del Estado y el Derecho 

Internacional. 

Este tema es tratado específicamente por Carrillo 

Salcedo, teniendo corno fundamento la primacía del Derecho 

Internacional. Respecto a esta primacía Anzilotti sostiene: 
11 r:1. Dcr.ccho Internacional es s11prri oi- al r:st,1do en cuanto 

constituye un 

el sentido de 

del Derecho 

internacional 

límite jurídico ele su poder, pero no en 

que el poder del Estado sea una delegación 

Internacional." ( 185) La jurisprudencia 

ha rechazado reiteradamente la tesis de 

que el Estado soberano no estA sujeto al Derecho Internacio­

nal, y ha afirmado, clara y resuelta.mente la primacía 

de este último. La primacía del Derecho Internacional 

es clara en cuanto constituye un límite jurídico al poder 

del Estado, éste no tiene sobre él ninguna otra autoridad 

sino la del Derecho Internacional. (136) 

Sin embargo, el Cél r5ctcr i 11clerto del Derecho 

Internacional consuctudimn-io, su escasa coherencia y 

precisión puede dar lucar a situaciones dudosas, lo que 

hace necesario analizar la jurispn1clcncia internacional 
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sentido es relevnnte un pasaje en el fallo del caso Lotus 

en que la Corte Internacional rle Justicia expresó: "el 

Derecho Internacional rige las relélciones entre los Estados 

independientes. Las normas jurídicas que obligan a los 

Estados proceden de la voluntad de éstos, voluntad manifest~ 

da en los convenios o en usos aceptados 3eneralmente 

como expresión ele principios jurídicos y establecidos 

pélrn rcgulm:- la cocxis tcncia ele las comunidades o para 

la consecución de fines comunes. Las limitaciones de 

la independencia <le los Estados no se presumen." (188) 

Lauterpacht comentando 

pasaje citado significa que 

el catálogo ele fuentes formales 

este fallo señala: 

cuando un tribunal, 
que el .artículo 38 

"el 

con 
de 

su Estatuto pone a su disposición, no encuentra fundamento 

alguno para limitar la discrccionalidad del Estado soberano, 

no debe presumir la existencia de tal limitación. Ahora 

bj_cn, dicho cat.ílo[:,o ele fuentes forma.Les internacionales 

es amplio y complejo y no se limita a las manifestaciones 

expresas de voluntad de los Estnclos, por lo que la única 

conclusión que es correcta deducir de la afirmación de 

la Corte Permanente ele Justicia Internacional hace referen­

cia a la discrecionaliclacl del E:,téldo en Derecho Internacio­

nal." (1B9) 

La jurisprudencia internacional apunta a dos 

nociones h~sicas y complcmentarins: una es la <liscrecionali­

dad y, la otra, los límites que el Derecho Internacional 

impone al Estado en relación con esa discrecionalidad. 

Los límites del Derecho Internncionnl n la discrccionalidad 

de los Estados se fundan en que aquGlla no equivale a 

la arbitrariedad ni la noción de soberanía, en cuanto 

la libertad del Estado respecto de su poder de decidir 

y de actuar significa que la voluntad del Estado está 

por cncjm;i clr 1:is obl ig:1cion<'S _j111-ídicns impuestas por 

normas es tablecic.las por el Derecho Internacional. ( 190) 

En el asunto de las pesquer{as entre el Reino Unido 

y No rueca, la Corte Internacional de Justicia estableció 

de manera clara e inequívoca la tensión y el equilibrio 
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que existe entre ambas 

del Estado y el Derecho 

nociones básicas, la soberanía 

Internacional al decir que: "la 

delimitación de los espacios marítimos tiene siempre 

un aspecto internacional, no puede depender de la voluntad 

del Estado ribereño tal como expresa el derecho interno. 

Si es verdad que el acto de delimitación es necesariamente 

un acto unilnternl, porr¡ue sólo el. Estado ribereño tiene 

competencia para verificarlo, por el contrario la validez 

ele la c.lelimi tnción res pee to de terce 1:-os Estados depende 

del Derecho Internacional." (191) 

Sin embargo, de Vissher sostiene 

esta relación entre el Derecho Internacional y 

que ésta depende en realidad del grado ele 

histórica del poder político en el orden 

Cu:,nto mriyor non c:;n i ntc;~i-:1t: i ém, lnnto 

respecto a 

la soberanía, 

integración 

del derecho. 

m.:í s ten<ler[1 

la soberanía a convertirse en poder de derecho, perdiendo 

su carácter de dominación. (192) 

C. Las relaciones mutuas entre Es tactos soberanos y su 

rceulnción por el De.r.ccho Tnt0.rn:1c i 011.11 • 

J~n este punto debe Lcncr.se presente que la 

noción de soberanía expresa, jurídicamente, en Derecho 

Internacional, el conjunto de competencias y de derechos 

de que cada Estado independiente es ti tul ar en sus relacio­

nes con otros Estados. Así entendida la soberanía se 

presenta como un principio constitucional de Derecho 

Internacional, símbolo del hecho de que este último opera 

sobre la hase de coordinación de los Estados y no de. 

subordinación entre los mismos. Su esencia consiste 

en el derecho a ejercer las funciones de Estado en un 

plano de igualdad e independencia respecto de otros Estados. 

( 193) Como consecuencia de esn relación de coordinación 

de los Estados éstos van a actuar en forma independiente 

e igual, lo que lleva a analizar 

en el Derecho Interrn1c:i.onnl. pnr;1 

la regulación contemplada 

lns relaciones de los 

Estados soberanos entre s:t. Surgen aquí dos conceptos: 

el de independencia ( ya tratado al comienzo del capítulo) 

y el de igualdad. 
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La indepcndencié1 s.L¿_;nifi.c.a la negación de toda 

autoridad políticél superior a la del Estado, como la 

exclusión de la competencia de cualquier otro Estado 

soberano. Como lo señalara el juez Anzilotti en su voto 

:i.mlivi_rl11nl en 0.l ns11nto sohrc' r'l R<'¡~imrn J\clu;incro entre 

Alemania 

.normal 

ruede 

y 

de 

Austria, la 

los Estados 

independencia es 

ante el Derecho 

"la condición 

Internacional: 

ser caU.ficnda de soberanía (surrema potes tas) 

el Estado o soberanía externa si se entiende por ésta que 

no tiene sohre él ni.nr,un:., 01-r.1 .111tori.dnd, si.no la del 

Derecho Internacional". (191-1-). Pero par.a el Estado que 

actúa en el orden intGrnacional la independencia no es 

una libertad ilimitada para hacer lo que se le venga 

en gana, sin restricción de ninguna especie, por el mero 

hecho de formar parte de la comunidad internacional se 

restringe su libertad clG acción con respecto a los demás 

Estados, puesto que estA obli3ado a no intervenir en 

los asuntos de ~stos. (195) 

La igualdad, por su pnrte, es inseparable del 

principio de ln sohe,~nní.n. 1.:, sohr i-.-111 í:, ele l Es t.1clo irnpU.cn 

l.:1 counlf11;1ci.(m c.011 otros l•::;L;1cl!lt; y :,.i11 1.'s.1 coord.l.nucl(>n 

en bases de igualdad hay subordinación y, por ello, no 

hay independencia. ( 196) Pero hay que tenGr presente 

que se trata de una igualdad jur.(dicé.1 y los Estados son 

jurícHc,1mcn te igun les en cu.111 to el Dt~rr.cho T. ntcrnacionaJ. 

los trata como iguales, es decir, en cuanto el Derecho 

Internacional general impone n todos ellos las mismas 

obligaciones y les confiere los 

la igualdad jurídica nada tiene 

mismos derechos; 

que ver con la 

(197) 

total 

equiparación y reciprocidad de derechos y obligaciones; 

supone al contrario, la libertad para consentir en ser 

desiguales. Un tratamiento desigual o no paritario, 

libremente aceptado, persigue muchas veces hacer ., más 

efectiva la coopcrélción internacional en un sector determina 

do mediante la formnlización jurídica de desigualdades 

es tructuralcs. 1~11.o no s ig11 i. r i en igualdad de tamaño, 

población, civilización, sa l11d o poder, sino igualdad 

de las competencias del Estn<lo, igualdad de derechbs, 

i~unldad de facultades para ejecutarla dentro de· las 
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comunidades clel Estado, y de acuerdo al Derecho Internacio­

nal, todos los actos que los Estados requieren para preser­

var su desarrollo y bienestar. (198) 

E.s dcst:icahle res¡,0ct-o de-' 0stn mílteria, los 

¡,rl.ncl.plos c.:unlt'11Lclo!.; r.!11 lil IJL•c.:lun1c.:i.ón sobt·c Principios 

ele Derecho Inter.nacional referentes n las Relaciones 

de Amistncl y Coopernción entn~ los 

con la Carta de las Naciones 

(XXV) de la Asamblea General, 2t\ 

Es taclos en conformidad 

Unidas (resolución 2625 

de octubre de 1970). 

En ella se consideran inviolables la integridad territorial 

y la independencia política del Estado "Todo intento 

dr. r¡uehn111t:ir t:otnl o ¡rnt'cialmcntc l:i unidad nacional 

o la integridad territorial de un Estado o un país o 

su inctepcndcncin política es ·i.ncompélttblc con los propósitos 

y principios ele la Carta". Se establece además que cada 

Estado tiene derecho a elegir y llevar adelante libremente 

su sistema político, económico, social y cultural. El 

principio de igüaldad, con sus corolarios, impone a los 

miembros de la sociedad internacional el deber inexcusable 

de "respetar la personalidad de los demás Estados", lo 

que se refleja inmediatamente en el deber de no intervenir. 

Esto se explica, porque la soberanía del E:stado es excluye.!! 

te y su principal finalidad estriba en establecer ámbitos 

de competencias exclusivas pan.1 cada Estnclo, nsí como la 

plenitud de la jurisdicción del Estado dentro de su territo­

rio, salvo las excepciortes impuestas por el Derecho Interna­

cional consuetudinario o convenclonni. ( 199) El derecho 

Internacional impone la obligación de respetar ciertos 

intereses de los demás Estados; la violación de los intere­

ses ele los Estados protegidos por el Derecho Internacional, 

especialmente la violación de su inte8ridad territorial, 

es caracterizélclH usualmente como in v Lolación de su derecho 

a la soberanía, pero no existen diferencias entre ésta 

y cualquier otra intervención ilícita por un Estado en 

la esfera de los intereses jurídicamente protegidos de 

otro Estado. (200) 



III. PRINCIPIO DE NO INTERVENCION 

A. Significado jurídico del principio y su alcance 

1. Origen: 

Hrownlie considera que este principio surge 

como corolario de la independencia e igualdad d~ los 

Estados, las cuales se traducen en el deber de "no interve·­

nir" que existe pnrA los Estados, en los asuntos inter'nos 

o externos de otro f•~s tado. ( 201) Por. su parte, Korowicz 

sostiene que esta prohibición surge de los principios 

de soberanía e igualdad de los Estados, pero junto • con 

establecer esta prohihici6n pnrn los Estados, se les 

protege riL mismo tiempo 

sus propios asuntos por 

De es ta forma, es te deber 

c1 e l. 1 os el e in te r re rene i ;1 s en 

parte de otro Estado. (202). 

de no intervenir :r.e.sulta ser 

un princip-j_o mneHtro, junto n r111ch,,s eegLJs ¡,articulares 

de competenci.t1 y d0. rcsponsnhj l idncl del Estado. (203) 

2. ¿Qué se consi<lera intervención?: 

Oppenheim (204) define la intervenci6n con 

"la intromisión dictatorial de un Estado en los asuntos 

de otro Estado con el ánimo de mantener o modificar las 

condiciones existentes de las cosas" y continúa señalando 

que es indudable que la intervención se halla, por regla 

general prohibida por el Derecho Internacional, protector 

de la personr11 iclncl i nternacion::il uc los E:s ta dos. Pero 

también existen excepciones a ln regla, pues to que hay 

intervenciones basadas en un derecho y otras que no lo 

están, pero que el Derecho Internacional permite, sin 

embargo, la intervención propiamente dicha es siempre 

una intromisión <le carácter "die tatorial" y una intromisión 

de este tipo es la realizada mediante el uso o la amenaza 

de la fuerza (205) y no una intromisión pura y simple. Por 

consj_guiente, no hay C!Ue con f11ndi.r 1.él intervención ni 

con los buenos oficios ni con ln mediaci6n. 

Sin embargo, otros autores, como Jiménez de 
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Aréchega ( 206), consi<ler.nn (]llC' cn11 1 ,1 P-xpresi ón intervención 

:H! c.;u111pn~ncle l.ucl;i nccl.ón i lt•gí.LL111n de:! coerción de un 

Estado respecto de otro, que no alcance a constituir 

un uso o amenaza de la fuerza y por ello surgen serias 

dificultades cuando se trata de definir con precisión. 

Debido a ello la intervención ha sido descrita como 

una "zona nebulosa de ~cción, imperfectamente definida 

pur el Derecho Internacional". (207) 

Una concepción amplia considera que en virtud 

de este principio se prohiben 

contra el sistema económico, 

las actividades dirigidas 

político y social de un 

Estado y la imposición o el intento de imposición a un 

Estado de una forma determinada de gobierno o de organiza-

ción. Toda injerencia que tenp;a como fin atentar contra 

el derecho del Estado a determinar su 

política, económicn o social corre el 

una tensión internacional que puede 

propia evolución 

riesgo de provocar 

poner en peligro 

la paz. Es necesario pues, prohibir sin reservas toda 

presión externa ejercida contra el derecho de un Estado 

a elegir libremente un sistemn social o régimen político 

determinado. Por consiguiente, no sólo se prohíbe la 

intervención armada, sino 

directa o indirecta en los 

toda forma de 

asuntos internos 

intervención 

o externos 

de los Estados y en particular la intervención de carácter 

político y económico, así como las rresiones políticas 

y económicas encaminadas a impedir que los pueblos elijan 

un sistema social o tomen en sus países medidas económicas 

[avorablcs a sus í.ntcrcsaclos. ( 20B) 

3. Tipos ele intervención: 

Hay autores que sostienen que existirían in-

tervenciones aceptadas por 

Es así como Kelsen sostiene 

no prohibe la intervención 

y que la intervención por 

el 

que 

en 

la 

Derecho Internacional. 

el Derecho Internacional 

todas las circunstancias 

fuerza en los intereses 

de otros Estados está permitida como una reacción contra 

una violación del Derecho Internacional. (209) 
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Existen autores que consideran la existencia 

de intervenciones lícitas e ilícitas (210). Son intervencio 

nes lícitas aquel las en que un r~s tado actúa en virtud 

de un derecho propio; ello ocurre a) siempre que se pueda 

invocar un tratado especial o una norma abstracta; b) 

cuando existe una petici6n 

parte de un gobierno legal; 

formnl de intervención· por 

c) cuando un Estado puede 

invocar un interés legítimo, tal. como la protección de 

sus nacionales o de sus bienes, a condición, claro está, 

de r¡uc lri i ntcrvrnc i.ón no sc':i clr•spropo1·c Lon.1d:1 :1 .su cnusri 

originaria, porque entonces se convertiría en abusiva; 

y d) en ciertas hipótesis en que el Estado actúa en benefi­

cio del inter€s general de la comunidad internacional. 

Por su parte Oppenheim, aceptando esta distinción, 

hace algunas diferenciaciones, señalando que si bien 

en ningún caso deja de estar afectada la independencia 

externa o la supremaci.a persona 1 del Estado intervenido, 

existen intervenciones: 

externa 

son: 

a. De cle1~ccho, 

o la supremacía 

que no viol..in la independencia 

personal o territorial, ellas 

1. El Estado protector tiene derecho a intervenir en 

todos los asuntos exteriores <lcl Estado protegido. 

2. Si un asunto exterior de un Estado es al mismo tiempo, 

en virtud de un derecho, un asunto exterior de otro 

Estado, este 6ltimo tiene derecho a intervenir si 

el primero trata es te as11nto unilateralmente. 

3. Si un Estado viola, en tiempo de paz o de guerra, 

l~s to es dlscutl ble, ya que no cx.Ls te un único tipo 

de protectorado, y los derechos del Estado protector 

respecto al Estado prote~ido van a depender del 

tratado que crea el protectorado. (212) 
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aquellas reglas de Derecho Internacional universalmente 

reconocidas por la costumbre o establecidas por un 

tratado notmativo, los dem~s Estados tienen derecho 

a interyenir y a obl.i.¿;ar al infr.actor a (]UC se someta 

a las reglas establecidas. 

4. Si el Estado cuya independencia externa o su supremacía 

personal o territorial se hallan limitados por un 

tratado internacionnl, no cumplen con las limitaciones 

convenidas, la otrn o las otras partes tienen derecho 

a intervenir. 

5. Un Estado que ha garantizado la forma de gobierno 

de otro Estado, o el reinado de cierta dinastía, tiene 

derecho a intervenir si se produce un cambio en la 

forma de gobierno o dinastía, siempre que el tratado 

de garantía haya siclo concertado entre los respectivos 

Estados y no entre los monarcas personalmente. 

6. El derecho de protección que tiene un Estado en favor 

de sus nacionales residentes en el extranjero puede 

ser motivo de una intervenciéon en virtud de un derecho 

al cual la otra parte estA obligada a someterse. 

Pudicrnlo rcf0rin,0 ln protección, ln 

el honor o los h:Len0.s del nacionnl 

extranjero. 

v·idn, l;i scgtn-iclnd, 

residente en el 

Naciones, 

Naciones 

7. Finalmente, el Pacto de la Sociedad de las 

prevía, al igual que lo hace la Carta de las 

Unidas, ln intervenci.ón colectiva de los 

quebranten la paz del mundo recurriendo a 

Estados que 

la guerra 

violando de o a la fuerza, o amenaza con la fuerza, 

Este modo las disposiciones del Pacto. (211) 

b. En ausencia de derecho, pero permitidas 

por el derecho intcrnacionnl, no obstante violar la suprema­

cía personal o territorial y la independencia del Estado 

son: 

1. Las intervenciones motivadas por la legítima defensa. 
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Es evidente que si es posible admitir, transgresiones 

(con fines de ler,ítimn de f"cnsa) contra la personalidad 

internacional del Estado, lv1y que admitir igualmente 

la tr;:111s¡:;resi.ón que acarren ];1 i ntcrvención. 

La intervención en interés del equilibrio de fuerzas 

(balance of powcr.), esté1hn ndmi.tida a fnlta de una 

organización internacional como la Sociedad de las 

Naciones o las Naciones Unidas. (213) 

Por otra parte dentro de las intervenciones 

ilícitas el Estado que interviene actúa sin título jurídico 

suficiente. Dentro de este tipo de intervenciones, la 

más frecuente es la política, en que a una potencia no 

le gusta el gobierno o la política interior ele otro Es_tado 

y se propone modificar.la a su ,,r.hi tri.o. (214) 

Pero respecto a la existencia de estas intervencio 

nes lícitas Rousseau sostiene que no se puede hablar 

de un derecho de intervención y que la intervención se 

reduce a una simple 

. pero con mucha más 

práctica 

frecuenciil 

política, a veces 

antijurídica e 

lícita, 

ilícita. 

Siendo muchas las dudas que subsisten respecto de la 

intervención, conviene proceder con mucha prudencia en 

los casos de intervención legítima. A su juicio sólo 

dos son i rr.eprochables desde e l. punto ele vis ta de la 

técnica jurídica y ellas son la existencia ele un tratado 

y la petición formal por parte del Estado interesado. 

En las otras dos circunstancias: la protección de los 

nacionales y la intervención en beneficio del interis 

general, se impone unél gran cLrcunspccci.ón. (215) 

Dentro ele la doctri_n:1 chj_lcna, llugo Llanos 

( 216), comentando los artículos V3 y 19 de la Carta de 

la OEA que rechazan la intervención de cualquier tipo 

y la aplicación de medidas coercitivas 

y frente él J.;¡ aceptaci.ón por p:irtc ele 

respectivamente 

los nutores de 

cierto tipo de intervenciones sostiene que; "Hay algunos 

autores que defienden cierto tipo <le intervenciones que 

califican ele lícitas, lo que es a todas luces inadmisible, 
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aunque lo sea a título excepcional. ~;u utilización sirve 

de pretexto para permitir a los países más fuertes una 

injerencia indebida en los asuntos internos o externos 

de los Estados más débiles". Igual rechazo manifiesta 

Remiro Brotons, "históricamente, sin embargo, la <lis tinción 

señalada ha estado a las órdenes ele los intereses de 

las grandes potencias. Las intervenciones lícitas en 

el pasa<lo han servicio para conferir una pantalla de legali­

dad, o al menos, ele cierta respetabilidad a comportamientos 

lesiv.os de la independencia de los Estados que los padecían". 

( 217) Pero más allá del problema de la intervención, 

están las influencias ejercidas por los <lis tintos Estados 

como consecuencia de la vida internacional y respecto 

a ellas Remiro Brotons distingue entre la influencia 

permitida y la intervención condenable. Más allá del 

uso de la fuerza armada, es la búsqueda de un elemento 

intencional difícilmente aprensible. En este sentido 

por vía· de es el propósito de la coacción, de actuar 

autoridad para subordinar a un Estado en el ejercicio 

de otro Estado de sus soberanos a los lntcreses 

o a concederle ventajas 

transforma determinadas 

de cualquier clase, 

mecliclr1s políticas y 

es lo que 

económicas 

del Estado y, que quedan entregadas él su competencia 

discrecional, los que los transforma en netos de intervención, pero 

la prueba de ese animus puede resultar •~1erculiana". En estas circuns­

tancias el principio cie intervención ti c>nrle a ver reducida su capacidad 

jurídica operante, transformándose en un peón más en el enfrentamiento 

político entre dos o más Estados y en esta situación la espiral retórica 

puede dispararse, contando con las posibilidades abiertas a la articula­

ción legal de mecanismos de intervención y otros principios, particular­
fll('n(·p o1 el,• 1 :i 1 f lin• d1•l'r!nnl1w1: i (111. 

B. El rol del consentimiento en la intervención 

1. Finalidad del consentimiento: 

Korowicz ( 218) lo sei'íala como el elemento princi­

pn 1 pll rn ele tc.nnl 1w e 1.n cxi s t:c11<.: i.a ele .L11tcrvenclón; para 

que exista ésta debe haber una cr1renci.r1 de consentimiento 

para unr1 acción o un acto clar.1111cntc contrario a la voluntad 
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del Estado, referido a los asuntos en los cuales interfiere 

una ªutoridad externa. 

En términos generales, si un Estado consiente 

en que Estado realice un hecho que sin ese consentimien­

to constituirían una violación de una obligación internacio­

nal con respecto al primer Estado, tal consentimiento 

1 lcvn en rcnlidacl a ln [ormac.i.ón ele un acuerdo entre 

los dos sujetos, acuerdo que tiene el efecto de hacer 

i.nopcnmtc ln ohllgnción en <'I c:isn pi11~l:iculnr. No se 

consiente en la suspensión p;eneraJ. de la norma ni en 

su modificación o derogación, sino en su no aplicación 

al caso concreto. (219) 

Llevado esto al plano de las relaciones internacio 

nales fácticas en que los distintos Estados entran• en 

contacto entre sí y que realizan negociaciones, lleva 

toda negociación entre Estados importa el juego recíproco 

ele influencias mutuas y el ejercicio de ciertas presiones. 

Existen sin duda, unas líneas divisorias entre la persua­

sión y la negociación legítima por medio de las cuales 

los gobiernos buscan influenciarse unos con otros y la 

.coerción o coacción violatoria del Derecho Internacional". 

(220) 

En el caso de los actos de intervención, éstos 

constituyen un atentado al principio ele la libre determina­

ción y de la igualdad de derechos, ya que viola los derechos 

fundamentales del Estado. Por ello el principio de no 

intervención exige que se recono?.ca el derecho inalienable 

de cada pueblo grande o pequeíi.o, a decidir su propio 

destino, a elegir libremente según sus necesidades y 

sus aspiraciones nacionales, su propia forma de desarrollo 

político, económico y social, así como su modo de vida 

y afirmar su identidad nacional sin injerencias ni presiones 

externas. Este principio simplemente protege la libertad 

de elección sin la cual un Estado y un pueblo independiente 

no pueden existir como tal; libertad que se puede designar 

con la expresión "competencia nacional" de un Estado. 
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Esta libertad presenta aspectos internos y externos y 

consiste en la [acultad de un l!:stndo ele elegir su propio 

sistema político, social, económico y jurídico (siempre 

claro está que se respeten los derechos fundamentales), 

de m,1ntcnr1- n nn r<'l :ic I ntH'H ('n!l ,,1 1·n•; l•:i:I 11<lni:, dr• c-011c:t•1·L-11r 

o 110 ne11cnlu~; y de ser o 110 mic111IJro de organizaciones 

internacionales o regionales. 

Si se limitase a lo esencial, la libertad de 

elecci6n, podría decirse que en principio, un Estado 

debe ser protegido frente a toda acción de otro Estado 

tendiente a imponerle cierta elección. El fin del principio 

de no intervención en asuntos que son de competencia 

nacional ele un Estado, al igual que los principios de 

j_gw1 J.clad ele derechos, libre el etc rmi nución e igualdad 

soberana de los Estados, es garantizar a estos la libertad 

de seguir, en materia de desarrollo, la vía que considere 

conforme a us intereses fundamentales. Traduce la necesidad 

que sienten los pueblos de ser los únicos dueños de su 

propio des tino. El respeto de esos principios garantiza 

el derecho de todos los pueblos ;i re;, 1 i 7,;:1r s11s aspi rac:í.ones 

y a aportar su plena contribución al legado de la civiliza­

ción. De ello se deduce que la aceptación y el riguroso 

respeto del principio de no intervención son elementos 

esenciales de todo sistema de protección de los Estados 

pequeños y en especial de los que se han liberado reciente­

mente del dominio colonial. ( 221) Como lo explica Remiro 

Brotons, 11 no interviene quien quiere sino quien puede 

y, por lo tanto, sólo en el contexto ele las relaciones 

internacionales que se producen fácticarnente en un plano 

de desigualdad han ele prosperar los ,1ctos de intervención. 

La afirmación de un derecho de intervención, a(m condicion!:. 

clo, (P11<lrín c:01111) tíl:111.on~s n l.n:; lll:Í:; 111,•rt.c•s y como ::;ujetos 

pasivos a los más débiles, por lo que debe ser rechazado. 11 

(222) 

2. Práctica Estatal: 

En el Derecho Internacional cl§sico se podía 

conferir un derecho a intervenir por la fuerza en el 
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territorio de otro Estado a través de un tratado. ( 223) 

La práctica estatal del siglo XIX, contiene al respecto 

variados pretextos de intervención. En muchos casos 

los tratados que confirieron tales derechos de intervención 

fueron producto de relaciones en léls que una 

subordinada a los intereses ele otra. Con 

parte estaba 

posterioridad 

a 1920, la igualdad ele los Estados ha recibid o un reconoci­

miento expreso y el derecho a la independencia y a la 

autodeterminación han sido pos tulfldos; el uso de la fuerza 
pasa a ser materia concerniente a la humanidad y es deseable 

que esta materia sea objeto de contratos privados. No 

obstan te, las estipulaciones autorizando la intervención, 

no ha desaparecido con posterioridad a esa fecha. (224) 

En general, ha sido usada para la entrada de tropas 

extranjeras en el territorio de otro Estado, lo que normal­

mente es considerado una violación grave de la soberanía 

del Estado y con frecuencia un acto de agresión, pero 

resulta lícito si hay una petición del soberano territorial 

o un acuerdo con el Estado intervenido. 

Al respecto Garner sostiene que no hay una 

regla ele Derecho Internacional que 

de un Estado suministrar asistencia 

prohiba al gobierno 

para establecer el 

gobierno legítimo ele otro Estado con la perspectiva de 

facilitar la supresión de una insurrección contra la 

autoridad. El suministro de tales ayudas es enteramente 

asunto de política o conveniencia y no suscita ninguna 

cuestión de derecho o deber bajo el Derecho Internacional. 

(225). 

/\y11dn l.'11 ro1·1lli1 clt' l tll.'l"Zil o'll"lll:ldH u muterlal 

de guerra ha sido suministrada a los gobiernos en numerosas 

ocasiones, ta.l es el caso del envío de tropas por parte 

de Gran Bretaña a Portugal ( 1826), envío de tropas por 

Rusia a Hungría a requerimiento de Austria ( 1849), ayuda 

económica y de armas suministrada por Estados Unidos 

a China NacionaU.sta ·entre 19L~6 y 1949 para la lucha 

contra las fuerzas comunistas, envío cJe tropas británicas 

en ayuda del gobierno holand~s en Indonesia (1946) y 

la ayuda· militar suministrada por Estados Unidos a Francia 

en Indochina. (226) 
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Por el contrél rio, HyclC' y Lmvrence, nj_egan la 

legalidad de estas intervenciones que tienen por objeto 

ayudar a un gohier.no contra ,m movimiento insurgente. 

Sostienen que los principios de soberanía e independencia 

existen y requieren de la abstención ele interferencias 

en asuntos internos hrijo cunlr¡uier circunstancia; los 

Estados deberían permanecer libres para decidir el carácter 

de su gobierno y si se argumenta que esto es irreal y 

que si se prolonga el caos se amenaza la paz en una gran 

área; puede responderse que la intervención extranjera 

podría aumcntnr el caos y e 1~r';1 r un;1 mi.is seria amenaza 

a 1:-i paz como resul t:icio de l:.1 i ntrod11cci ón de las fuerzas 

extranjeras. (227) 

Un Estado que suministra ayuda en estos casos 

puede estar actuando en base a consideraciones de política 

nacional más que de política Internacional y una vez 

que l:i in tcrvenc i ém hn comenz:ido, 0 l gohi erno !~ol i.ci tan te 

dc_j:i de '.,c•i- cn111plPt:111H'ntr. líl,n·, y:i q1tc.' su i;egttridnd 

descansa en la ayuda extranjera. No hay en Derecho Interna­

ci.onnl 11n.:1 dr f0ns,, de un gnhi r•nrn 1 c•r, í l. i rno; cnn frecucncin 

ocurrirá que un gobierno 

sobre una base de hecho 

constitucional que 

largamente aceptada 

extraconstitucionales y probablemente medios 

descansa 

con usos 

ilegales 

para mantenerse. En el momento en que fuerzas extranjeras 

son llamarlas, "el gobierno existente" puede tener un 

status legal dudoso en términos de Derecho Internacional. 

En afias recientes ciertos Estados han llamado a las 

acciones emprendidas, acciones realizadas a requerimiento 

del gobierno existente, estas han involucrado movimiento 

de fuerzas armadas en el territorio del Estado requirente, 

una interferencia ilegal en asuntos internos y una agresión 

contraria a la Carta de las Naciones Unidas. Ejemplos 

ele ello son -el discurso del Ministro de Relaciones Exterio­

res polaco ante la Asmnblen General de lns Naciones Unidas, y 

el 19 de Ap;osto de 1958; la nota soviética a la Rep(1blica 

Federal Alemana de 26 de Julio de 1958; el discurso de 

Gromyko ante la Asamblea General el 2 de octubre de 1959, 

en relación con la crisis de Líbano. (228) 
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3. Requisitos de Valid~z: 

A la luz de la práctica de los Estados, de 

lo _iur.lspn1dcncin. intcr.nn.cion:il y de' l;i cloctri.rn1, l;i 

CornisJ.6n ele Derccl!o Internac.LonaJ. af.Lrma que existe en 

Derecho Internacional un principio sólidamente establecido, 

según el cual el consentimiento del Estado titular del 

derecho suhjeti.vo produce l;i 0xclt1sión de l.r1 ilicitud 

ele J. hecho, que bajo otras circunstancias ser:í.a ilícito. 

Pero para que produzca tal efecto, el consentimiento 

debe reunir los sieuientes requisitos: (229) 

1. Ser válido en Derecho Internacional: 

adolecer de vicios, es decir, de dolo, 

o coacción. Son aplicables aquí los 

la validez de los tratados. 

o sea, no debe 

error, corrupción 

principios para 

2. Constar claramente: En el asunto relativo a las indemniza 

cienes rusas, la Corte Permanente de Arbitraje dictaminó 

que Rusia había consentido en que se dejaran de reembolsar 

los intereses mora torios debidos por Turquía y, . que 

por consiguiente, es te último país no es taba obligado 

a satisfacer esos intereses. 

3. Haber sido manifestado realmente: No puede ser nunca 

un consentimiento presunto, ya que falta el consentimien­

to. Es distinta la situación a un caso de consentimiento 

tácito o implícito. 

4. Atribuible al Estado en el plano internacional: debe 

provenir de 

en el plano 

un órgano cuya 

internacional, 

voluntad sea 

como vol.untad 

considerada 

del Estado 

y es preciso también que dicho órgano tenga competencia 

para maní fes tr1r esa voltmtt1cl en el cnso específicamente 

considerado. Para esto se ha alegado la legitimidad 

del gobierno, ya sea por las normas constitucionales 

o por el npoyo del rrncblo. 



C. El principio en la Carta de las Naciones Unidas. 

1. Interpretaciones: 

El principio de no intervención fue consagrado 

indirectamente en la Carta ele las Naciones Unidas, al 

establecer el artículo 2 ( 1), que: "Para la realización 

de los propósitos consagrados en el artículo 1, la organiza­

ci6n y sus miembros procederán de acuerdo con los siguientes 

principios: 

1. La Organización está basada en el principio 

de la igualdad soberana de todos ·sus miembros .... " 

(230) 

pío en 

ellos 

Sin embargo, el grado de consagración del 

la Carta ha sido discutido para algunos 

princi­

(entre 

Estados Unidos), el principio 

relativo a 

esta sólo implícito 

soberana en el artículo 2 

y en el artículo 2 

a la amenaza o al 

territorial o la 

( 1) la igualdad 

(L~) que ordena abstenerse de recurrir 

uso de la fuerza contra la integridad 

independencia política de cualquier 

Estado, o en cualquier otra form;:i incornpntihle con los 

propósitos de las Naciones Unidas. Para otros Estados 

( entre ellos la URSS y los países socialistas, como los 

iberoamericanos y del tercer mundu), el principio estaba 

expresamente proclamado en el artículo 2(7) al establecer 

que: "ninguna disposición de la Carta autorizará a las 

Naciones Unidas R. intervenir. en los nsuntos que son esencia!, 

mente de la jurisdicción interna de los Estados." (231) 

Jim6nez de Ar~chcGa, nnnliznndo las distintas 

posiciones, sos tiene en relación al artículo 2 ( 7) que 

debe aplicar.se trnnbi.én ,1 los 111i.cmbr.os, ya que la frase 

introductoria del artículo 2 "La Organización y sus miembros 

procederá de acuerdo con los s i~ti:i.cntes principios, no 

puede ser intcrprcta9;i como s i.gni fi cnclo que nlgunos de 

estos principios gobiernan la conducta de la organización 

y otros la de los Estados miemhros; por otra p~rte,. en 
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relación con el artículo 2 (4) es cierto que gran ,parte 

de la noción clásica es absorbida por la prohibición 

de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contenida 

en esa disposición, pero la amenaza o uso de la fµerzaa 

contenida en ella, representan la forma más evidente 

y extrema de _intervención, es precisamente por esta, ra_zón 

que se ha insertado una prohibición específica en el 

artículo 2 ( 4) y que se ha establecido en la Carta medidas 

especiales para considerar una violación tan seria. 

Pero hay además otros actos de, interferencia, de carácter 

dictatorial que no pueden calificarse o no pueden describir­

se de una manera adecuada, como "ataque armado", "agresión" 

o inclusive "uso o amenaza de la fuerza" y son, sin embargo; 

contrarias al Derecho Internacional. La exclusión de 

la pres ion económica y poli tica del concepto de fuerza 

en la sección relativa al no uso de la fuerza hacía aun 

más necesario retener como principio separado el deber 

de los Estados de no intervenir en los asuntos de otros 

Estados. Jiménez de Aréchega interpreta la Carta sostenien­

do que si bien no hay disposición explícita, el principio 

debería considerarse implícito en ella. La inclusión 

de ese principio se deduce claramente del hecho de que, 

al proclamar la igualdad soberana de los Estados, la 

Carta prohibe a los Estados injerirse en asuntos de otros 

Estados. La igualdad soberana no tendría ningún valor 

si los Estados tuvieran derecho a intervenir en los asuntos 

internos de otros Estados. El concepto jurídico de no 

intervención puede considerarse como dimanente del respeto 

a la personalidad jurídica y la independencia política 

del Estado, es así como el principio de libre determinación 

del Estado comprende el derecho de los pueblos a elegir 

su propio sis tema político, económico, social y cultural. 

(232) 

Fabela señala al respecto: "La Carta 

Francisco lo mismo que la de la Sociedad de las 

de San 

Naciones 

es absolutamente contraria a la intervención unilateral 

de un Estado en los negocios interiores o exteriores 

de otros". (233) 
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2. Dc.•cl11n1cloneH el<? 1.n J\1➔ 11111bl1•11 c:P111•r11I: 

En el seno de Naciones Unidas y teniendo .como 

base la Carta, este principio ha sido reconocido . como 

principio fundamental, .en la Declaración sobre la inadmisibi 

lidad de la intervención en los asuntos internG>s de los 

Estados y protección de su independencia y soberanía , 

contenida en la Resolución 2131 (XX} de la Asamblea General 

de las Naciones Unidas, aprobada el 21 de diciembre de 

1965, y en la cual se establece: 

1. Ningún Estado tiene derecho a intervenir, 

directa o indirectamente, ya sea cual fuere el motivo, 

en los asuntos internos o externos de cualquier otro. 

Por lo tanto, no solamente la intervención armada, sino 

también cualquier otra forma de injerencia o amenaza 

atentatoria de la personalidad del Estado, o de. -los elemen­

tos políticos, económicos y culturales, que lo constituyen 

están condenados. 

2. Ningún Estado puede aplicar o fomentar el 

uso de medidas económicas, políticas o de cualquier otra 

índole para coaccionar a otro Estado a fin de l_ograr 

que subordinen sus derechos al ejercicio de sus derechos 

soberanos u obtener de él ventajas de cualquier otro 

orden. Todos los Estados deberán también abstenerse 

de organizar, apoyar, fomentar, financiar, instigar o 

tolerar actividades armadas, subversivas o terroristas 

encaminadas a cambiar por la violencia el régimen de 

otro Estado, y de intervenir en una guerra civil de otro 

Estado. 

3. El uso de la fuerza para privar a los pueblos 

de su identidad nacional constituye una violación de 

sus derechos inalienables y del principio de no intervención. 

4. El estricto cumplimiento de estas obligaciones 

es una condición esencial para asegurar la convivencia 

pacífi.cn. entre lns nncíones, Yll riuc lll prlictf.cn de cualqu:1.er 

forma de intervención ademAs de violar el espíritu y 
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la letra de la Carta de las Naciones Unidas, entraña 

la creación de situaciones atentatorias de la paz y de 

la seguridad internacionales. 

5. Todo Estado tiene el derecho inalienable 

a elegir su sistema político, económico, social y cultural, 

sin injerencias de ninguna forma por parte de otro Estado. 

6. Todo Estado debe respetar el derecho de 

libre determinación e independencia de los pueblos y 

naciones, el cual ha de ejercerse sin trabas ni presiones 

extrañas y con absoluto respeto de los derechos humanos 

y libertades fundamentales. En consecuencia, todo Estado 

debe contribuir a la eliminación de la discriminación 

racial y del colonialismo en todas sus formas y manifestacio 

nes. 

7. Para los fines de la presente declaración, 

el término "Estado" comprende tanto a los Estados individual 

mente considerados como a los grupos de Estados. 

8. Nada en es ta Declaración deberá interpretarse 

en el sentido de afectar de mnncr:i :ilgun;:i las disposiciones 

pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas relativas 

al mantenimiento de la paz y la seguridad internacional, 

en especial las contenidas en los capítulos VI,' VII, 

y VIII. 

Con posterioridad, el principio vuelve a ser 

tratado en la Declaración sobre Principios de Derecho 

Internacional referente a las Relaciones de Amistad y 

Cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta 

de las Naciones Unidas, contenida en la resolución 2625 (XXV) 

de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 2 7 

de Octubre de 1970, la cual establece en una de sus partes: 

"Todos los Estados deberán abstenerse también de organizar, 

apoyar, fomentar, financiar, instigar o tolerar actividades 

armadas, subversivas o, terroristas encaminadas a cambiar 

por la violencia el régimen de otro Estado, y de intervenir 

en las luchas interiores de otro Estado." 
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"El uso de r la fuerza para privar 

de su identidad nacional, constituye una 

sus derechos inalienables y del principio de 

ción". 

D. EL PRINCIPIO EN-LA CARTA DE LA OEA 

a los pueblos 

violación de 

no interven-

La Carta establece en su artículo 18 que: "Ningún 

Estado o grupo de ,Estados 

directamente y sea cual fuere 

internos de cualquier otro". 

de no intervención. 

tiene derecho a intervenir, 

el motivo, en los asuntos 

Consagra así el princi,pio 

E,s tn d Is pos i.c lón hncc mene 1.6n ll los as.untos 

internos y externos; al respecto Arangio Ruiz (234) afirma 

que la referencia a los asuntos externos constituye un 

lapsus, ya 

los asuntos 

que 

de 

"asumiendo 

jurisdicción 

que los asuntos 

doméstica son 

internos y 

expresiones 
sinóni.mas, el texto ;igregarfn n11dn m0noi; q11e l 11 cntegorfn 

de asuntos externos". Jiménez de Aréchega comentando 

la crítica sostiene que la suposición en que ella se 

basa no es correcta, ya que 

ha demostrado que existen 

la experiencia latinoamericana 

asuntos externos, como por 

ejemplo, el mantenimiento o ruptura de relaciones diplomáti 

con otro Estado, en donde en principio cada Estado es 

su propio juez y son así de carácter doméstico y, sin 

embargo, han existido actos y tentativas de intervención 

al respecto. Por otra parte, existen asuntos externos 

que no caen ya en la órbita de cues tienes de carácter 

exclusivamente doméstico, como el respeto y la observancia 

de los derechos humanos fundamentales dentro de un Estado. 

Si un Estado o grupo de Estados coacciona a otros a· fin 

de obtener un cambio en el tratamiento que da a sus súbditos 

esta acción constituiría intervención, no así por ejemplo, 

una queja o denuncia ante un organismo 

por parte de otro Estado. (235) 

internacional· 
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E. LA DOCTRINA MONROE Y LA POSICION ESTADOUNIDENSE FRENTE 

AL PRINCIPIO 

1. Práctica Estatal: 

La consagración de este principio se encuentra 

en el ámbito tradicional americano. El 2 de diciembre 

e.Je 1823 en un mensaje al Congreso de Estados Unidos, 

el presidente Monroe declaró la oposición a cualquier 

intento de intervención de las potencias europeas en 

el contingente americano como consecuencia del intervencio­

nismo legitimista de la Santa Alianza. Respecto a esta 

doctrina Remiro Brotons afirma que: "como es sabido, 

la lectura histórica de la Declaración de Monroe probó 

que para los Estados Unidos, América tampoco 

los americanos. Es un hecho innegable y lógico, 

era para 

afirmaba 

categórico E. Root, secretario de Estado, que nuestro 

destino manifiesto es contrario a los destinos de toda 

América. Los hechos tradujeron cumplidamente esta política 

con injerencias en los asuntos de las Repúblicas iberoameri­

ca11;as" ( 236). Perkins, explicando . esta doctrina señala 

que si ésta tiende a permitir la intervención de Estados 

Unidos en Latinoamérica, en cambio, el panamericanismo 

ha sostenido la igualdad y la independencia de todos 

los Estados y, por consiguiente, la no intervención en 

toda su pureza. (237) 

Connel-Smith, haciendo un análisis crítico 

·de lo que ha significado esta doctrina en la realidad, 

sos tiene que el hecho de estar basada en la premisa de 

que los Estados Unidos consideraría la extensión de un 

sis tema no americano a cualquier parte del hemisferio 

occidental como "un peligro para nuestra paz y seguridad", 

viene a significar que Estados Unidos no permitiría a 

los países americanos entrar en relaciones internacionales 

fuera del hemisferio, lo cual podría amenazar su seguridad. 

A través del sistema interamericano Estados Unidos esperó 

obtener la aceptación latinoamericana de la premisa central 

de la doctrina Monroe, pero la doctrina fue generalmente 

impopular en América Latina dado que mientras se dirigió 

contra una intervención extracontinental, inevitablemente 
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se asoció con una intervención en la región del propio 

Estados Unidos. Esta asociación fue firmemente establecida 

por el "corolario" pronunciado por el presidente Teodoro 

Roosevelt en 1904, el cual argumentó que la doctrina 

Monroe dio a los Estados Unidos el derecho a intervenir 

en los países del hemisferio occidental cuando se considere 

necesario para prevenir la intervención de 

americanos; sostuvo así mismo, que el quiebre 

poderes no 

del orden 

gubernamental en los países latinoamericanos podría dar 

a los "extranjeros" la ocasión de intervenir en salvaguardia 

de sus intereses. Así él asumió para Estados Unidos 

el rol de policía en la región. (238) 

Pereira (239), en un estudio histórico de la 

situación, señala que la desigualdad entre el todo poderoso 

Estados del norte y todos . los menos poderosos Estados 

del sur, condujo a la progresiva penetración de aquél 

en el subcontinente, a la realizacrnn de su hegemonía 

a la intervención, y como consecuencia de ello más de 

40 intervenciones armadas de los Estados Unidos en otros 

países 

Como 

del continente se produjeron 

consecuencia de ello, resulta 

entre 1900 y 

lógico que 

1933. 

hayan 

sido los principales perjudicados por una política sistemáti 

ca y continua de intervención en sus asuntos, los primeros 

en reaccionar contra ella, has ta el punto que durante 

muchos años las relaciones entre Estados Unidos y los 

países iberoamericanos se polarizaron dialécticamente 

alrededor del principio de no intervención que estos 

querían ver reconocido por su poderoso vecino. En 1933, 

durante la VII Conferencia Interamericana celebrada en 

Santiago de Chile, lo consiguieron por primera vez. 

Desde entonces aprovecharon todas las oportunidades brinda­

das por el calendario de sus reuniones continentales 

para refrescar el principio en declaraciones y tratados. 

Los artículos 15 a 17 de la Carta de la OEA dan de• él 

una versión tan amplia y categórica que no 

en ningún otro instrumento convencional 

tiene parangón 

o declaración 

colectiva, lo que explica su acusada influencia sobre 

declaraciones posteriores de la Asamblea General de las 

Naciones Unidas. (240) 
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Declaraciones relevantes respecto a esta materia 

han sido hechas por distintos funcionarios de Estados 

norteamericanos. El Secr·etario de Estado Daniel Webster, 

en r.arta de 29 de Junio de 1842 al embajador en Londres 

expresaba: "Todos los Estados los considerarnos corno 

absolutamente independientes; cada uno con derecho a 

mantener su propio sistema de leyes y de gobierno•- El 

perfeccionamiento de ese sistema, requiere la estric~a 

aplipacion de la no intervención en las relaciones don;iés·,ti­

cas de los demás"; ( 241) con posterioridad el Secretario 

de Estado Fisch, en noviembre de 1871, en nota al ministro 

en Rusia establecía el criterio oficial: "la política 

de Estados Unidos nos prohíbe intervenir en los asuntos 

de los demás Estados I y nos ordena al mismo tiempo evitar 

toda interferencia en los nuestros. Esta es la política 

que estableció el venerable fundador de la República 

Americana, bajo circunstancias muy difíciles durante 

las guerras europeas ocasionadas por la revolución francesa" 

(242). Mis tarde, .en nota oficial del Secretario de 

Estado Bayard al Secretario de Marina se establecía: 

"En Cartagena como en cualqui.er otra parte de Colombia 
que no es té en t rtinsi. to de 1 Ts l:mo, 1.a úni.ca cucs tión 

que se nos presenta es la de protección de la vida y 

la propiedad de los ciudadanos de los Estados Unidos 

que estén establecidos allí. Naturalmente que nuestro 

derecho a este respecto no es ni más ni menos que el 

de cualquier otro gobierno cuyos súbditos se encuentran 

en circunstancias serne jantes". "Hablando en general, 

las personas que abandonaron la protección de su propia 

bandera para residir en país extranjero, lo hacen a su 

riesgo y quedan sujetas a las vicisitudes de una invasión 

extranjera o a una revolución doméstica en el propio 

país al que uniera sus destinos con los de sus habitantes. 

Su propio gobierno no puede invadir el país en que viven 

para protegerlos de las consecuencias.de una guerra exterior 

o interior, cometiendo así un acto claramente hostil. 

Sus derechos serían solamente los de neutrales en un 

territorio beligerante" ( abrí 1 1885) ( 243) . Para Fabela 

es ta doctrina marca un criterio jurídico implacable que 

de haberse seguido por Estados Unidos habría establecido 
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las bases de entendimiento en las rel :-~_¿;t~riores 

de Washington con el resto de los países de América. 

( 244) . 

En este siglo, el presidente Franklin D. Roose­

vel t, estableció la política de "buena vecindad" a través 

de sus reiteradas declaraciones, señalando que su deseo 

era ayudar a nuestros pueblos cuando requirieran apoyo; 

respet;:¡r los r,rfnci_pi_os de igur-tl dnd y soher;:¡nín de nuestros 

I•::;Lnc..loH c.;l.111e11L1.111do en c:ilc nuevo 111u1u.lo u1u1 c.;ontluc.;Lu moderna 

comprensión 

beneficio 

en el ámbito internacional, basada en la 

mutua que había de dar los mejores frutos en 

común de la América del Norte, Central y Sur. 

concluye que Roosevelt llegó a reconocer en 

Fabela 

Montevideo 

y en la Declaración de Lima que los anhelos de América Lati 

na respecto del principio de la no intervención eran 

no sólo estrictamente justos y legales, sino. que podrían 

ser la base legal de~ verdadero panamericanismo, es decir, 

el fundamento de una inteligencia real entre la América 

anglosajona y la latina; la que existió efeGtivamente 

durante la administración Roosevelt y que en la c;l.Ctualidad 

no existe. (245) 

2. Doctrina: 

Esta puede agruparse en dos corrientes, una 

que apoya la intervención y otra que la rechaza. 

En apoyo a ella se han manifestado: 

a. Stowell sostiene que la palabra intervención 

se emplea en los negocios internacionales para designar 

al empleo de la fuerza, sea por vías de hecho o en . ~qrma 

de amenazas con el fin de obtener que otros Estados aq.opta­

ran cierta línea de conducta. En derecho Internacional 

la fuerza sólo es legítima, cuando se aplica de acuerdo 

Estados en sus relaciones a los procedimientos de los 

recíprocas, pero cuando la 

vician la aplicación de 

ignorancia y los prejuicios 

estos procedimientos, surgen 

abusos que causan perjuicios a otro Estado o a sus, naciona-
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les, estos últimos podrán siempre recurrir a la intervención 

para obtener reparaciones. Los derechos que se desprenden 

del Derecho Internacional están, por una parte, en función 

de la soberanía y, por otra, de la intervención; de donde 

resulta que el sis tema de soberanía al ponerse en vigor 

queda atemperado en caso de abuso por la intervención. 

(246) 

admitirse 

b. Por su parte, Baset Moore señala que 

que haya posibilidades de intervenir 

puede 

por la 

fuerza, tiránicamente, en los casos de prácticas de bárbara 

anarquía persistente y sin esperanza. En tales casos 

la ayuda amistosa y generosa, imparcial y desinteresada 

puede ser el único camino de solución. Pero dos precaucio­

nes hay que tornar al intervenir: primero, hay que hacer 

que la ayuda sea acordada con oportunidad y en tales 

circunstancias que de ninguna manera se prejuzgue el 

fiQal del conflicto, el cual, en interés del Estado interven 

tor, debe ser decidido en favor de elementos realmente 

victoriosos en el interior y no en favor de los sediciosos 

y externos. Una segunda precaución que es preciso tener 

respecto de la intervención, es que admitiendo el deber 

de intervenir en ciertas crisis externas, siempre le 

queda a un Estado influyente y sin escrúpulos, la oportuni­

dad de dominar a otro Estado, sujetándolo a su control 

moral y aprovechando la oportunidad de intervenir en 

su favor. (247) 

Contrarios a la intervención son: 

a. Wheaton, quien en el siglo 19 sostenía que: 

" ... las ocasiones en que el derecho de intervención puede 

ejercerse para aumentar el engrandecimiento de un Estado 

cualquiera por medios inocentes y legítimos que hemos 

indicado (adquisición pacífica de nuevos dominios, descubri­

mi.ento y colonización de paf.ses desconocidos, etc.), 

son raros y no pueden justificarse excepto en el caso 

que el aumento de las fuerzas militares y navales de 

una potencia pudieran inspirar justos temores a otras 

potencias". "Creer que las naciones tienen derecho a 
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intervenir por la fuerza para impedir el desarrollo de 

l.t1 clv.Lll.znc16n y pnra destruli:- la prosperl.dad d~_ las 

naciones vecinas, es una suposición cuya injusticia es 

tan manifiesta que no hay necesidad de refutarla.'' (248) 

b. Para Potter, la intervención implica siempre 

una injerencia en e•l sentido más amplio del término ' por 

parte de uno o varios Estados, en cualquier asunto de 

unos u otros Estados. Esta injerenc.ia puede consistir 

inclusive en la sola amenaza implíclta de ejercer una 

presión independientemente de su grado o naturaleza; 

el consentimiento no modifica por sí mismo el carácter 

de la acción, puesto que el elemento esenc·ial en la interven 

.ción no consiste en el consentimiento o en la falta de 

él por parte del Estado que sufre el acto, sino que radica 

propiamente en la intervención del Estado que ejercita 

la acción de exigir con mayor o menor insistencia que 

su reclamación sea satisfecha. La intervención es una 

violación tan notoriamente flagrante de la 

de las naciones, que ningún Estado tiene 

independencia 

el poder de 

autorizarla, ni siquiera por un tratado libremente suscrito, 

ya que efectivamente, la mayor parte de los tratados 

que autorizan la intervención han sido impuestos por 

la fuerza. (2l~9) 

c. Summer Wells considera que la intervención 

tiene lugar cuando un Estado se inmiscuye en las relaciones 

entre dos Estados sin el consentimiento de éstos o bien 

en los asuntos domésticos de un Estado, sin tomar en 

cuenta la voluntad de éstos, con el propósito de cambiar 

las condiciones que allí existen. Prima facie, la interven­

ción es un acto hostil, pues ataca la independencia de 

un Estado y por muy plausibles que sean los motivos que 

se hacen valer para justificar la intervención, ésta 

tiene como esencia el ser un acto ejecutado _en violación 

de un derecho. Sólo se da un acto hostil cuando es ejecuta­

do por la fuerza del Estado que interviene. (250) 
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F. LA OPINION DE LA CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA.EN EL 

CASO DEL ESTRECHO DE CORFU Y EN EL CASO DE NICARAGUA. 

1. Caso Corfú: 

La Corte, en sentencia de 9 de abril de 1949, 

dictaminó que: "El pretendido derecho de intervención 

no es más que la manifestación de una política de fuerza; 

política que en el pasado ha dado lugar a los más grandes 

abusos y que sean cuales sean las actuales diferencias 

de la organización internacional, no puede admití~ el 

derecho internacional". (251) 

ocasión, 

Fabe_la, 

señala: 

quien 

"En la 

integrara 

Corte y 

el 

en 

tribunal 

círculos 

en esa 

jurídicos 

jurídicos europeos se estima que el Caso de Corfú es 

el más importante que se ha presentado desde el establecí-

• miento de la antigua Corte Permanente de Justicia Internacio 

nal, pues implica numerosas cuestiones jurídicas, tales 

como .... la intervención y la autoayuda". (252) 

En lo referente a la auto ayuda, la cual e qui vale 

a juicio de Oppenheim a la legítima defensa y estaría 

. comprendida dentro de los casos de intervención en ausencia 

de derecho, la Corte sostuvo que el envío de barcos de 

guerra por parte del Reino Unido a aguas albanesas, una 

vez comprobado el fracaso de los esfuerzos para lograr 

la cooperación de Albania, constituía una violación de 

la soberanía de Albania, aparentemente contraria al Derecho 

Internacional, con lo cual la Corte rechazó la tesis 

del Reino Unido según_ la cual la acción estaba justificada 

por ser necesaria, tanto en interés de la seguridad de 

la navegación como con el objeto de recoger pru~bas , que 

de otro modo pod r:f.11n clcsa¡rn rcccr o ser destruídas en 

provisión de futuras acciones procesales en contra de 

Albania. (253) 

2. Caso Nicaragua: 

La Corte posteriormente al fallar el asunto 

relativo a las actividades de Estados Unidos en y en 
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contra de Nicaragua 

de no intervención 

(254), dictaminó que: "el principio 

envuelve el derecho de todo Estado 

soberano a conducir sus asuntos internos sin interferencias 

externas. Si bien las infracciones contra 

no son infrecuentes, la Corte considera 

del derecho internacional. Como la Corte 

este principio 

que es parte 

ha observado: 

"Entre Estados independientes, el respeto por la soberanía 

territorial es un fundamento esencial de las relaciones 

internacionales". ( ICJ, Reports, 1949 ,. p. 35), y el derecho 

internacional requiere que la integridad política también 

sea respetada. Las expresiones de opinio juris considerando 

la existencia del· principio de no intervención en derecho 

internacional consuetudinario son numerosas y no difíciles 

de encontrar. La exi$_tencia de la opinio juris por parte 

del Estado del principio de no intervención está respaldada 

por la práctica substancial y establecida. Más aun- ha 

sido presentada como corolario del principio de la igualdad 

soberana de los Estados." 

"No obstante la multiplicidad de declaraciones 

por parte de los Estados aceptando el principio de no 

intervención, existen dos preguntas: 1. ¿Cuál es el conteni­

do del principio así aceptado?, y 2. ¿Está la práctica 

en suficiente conformidad con él, por ser una regla . de 

de.recho internacional? 

Respecto de la primera cuestión, la Corte sostiene 

qu_e la analizará en cuanto aparezca relevante a la disputa 

y en es te contexto la formula generalmente aceptada de 

este principio, prohibe intervenir directa o indirectamente 

en los asuntos internos o externos de otro Estado. Una 

intervención rr.ohi.hi.rlr1 dehc ser, rm· cons igttí.cnte, una 

dirigida a los asuntos en los cuales a cada Estado se 

le permite, por princirpio de soberanía del Estado, decidir 

libremente. Uno de éstos es la • elección de un sistema. 

político, económico, social y cultural y la formulación 

de su política exterior. La intervención es• errónea 

cuu11du U:HI 111éLouo:.; d<.! cucecl6n c11 cu11slueracl6n a talJ:!S 

elecciones las cuales deben permanecer libres. El elemento 

de coerción el cual define y en realidad forma la verdadera 
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intervenciéon prohibida, es particularmente o.bvio en 

el caso de una intervención en la cual el uso de la fuerza, 

ya sea en la forma directa de una acción militar o en 

la forma indirecta de apoyo a actividades armadas subversi­

vas o terroristas dentro de otro Estado. 

En relación al segundo punto, la Corte sostiene 

que al analizar la práctica, considera insignificante 

prima facie, la conducta de los Estados inconsistente 

con este principio. 

La confianza de un Estado en un nuevo derecho 

o una excepción sin precedentes al principio de no interven­

ción; puede si se comparte el principio por otros Estados, 

tender hacia una modificación del derecho internaciona~ 

consuetudinario. Respecto de este punto, la Corte-considera 

que los Estados han justificado su conducta con referencia 

a un nuevo derecho de intervenciéon o una nueva excepción 

al principio que la prohíbe. Las autoridades de Estados 

Unidos han establecido en algunas ocasiones claramente 

sus fundamentos para intervenir en asuntos de un Estado 

extranjero por razones relacionadas, por ejemplo, • con 

las poli ticas domésticas de ese país, su ideología, el 

nivel de armamentos o por la dirección de su política 

exterior. Pero esas fueron declaraciones de política 

internacional y no afirmaciones de reglas 

internacional existentes. 

de derecho 

La Corte considera además, que los actos constitu-

t:lvos de 1.1n11 l.11 [rncci.6n 11 l. pr Lnc l.p lo consuctuclinnrlo 

de no intervención, si ellos envuelven también, directa 

o indirectamente el uso de la fuerza, constituyen al 

mismo tiempo una infracción del principio de no uso de 

la fuerza en las relaciones internacionales. 

El fallo sefiala también respecto de la <leclaración 

del Congreso de Estados Unidos acerca de que el gobierno 

de Nicaragua ha dado "pasos significativos hacia el estable­

cimiento de una dictadura comunista totalitaria", que 

la adhesión por parte de dicho gobierno a una doctrina 
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en particular, no constituye una violación del Derecho 

Internacional consuetudin~rio. Sostener lo contrario 

dejaría sin efecto el principio fundamental de la soberanía 

del Estado en que descansa todo el Derecho Internacional 

y la libertad de escoger el sis tema político, social, 

económico y cultural de un Estado. No se puede contemplar 

la creación de una nueva regla de un derecho de interven­

ción, basada en que un Estado ha optado por un sistema 

ideológico o político en particular. 
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IV. LIBRE DETERMINACION 

A. Fuentes convencionales 

1. La Carta de la ONU: 

Este principio había sido enunciado ya en la 

Carta del Atlántico, el 14 de agosto de 1941," ocasión 

en que el presidente de Estados Unidos y el primer mini·stro 

del Reino Unido declararon: "En tercer lugar, respetar 

el derecho de todos los pueblos a elegir la forma de 

gobierno bajo la cual quieren vivir; y desean ver restitui­

dos los derechos soberanos y la autonomía a los que han 

sido privados de ella por la fuerza''. Recogido posteriorme~ 

te en la Declaración de las Naciones Unidas firmada en 

Washington el 1 de Enero de 1942 y. en la Declaración 

de Moscú de 1943, el derecho creado en es te campo . por 

la comunidad internacional es fruto de un proceso político 

y jurídico en que la liberación de un considerable número 

de pueblos ha sido factor importante. (255) 

Para Jirnénez de Aréchega ( 256), este principio 

fue cons i.dcr:iclo durnnte largo tí ,::-mpo un pos tu lacio po lítico 

o moral más que un principio jurídico, sin embargo, hoy 

hay una mención explícita en el artículo 1 ( 2) de la 

Carta de las Na clones Unidas. Es te artículo indica corno 

propósito de las Naciones Unidas: "Fomentar entre las 

naciones relaciones de amistad basadas en el respeto 

al principio de la igualdad de derechos y al de la libre 

determinación de los pueblos y tomar otras medidas adecuadas 

para fortalecer la paz universal." 

Al respecto la Corte Internacional de Justicia 

ha considerado este propósito como "desarrollado en los 

artículos 55 y 56 de la Carta". ( 25 7) 

Durante los debates del subcomité del Comité 

I de la Primera Comisión se examinó el significado del 

principio de la igualdad de derechos y la 

ción de los pueblos. En el informe de 

1,949 del relator del subcomité (I/1/A) 

se dice: 

libre determina-

1 de Junio de 

al Comité I/1, 
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que el principio de la igualdad 

el de la libre determinación 

son dos elementos que consituyen 

que el respeto a esta norma es la base del 

desarrollo de las relaciones de amistad y constit~ 

ye en la práctica, una de las medidas adecuadas 

para fortalecer la paz universal; 

que el elemento esencial de este principio 

es la expresión libre y sincera de la vol,untad 

de los pueblos, lo que descarta las pretensiones 

como las que formulara Alemania a Italia; 

que el principio en su 

un concepto fundamental 

conjunto, representa 

que puede conducir 

eventualmente a la fusión de nacionalidades 

si así es su deseo libremente expresado. ~258) 

Lo anterior se reitera en el informe del relator 

del Comité I a la Primera Comisión: 

El Comité entiende que el principio de la igualdad 

de derechos y el de la libre determinación 

de los pueblos son dos partes complementarias 

de una sola norma de conducta; 

y el respeto de ese principio es 

fomentar relaciones de amista1 y 

la base 

es una 

para 

de 

las medidas adecuadas para fortalecer la paz 

universal; 

que, si un elemento esencial de ese principio 

es la 1.ihre y verdadera expresión de la voluntad 

del pueblo, ello lo diferencia de supuestas 

expresiones de voluntad popular, como las que 

Alemania e Italia utilizaron para sus propios 

fines durante estos últimos años. (259) 

2. Pactos de Derechos Humanos: 

El desarrollo del principio ha continuado en 

los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, teniendo 

como base la Carta. Así durante los debates de la Tercera 
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Comisión el año 1950, los autores del proyecto de Pacto 

aprobado por la Asamblea General decidieron solicitar 

a la Comisión de Derechos Humanos su decisión objetiva 

respecto de si el derecho de los pueblos a la libre determi-

nación constituía un derecho humano fundamental y en 

caso de responderse afirmativamente el Pacto habría .de 

incluir un :11:-t{cul o rcln t'l.vo n ese derecho, lo que redunda­

ría en beneficio de todas las naciones. 

Como consecuencia de la respuesta, este derecho 

. fue incluído, porque: a) era la fuente o condición . sine 

qua non de los demás derechos humanos, ya que no podía 

haber un ejercicio efectivo de los derechos individuales 

sin la realización del derecho de los pueblos a la li.bre 

determinación; b) en la redacción del Pacto era pr_eciso 

poner en práctica y proteger los propósitos y principios 

de lq Carta; entre los que figura el principio de la 

igualdad de derechos y el de la libre determinación de 

los pueblos, varias disposiciones de la Declaración Univer­

sal de Derechos Humanos s~ relacionaban directamente 

con es te derecho; c) si el Pacto no enunciaba ese derecho 

sería incompleto y carecería 

también, que la colectividad 

de efectividad. Se concluyó 

está compuesta de individuos 

y que todo atentado contra ese derecho equivaldría 

( 26.0) 

a 

una violación de sus libertades individuales. 

Posteriormente, en el sexto período de sesiones 

se concluyó que éste era un derecho superior a todos 

los demás derechos y constituía la piedra angular en 

que se apoya el edificio de los derechos humanos. No 

incluir este derecho sería vaciarlo de todo contenido. 

En esa ocasión 

un doble aspecto: 

ría la autonomía 

se consideró que este derecho 

desde un punto de vista interno 

del pueblo y desde el punto 

presenta 

significa­

de vis.ta 

externo su independencia. Por otra parte, se insistió 

en que la aplicación de este principio era condición 
de la paz y la scgurlc.lac.l internacionales y <le una fructuosa 

cooperación internacional. (261) 
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De es tn forma el P:i e to Tntern;1ciona l de Derechos 
C:lvi.lcs y Políticos en s11 :11·tfc11lo ·¡ (·I), cstnblece: 

"Todos los pueblos tienen derecho a la libre determinación·. 

En virtud de este derecho establecen libremente su condi­

ción política y proveen así mismo a su desarrollo económico, 

social y cultural". 

3. Resoluciones de la Asamblea Genera]. 

Con posterioridad, diferentes resoluciones 

han tratado este principio; tal es el caso de la resolución 

2131 (XX) de 21 de diciembre de 1965, "Declaración de 

Inadmisibilidad de la Intervención en Asuntos Internos 

de los Estados y Protección de su Independencia y Sobera­

nía", lo mismo sucede con la resolución 2160 (XXI) de 

30 de noviembre de 1966 sobre la "Observancia estricta 

de la Prohibición de Recurrir a la Amenaza o al Uso de 

la Fuerza en las Relaciones Internacionales y el Derecho 

de los Pueblos a la Libre Determinación" y la resolución 

2625 (XXV) de 2t,. de octubre e.le 1970 en. que se señala 

que: "convencida de que el principio de igualdad de derechos 

y de la libre determinación de los pueblos constituye 

una importante contribución al derecho internacional 

contemporáneo y que su aplicación efectiva es de vital 

importancia para fomentar ante los Estados las relaciones 

de amistad basadas en el respeto del principio de la 

igualdad soberana". 

Agrega además que: "Los principios de la Carta 

incorporados a la presente Declaración constituyen princi­

pios básicos del Derecho Internacional y, por consiguiente, 

instan a todos los Estados a que se guíen por esos princi­

pios en su comportamiento internacional y a que desarrollen 

sus relaciones mutuas sobre la base del estricto cumplimien­

to de ese principio". 

El principio de la igualdad de derechos y el 

de ·1a libre determinación de los pueblos no es un simple 

rostt1lndo morn1 o po1 fti.co. Nn so considcrn ya como 

un problema puramente interno, debido al vínculo tan 
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estrecho que existe 

mantenimiento de la 

entre 

paz 

la 

y la 

libre determinación y el 

seguridad internacional. 

Si un pueblo se ve frm:.trado en su derecho a la libre 

determinación, esta situación constituye una amenaza 

a la paz y la seguridad mundiales. El artículo. 1 ( 2) 

de la Carta hace del principio de la igualdad. de derechos 

y de la libre determinación de los pueblos el fundamento 

de las relaciones de amistad entre las naciones y, conforme 
,' 

al párrafo 3 del mismo artículo, las naciones tienen 

el-. deber de estimular el respeto a los derechos humanos 

y a las libertades fundamentales de todos y en todo el 

mundo. Por consiguiente, debe considerarse este principio 

establecido, un derecho internacionalmente reconocido 

del derecho intern;icional contemporáneo, un prinGipio 

jurídicamente obligatorio que goza de universalidad y 

que constituye urn1 norma general ele derecho internacional. 

Se trata de un principio general y permanente 

que continúa a.pl icándose cuando 

la soberanía y la independencia, 

un Estado ha adquirido 

forma parte del Derecho 

Internacional, derecho considerado como un conjunto orgAni­

co, y está especialmente relacionado con los principios 

de la no injerencia en los asuntos internos, de la indepen­

dencia y de la soberanía nacional, así corno con el principio 

de no recurrí r a la amenaza o al uso de la fuerza. Su 

reconocimiento es una condición del mantenimiento de 

la paz y la seguridad internacional, del desarrollo de 

las relaciones de amistad y cooperación entre los Estados 

y el progreso económico, social y cultural del mundo. 

En tanto que principio fundamental, o para emplear una 

expresión frecuentemente utilizada en la jurisprudencia, 

por tratarse de uno de los principios bien conocidos 

y establecidos del derecho internacional, el principio 

de la igualdad de derechos y de la libre determinación 

de los pueblos es una norma general de las más important7s 
dr-1 rlrrr1·hn ínl·rrnncion:11, cuyo cnr:ícter ohligatorio 

deriva del hecho ele que es unánimemente aceptado y expresa 

las exigencias fundamentales de la vida de la comunidad 

internacional. En cuanto principio, la igualdad de derechos 

y la libre determinación de los pueblos es uno de los 

elementos más importantes que constituyen el núcleo del 
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derecho internacional. 

En cuanto norma general, la igualdad de derechos 

y la libre determinación de los pueblos desempeña una 

función importante en el conjunto del derecho internacional 

y determina la aparición de las reglas e instituciones 

necesari.éls para su aplicaci.ón. El desarrollo de este 

principio hn demostrado hnsta que punto son importantes 

los principios de derecho internacional en la época a~ 

tual, en la que se producen cambios rápidos en las relaaio­

nes internacionales, y demuestra también que, para una 

aplicación efectiva de los principios de derecho internacio­

nal es necesario no sólo reconocerlos y confirmarlos 

en instrumentos internacionales, sino igualmente concretar­

los de una manera eficaz mediante obligaciones precisas 

y la adopción de medidas correspondientes. (262) 

4. Límites del Prin~ioio 

Este ha siclo reconocido expresamente 

de la no violación de la unidad nacional e 

territorial y encuentra su fundamento en el 

a través 

integridad 

hecho de 

que consolidado dentro de los límites de fronteras establecí 

das, el territorio del Estado se presenta en derecho 

internacional, al menos en principio, como una situación 

ohjetiva, viilidn. frente n los drrnfli; l•~sl-ndos. L.1 i mportrmcin 

del territorio en la organización del Estado y su simbólica 

significación, explican la tendencia de la práctica a 

considerar la delimitación espacial del Estado como insepar~ 

ble de la soberanía, y de ahí que la Corte Internacional 

de Justicia afirmase en su sentencia del caso del Estrecho 

de Corfú que la soberanía territorial constituye una 

de las bases esenciales de las relaciones internaciona,les, 

y que de modo más general, la integridad territorial 

del Estado sea uno de los principios jurídicos sobre 

los . que se apoya ta Carta de las Naciones Unidas. En 

efecto, la integridad territorial del Estado figura expresa­

mente entre los propósitos que insriran la norma de jus 

cogens enunciada en el artículo 2 ( L~) de la Carta y ha 

quedado recogida como uno de los elementos cons ti tuti vos 
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del principio de igualdad soberana de los 

formulación de este principio fue adoptada. 

Es taqos. La 

a propósito 

de la regulación de las relaciones de amistad en el apartado 

( d) del párrafo I del texto aprobado que afirma que: 

"La intcgridRd territorial y ln j ndependencia po_lítica 

son inviolables". ( 263) 

B. Beneficiarios de este derecho 

1. Determinación del Sujeto: 

Como toda formulación de derechos y 

un problema fundamental que se plantea· en el 

la igualdad de der~chos y el derecho de la libr~ 

deberes, 

caso de 

determina-

clfm, (':~ l'I ele• 1:i iclPnl id:1rl cl1• i;w: l i I lil:trl's y l:i n:1tund.czn 

de los deberes correspondientes. Se trata de una cuestión 

ele capital importancia, tanto desde el • punto de vista 

ele J.LJ e::;J.en1 de ::;u apJ.J.cucl611 <..:01110 del contenldo juridico 

de.ese principio. (264) 

En las propuestas del Comité especial para 

el examen de los principios de derecho internacional 

relativo a las relaciones de amistad, el principio se 

entendía como un derecho de los pueblos (propuestas de 

Checoslovaquia Birmania, Dahomey y Líbano, proyecto 

conjunto de Argelia, Camerún, Ghana, India, Kenia, Madagas­

car, Nigeria, República Ara be Unida, Siria y Yugoslavia); 

en otras, su configuración es muy distinta y el principio 

queda definido como un deber de los Estados (propuesta 

de Estados Unidos y proyecto de Gran Bretaña). El problema 

de determinar los sujetos se debe en opinión de Carrillo 

Salcedo a la "honda transformación que el principio de 

autodeterminación de los pueblos ha introducido en el 
•· 

derecho internacional". El orden internacional clásico 

no crea al Estado, sino que presupone su existencia. 

"Por ello quienes se atienen a una interpretación clásica 

del derecho internacional no configuran el principio 

de autodctcrmi.nnc i.ón como un derecho de los pueblos, 

porque en su opinión el orden internacional no tiene 

como desti.nRtm~i.os a "los pueb1 os si no n los Estados sobera-
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nos e independientes: de ser un principio jurídico, el 

rrinc:i.pio de 1.fl .1utodctermln:ición no es un derecho ele 

l.os pueble,:;, :dno 11n deber ele lo:; l·:stndos." (265) 

Del propio enunciado del princ1.p1.o de igualdad 

de derechos y de libre determinación de los pueblos puede 

.deducirse que éstos, estén o no constituídos en Estados, 

hayan o no alcanzado el carácter de nación, son los ti.tula­

res de la igualdad de derechos y del derecho a la. libre 

determinación. Ello también se desprende de los trabajos 

preparatorios de la Carta de las Naciones Unidas que 

al· referirse al párrafo 2 del artículo 1 de la Carta, 

párrafo en que se enuncia el principio, el inf arme del 

Comité I de la Comisión I de la Conferencia de San Francis-

. co, observó que el p.ropósi to del párrafo 2 es proclamar 

la igualdad de derechos de los pueblos y, por consiguiente, 

su derecho a la libre determinación. Se desprende de 

que en la Carta, la igualdad de derechos se extiende 

a las naciones, a los Estados y a los pueblos. (266) 

2. El Estado como titular 

Al respecto la resolución sobre Principios 

de Derecho Internacional referentes a las Relaciones 

de Amistad y Cooperación entre los Estados, de conformidad 

a la Carta de las Naciones Unidas, consideró este derecho 

dentro de esos princ1.p1.os y determinó que, por consiguien,te, 

se aplican a las relaciones jurídicas entre Estados, 

originando para éstos derechos y deberes. (267) 

Este derecho es aplicable en el caso de los 

pueblos independientes, en sus relaciones mutuas y, respecto 

de ellos, su ejercicio significa que se salvaguarda la 

libertad de acción de cada Es fado. En el caso de los 

pueblos que constituyen Estados, el respeto de este princi­

pio es una prolongación de los derechos y deberes fundamenta 

les de los Estados derivados de los otros principios 

de derecho internacional 

de amis tnd y cooperaci6n 

referentes a las 

entre los Estados. 

relaciones 

Puesto que 
~r• npl lc-11 :t ln:1 1·<-l:icln11<-:: ,•111 n· r-nron, c•I pi-1.nclpl.o 
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... 

de la igualdad soberana y de la libre determinación de 

los pueblos obliga, como indica claramente la Cart:a, 

así como las declaraciones y resoluciones de las Naciones 

Unidas, a todos los Estados. Crea derechos y deberes 

entre los pueblos que se han constituído en Estados indepen­

dientes, derechos y deberes que forman parte del derecho 

internacional. En el contexto de las relaciones entre 

los Estados, en particular, el principio implica, por 

ejemplo, la obligación según la cual los Estados • no deben 

impedir el ejercicio del derecho a la libre determinación 

por parte de la población de otro Estado o actuar en 

forma incompatible con el ejercicio de ese derecho por 

esa población. ( 268) 

Los Estados, es decir, los pueblos constituídos 

en Estados, son titulares de la igualdad de derechos 

y del derecho a la libre determinación y no pueden verse 

privados de él por haber formado un Estado independiente, 

lo cual significa que esos pueblos tienen libertad para 

elegir sus instituciones, dirigir libremente sus· as'tintos 

.i.ntcrnos y cxtc1:-nos y l.ogi-:11- su ·c1cs:.1rrollo cconóm:!-co, 

social y cultural. El ejercicio de la libre determinación 

tiene como fin conseguir la plena soberanía y la independen­

cia total, y todos los Estados deben esforzarse en que 

después de ejercer ese derecho, los pueblos puedan elegir 

vivir bajo un régimen que sea verdaderamente soberano 

y plcnnmcnt~ Lnclcpcndi.cntc, y:1 q11P sé)l o en ese cnso se 

alcanzaría el objetivo de la igualdad soberana de los 

Estados. La aplicación de es te principio es un factor 

esencial para el desarrollo económico, político y cultural, 

y su respeto es una condición esencial para el progreso, 

ya que implica que tocios los pueblos constituidos en 

Estados tienen derecho a decidir su propio destino sin 

injerencias externas, sobre la base de la expresión libre 

y auténtica de su voluntad. La Conícrcncia de San Francisco 

consideró este elemento esencial del principio de ltbre 

determinación. (269) 

En general, la libre determinación no se consigue 

tÍni.camentc, mcd i nntc ln conrpti s r:-n. de la ,independencia 
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política e incluso en ese campo debe seguir ejerciéndose 

permanentemente. La independencia política es imposible 

sin independencia económica y ésta implica que el Estado 

debe controlar sus recursos naturales. 

La igualdad de derechos y el derecho a la libre 

determinación no constituye una 

sólo en el caso de los pueblos 

reivindicación válida 

aun su independencia, sino 

que 

también una 

no han conseguido 

necesidad absoluta 

de los pueblos que se han constituido en Estados soberanos 

e independientes, para que puedan organizar su vida a 

su gusto, según su idiosincrasia y elección. (270) 

C. Libr.e d0tr.rmi.nnc:Íém del si.sl"rmn político 

En la Carta de las Naciones Unidas 

que 

los 

se 

una disposición sobre el contenido 

pueblos a la libre determinación en la 

trata del artículo 76 relativo al 

de 

no hay .más 

derecho de 

esfera poli tica, 

objetivo básico 

del régimen de administración fiduciaria y en especial 

al "gobierno propio o la independencia" de los habitantes 

de los territorios sometidos a fideicomisos. (271) 

Esto tambi~n ha sido recogido en los Pactos 

Internacionales de Derechos Humanos y en la Declaración 

sobre los principios de Derecho Internacional referentes 

a las relaciones de amistad y cooperación entre los Estados 

en conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, ésta 

contiene disposiciones en v·ir1·11d rlr lns cunlcs "cada 

Estado tiene derecho a elegir y llevar adelante libremente 

su sistema político". 

La "condición política" que cada pueblo tiene 

derecho a determinar libremente en virtud de la igualdad 

de derechos de los pueblos y de su derecho a la libre 

determinación, comprende tanto el estatuto internacional 

como la condición política interna. Por consiguiente, 

la aplicación del principio ele la igualdad de derechos 

y de la libre determinación de los pueblos en la esfera 

polftiea presentan dos aspectos igualmente importantes. 
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l•:I p1:l111p1·0 L'i; t•I dp1·1·clto <11• lo:; p111 .. !hlos a dcterm.l.nnr 

su estatuto internacional, su derecho a la independencia, 

y el derecho a decidir por sí mismos su destino en la 

comunidad internacional. El segundo es el derecho de 

los pueblos a elegir y llevar adelante libremente el 

sistema político interno que prefieran y que, según ellos, 

corresponda a 

E:1 derecho de 

sus 

los 

aspiraciones y objetivos, p0líticos. 

sí mis.roo 

autonomía 

pueblos a determinar 

su ·estatuto internacional implica tanto 

interna como 1.n independencia exterior. 

por 

la 

Esta última 

es el result:1do del derecho ele 1 os pueblos n disfrutar 

de la condición jurídica internacional que corresponde 

a la soberanía. Tanto el derecho a determinar el estatuto 

internacional como el derecho a • elegir y llevar adelante 

un sistema político interno deben ser aplicados libremente 

por los pueblos, como única vía mediante la cual p4ede 

obtenerse la igualdad de derechos de los p~eblos; en 

este sentido, el control extranjero ejercido sobre -un 

pnís y un pueblo obstacull2a su derecho a la libre determina 

ción y retrasa necesariamente su progreso. (272) 

1. Determinación del Estatuto Internacional 

Los medios de ejercer este derecho se han definido 

de la manera más completa en la Declaración sobre principios 

de Derecho Internacional referentes a las relaciones 

de amistad: "El establecimiento de un Estado soberano 

e indepencl Lente, la libre asociación o integración con 

un Estado independiente o la adquisición de cualquier 

otra condición política libremente decidida por un pueblo 

constituyen formas de ejercicio del derecho a la libre 

determinación de ese pueblo". 

Mediante el ejercicio del derecho a la independen­

cia, cuando un puc blo es tél ble ce su propio Estado soberano 

e independiente, accede al beneficio de la igualdad soberana 

y de los demás principios de Derecho Internacional en 

materia de amistad y cooperación entre los Estados. 
P.:.r·n rr1 _j111:I :11111•111 ,. 1 e, qtu• i.;c• cl1•cl11ct• tl1• 1 n C:111·u1 en su 

artículo 70: "El régimen de administración fiduciaria 
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no se aplicará a territorios que hayan adquirido la calidad 

de miembro <le las Naciones Unidas, cuyas relaciones entre 

sí se basarán en el respeto del principio de la igualdad 

soberana". Por consiguiente, la igualdad soberana- de 

los Estados es una prolongación del derecho de los pueblos 

a la independencia. En virtud de la igualdad soberana 

de la que disfrutan todos los Estados, éstos tienen iguales 

derechos y deberes y son miembros en pie de igualdad 

de la comunidad internncional, él pesar ele las diferencias 

que existan en el plano social, económico, político o 

de otra índole. Los demás elementos de la igualdad sobera­

n.1, tnl como han sido clcfi.ni.clos en la Declaración relativa 

a las relaciones de amistad, son aplicables también a 

los pueblos constituidos en Estados, es decir, que: 

a) Los Estados son iguales jurídicamente; 

b) Cada Estado goza de los derechos inherentes a la plena 

soberanía; 

c) Cada Estado tiene el deber de respetar la personalidad 

de los demás Estados; 

d) La integridad territorial y la independencia política 

de cada Estado son inviolables; 

e) Cada Estado tiene derecho. a elegí r y llevar adelante 

libremente 

y cultural; 

su sistema político, social, económico 

f) Cada Estado tiene el deber de cumplir plenamente y 

de buena fe sus obligaciones ínternacionRl.es 

vlvJ.r P11 p11z co11 lo:~ demiis. (:.!./'!) 

y de 

El derecho de los pueblos a la libre determinación 

constituye pues, la base de la soberanía del Estado, 

puesto que la soberanía es la consecuencia de la realización 

del derecho de los pueblos a la libre determinación, 

del derecho a organizar su vida interna según su voluntad. 

Es imposible concebir las relaciones en la comunidad 

internacional sin el respeto de los derechos soberanos 

de las nnci.ones y de los ruo.hl os. La violación de su 

derecho a la independencia constituye un grave ataque 

a su personalidad y a su existencia misma, una forma 

de sujeción que tiene serias consecuencias en el plano 
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internacional, puesto que todas las violaciones al derecho 

a la independencia y la soberanía de los Estados representan 

violaciones al derecho internacional y amenazas para 

la paz y la seguridad internacionales. Actualmente se 

estA ante una vigorosa afirmaci6n del derecho de los 

pueblos a su independencia. 

Proceso en que el respeto a la independencia 

de los pueblos y de la soberanía de los Estados es condición 

fundamental para el mantenimiento de la paz y para el 

desarrollo de la cooperación internacional. (274) 

2. El Derecho de los Pueblos a Elegir y Desarrollar su 

·Sistema Político Interno. 

El principio de la igualdad de derechos y de 

la libre determinación de los pueblos entrafia, en, el 

caso de los pueblos organizados en Estados independientes, 

el derecho de tomar , sus propias decisiones sobre lo que 

debe ser su sistema político, económico, cultural y social. 

Todos los pueblos tienen el derecho a adoptar las institu­

ciones poli ticas, sociales y económicas que deseen, derecho 

a decidir su propio destino, a elegir su propia forma 

de gobierno, a formular sus objetivos políticos, su sistema 

y sus programas sin ninguna presión, sea esta directa 

o indirecta, interna o externél. Este aspecto del principio 

mantendrá siempre su valor, puesto que si un pueblo 

que ha obtenido su independencia se ve privado luego 

de la libre determinación interna, el principio quedaría 

minado por la base. Cabe hacer notar que este aspecto 

de la libre determinación no está comprendido directamente, 

ni en su esencia ni en su funcionamiento, en el derecho 

internacional y que cada Estado es el único que tiene 

derecho a decidir- esta esfera, sin ninguna injerencia 

exterior. Este aspecto del principio abarca, en el caso 

de cada Estado, algunos derechos a saber: el derecho 

a adoptar el sis tema poli tico, económico y social que 

mejor le convenga, el derecho a adoptar el sistema jurídico 

que desee, ya sea en materia de derecho constitucional, 

administrativo, internacional privado o cualquier otra 
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forma de derecho, sin más 1.lllll la clones que el 

a los derechos humanos; el derecho a dar a su 

respeto 

política 

exterior la forma que crea necesaria, incluido el derecho 

de concebir, modificar y denunciar tratados internacionales, 

sin más restricción que las resultantes de las normas 

del derecho :f.ntcrn:.1c.ionnl gencr1.1 Lmentc 

derecho a disponer con entera libertad 

nacionales y de sus recursos naturales, 

propios intereses. (275) 

acepto.das; el 

de sus riquezas 

conforme a sus 

Carrillo Salcedo (276), sostiene que: "ya no 

es posible, por tanto, considerar el principio de la 
libre determinación de los pueblos como un postulado 
filosófico, un principio moral o una aspiración política, 

ni afirmar que, en su actual imprcsición, nacida de la 
presión ele factores políticos, el derecho de los pueblos 

a disponer de 
,. 

mismos representa modo alguno Sl. no en 

un principio de derecho internacional." 
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C A P I T U L O I I 

EL CASO DE GRENADA - 1983 

I. LOS HECHOS 

A. Antecedentes Generales 

Grenada es un micro l~stado en el sur este del 

Mar Caribe. Está ubicado aproximadamente a 1. 600 millas 

de Estados Unidos. Posee un territorio de 133 millas 

cuadradas y una población de 110.000 habitantes. (277) 

·Grenada es una de las siete pequeñas naciones 

islas del Caribe que comparte una cultura y un bagaje 

político comGn y est&n asociados estrechamente dentro 

de la Organización de Estados del Caribe Oriental (OECO), 

formado por Grenada, Antigua Barbuda, Dominica~ Montserrat, 

St. Christopher-Nevis, St. Lucia, St., Vincent y las 

Grenadinas; esta organización fue formada en 1981 a fin 

de aumentar la cooperación regional. (278) 

Debido a sus tamaños pequeños y su bagaje común, 

estas siete naciones comparten un mercado común, una 

moneda común y algunas funciones administrativas, diplomáti­

cas, judiciales y de defensa dentro del marco de la OECO. 

Grenada obtuvo su independencia de Gran Bretaña 

en 1974 y se estructuró bajo un sistema de gobierno parlame~ 

tario. (279) 

En marzo de 1979, Maurice Bishop derrocó a 

Sir Eric Gai ry por medio de un incruento golpe de estado, 

su gobierno revolucionario popular expandió los servicios 

sociales y, nl menos lnlclalmente, parecía tener base 

de sustentación popular. Sin embargo, el régimen suspendió 

el sistema electoral y terminó con las libertades de 

prensa y política y aumentó la represión. En 1983 se 
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había suspendido el habeas corpus 

políticos; de esa época Amnistía 

evidencia de tortura a prisioneros 

a los derechos humanos. (280) 

para Los detenidos 

Internacional posee 

políticos y abuso 

Grenada, una vez obtenida su independencia, 

se transformó en miembro de la Commonwealth, del Merca­

do Común Caribeño, de la Organización de Estados Americanos 

y de las Naciones Unidas. (281) 

B. Golpe Militar, Intervención por las Fuerzas Armadas de 

los Estados Unidos y del Caribe y Establecimiento 

de un Consejo Militar Revolucionario (*)y(**) 

1. Golpe Militar: 

Mnurice Bishop, Primer Ministro de Grenada, fue d!:_ 

Los hechos han sido extraídos. fundamentalment·e 
ele Kccs í ng' s Contemporn ry J\rchieves, 198ft ,· N. 

1, vol. XXX, PP. 32614-32618, por ·lo que sólo 
se indicará cuando los hechos provengan de fuentes 
diferentes a la mencionada. 
Cronología: 
31 mayo 

14-16 
Septiembre: 

12 Octubre: 

17 Octubre: 

19 Octubre: 

20 Octubre: 

21 Oc t11hrc ... : 
2J Octubi.--e: 

2/.~ Oc tuhrc: 

Bishop arriva a Washington con el 
fin de entrevistarse con el Presidente 
Reagan, pero no es recibido por éste. 
Reunión del comí té central de Movimiento 
Nueva Joya: Coard pasa a controlar 
la política económica y Bishop continúa 
si~ndo líder del partido. 
Bishop es derrocado por Coard, hay 
informaciones que señalan esta fecha 
como 14 de octubre. 
El general Austin denuncia el derrocamien 
to. • -
Mérnifes taci.ón de 3. 000 personas en 
favor de la libertad de Bishop, hay 
enfrentamientos con resultado de muertos. 

Bishop y sus ministros son ejecutados. 
Creación del Consejo Militar Revoluciona­
rio. Solicitud a Estados Unidos para 
que intervenga. Declaración del gobierno 
cubano por la muerte de Bishop. 
Re11n Lón cfr. c'mc-rgenc in ele ln Ol~CO. 
Reunión e.le emergencia de los líderes 
caribeños. Jamaica y Barbados rompen 
relaciones con Grenada. 
Sir Gcof frey llowe niega ante la Cámara 
de los Comunes un plan de , invasión 
en el que tome pnrtc el Reino Unido. 



rrocado por un golpe de estado el 12 de octubre de 1,983. 

La acción fue llevada a cabo por una facción rival de 

Movimiento Nueva Joya ( el cual había estado en el poder 

desde 1979), dicho movimiento fue encabezado por el Diputado 

Primer Ministro, Bernard Coard, y por el general Hudson 

Austin, comandante general de las fuerzas armadas. 

A mediados de 1983 una fisura había surgido 

entre el Ejército Revolucionario del Pueblo y el Movimiento 

de 1.n Nuevn Joy,1 en rclnc i ón a estimaciones cruciales 

respecto de ln polí.t-i.cfl intcrn;i y rxtcrn;i. IHshop y 

otros ministros habían favorecido un proyecto sobre itinera-

río electoral aprovechando sus relaciones con Estados 

Unidos, mientras que la línea dura del partido, respaldada 

por oficiales del ejército, se avocaron a la reforma 

del liderazgo del partido, la extensión de las nacionaliza­

ciones, intervenciones en la economía y la política exte­

rior, alineándose más con el bloque soviético. 

(,b'(-) .- 25 Octubre: Intervención militar por fuerzas de 

27 Octubre: 

30 Octubre: 

31 Octubre: 

1. Novi.em-: 
brc. 

6 Noviem­
bre. 

9 Noviem- : 
bre. 

28 Noviem-: 
bre. 

Estados Unidos y el Caribe. 
Terminan las luchas en Saín t George 
y tropas norteamericanas toman el 
co_ntrol de la prisión de Richrnond 
Hill y de Fort Frederick. 
Captura del General Austin. 
Aclmi nis trnc i érn l{cngnn r.inuncia 
comí en7.n :1 1·pf· 1n11· sus í11crzns 
la isla. 
Captura de Bernard Coard. 

que 
e.le 

Administración norteamericana confirma 
a hospital de enfermos mentales durante 
la captura de Fort Frederick. 

Infantes de Marina norteamericanos 
desembarcan en la isla de Carriacou 
perteneciente a Grenada. 
El General Austin y Bernard Coard 
son traslac.lac.los a la prisión de Grenada, 
después de habérseles mantenido a 
bordo del "Guam". 
Creación de un Consejo Consultivo. 

El Almirante Me. 
la captura de 640 
de proyectos cubanos. 

Donald informa , de 
cubanos, así como 
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El 31 de mayo de 1983, Bishop arri vó a Washington 

con la intención de reunirse con el presidente Reagan 

para conversar en "busca de un diálogo. . . para aclarar 

personalmente las interpretaciones incorrectas que existen" 

en las relaciones entre Grenada y los Estados Unidos, 

pero en dicha ocasión sólo logró entrevistarse con Williams 

Clark, asistente presidencial para los asuntos de seguridad 

nacional. No se alcanzó ningún resultado concreto durante 

el curso de su es ta día y Bishop denunció la política 

de Estados Unidos en el Caribe. 

Señaló que existía una "búsqueda deliberada 

para excluir a nuestro país .... de los beneficios económicos 

dados a la región". Además, Estados Unidos se opuso 

sin éxito a la solicitud de Grenada al Fondo .Monetario 

Internacional para lograr un acuerdo financiero. El 

programa económico y f inariciero que acompañaba al préstamo, 

enfatizaba la necesidad de compensar el déficit del se-ctor 

público experimentado en 1982 por "elevados manejos fisca­

les" y la explotación de "un proyecto de recuperación 

de las exportaciones y del turismo". 

Con posterioridad, las diferencias entre el 

Ejército Revolucionario del Pueblo y el movimiento de 

la Nueva Joya, fueron discutidas en una reunión del Comité 

Central entre el 14 y 16 de septiembre, en ella se decidió 

por 9 votos a 1, dar a Bernard Coard el control de la 

política económica y de los asuntos de partido, aunque 

Bishop seguiría como líder del partido. Políticamente, 

la condena a la Unión Soviética por el derribamiento 

de un avión sudcoreano surgió como un punto de desacuerdo 

entre Bishop y Coard respecto de las decisiones que debía 

adoptar el Gobierno Revolucionario del Pueblo. 

El curso de los hechos condujo al derrocamiento 

de Bishop el 12 de octubre de 1983 y un informe . del 14 

de octubre sobre la situación política en la isla, reveló 

que Coard había reemplazado a Bishop quien había sido 

de pues to y arrestado. Posteriormente se supo que Coard 

había renunciado al Gobierno Revolucionario del Pueblo, 
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después que había c::irculado un rumor planteado por Bishop, 

de que él y su esposa Phyllis habían conspirado para 

matarlo. 

El 16 de Octubre, Coard había sido reemplazado 

en su cnlic.l:.ic.1 de mlnistro de [111:rnzns, comercio, industria 

y planificación por Victor Nazim Burka, un funcionario 

civil. Ese mismo día fue emitida una prolongada declaración 

por el mayor Luam Cornwall, embajador en Cuba, criticando 

al Primer Ministro y advirtiendo que el ejército "no 

toleraría ninguna manifestación contra la revolución". 

Esta declaración fue hecha en respuesta a una larga demostr~ 

ción sostenida en los días precedentes, en apoyo a Bishop, 

organizada por el Ministro d_e Justicia, agro industrias 

y pesquerías y procurador general. 

El 17 de Octubre el general Austin anunció 

que Bishop había sido removido del Comité Central del 

Partido por haber disgregado al partido y a la revolución" 

y que había sido colocado bajo arres to. Agregó que la 

división del partido había sido mantenida en secreto, 

porque era "vital mantener la apariencia de unidad a 

toda costa". El ejército también tuvo en custodia a 

la Ministra de Educación, Juventud y Asuntos Sociales, 

al Ministro ele Asuntos Exteriores y Turismo, al Ministro 

de la Vivienda y a los líderes de la Unión Comercial. 

El Ministro de Educación dijo que esto constituía únicamen­

te "un asunto interno del partido" que no interesaba 

a nadie más y prohibió a los corresponsales extranjeros 

fotografiar la isla. 

El 19 de octubre una multitud de 3. 000 personas 

marchó a la barraca donde los seis estaban detenidos, 

requiriendo su libertad, pero fueron rechazados y como 

resultado del enfrentamiento murieron al menos 17 personas. 

Sin embargo, es ta cifra no está clara, ya que hay fuentes 

que señalan hasta 2.000 muertos. Aunque el ejército 

informó que Bishop y otros ministros murieron durante 

el intercambio de fuego, la mayoría de los reporteros 

denunciaron que ellos habían sido ejecutados por una 
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escuadra y que muchos manifestantes habían sido muertos 

cuando los soldados abrieron fuego sobre ellos; las 

autoridades militares declararon entonces 96 horas de 

toque de queda con la orden de que cualquier violación 

de éste podría dispararse a matar. 

El 20 de Octubre fue creado el Cpnsejo Militar 

Revolucionario, presidido por el general Austin e integrado 

por los tenientes coroneles Huber Lyne y Lean James y 

el mayor Cornwall. El Consejo Militar Revolucionario 

dio repetidas ganmtíns de quP 1 n s0p;11r-i rlnd de los c~xtrnnjc­

ros en la isla sería respetada y acto seguido limitó 

el toque de queda, abriendo el aeropuerto de Punta Salinas 

y permitiéndoles marcharse. Sin embargo, en relaoión 

con este último punto hay discrepancia, puesto que el 

gobierno norteamericano en dichn ocasi6n manifest6 -~ue 

el • Consejo Militar Revolucionario no abrió el aeropuerto 

para permitir una salida libre de los extranjeros. (282) 

Conocido el asesinato de Bisho, éste provocó 

una amplia condena, y es así como el mismo 20 de octubre 

el gobierno cubn no cml. tió una e.lec 1.a •~ación en la que expresa­

ba "nuestras relaciones políticas con las nuevas autoridades 

de Grenada tendrán que sujetarse a serios y profundos 

análisis", ya que "ninguna doctrina, ningún principio 

ni posición proclamada como revolucionaria -y ninguna 

división interna- puede justificar los métodos salvajes 

como la eliminaci6n de Maurice Bishop y el sobresaliente 

grupo de líderes honestos y morales que murieron." (283) 

2. Intervención Militar: 

El 23 de octubre, en una reuni6n de emergencia, 

los líderes del Caribe y Jamaica y Barbados, anunciaron 

que ellos habían roto relaciones con Grenada y se decidió 

que Grenada debía ser suspendido como miembro del CARICOM 

y que todos los tratos debían continuar con Sir Paul 

Scoon, el gobernador general, pero no con el Consejo 

Militar Revolucionario y que los lazos aéreos y marítimos 

serían cortados hasta que éste se comprometiera a retornar 
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a la autoridad civil. 

En los días 

acerca de una posible 

especialmente el 21 de 

tarea naval de Estados 

siguientes hubo muchos rumores 

intervención militar 

octubre cuando las 

Unidos incluyeron el 

a Grenada, 

fuerzas de 

barco de 

asalto Guam y se permitió a la fuerza 

portaviones Independencia, el que habla 

destinado al servicio en El Líbano. 

aérea llevar el 

sido originalmente 

Este fue dirigido 

ostensiblemente para una posible evacuación de ciudadanos 

norteamericanos. 

El 24 de octubre Sir Geof frey Howe, Secretario 

de Estado brit~nico para 

Commonwealth, aseguró a la 

asuntos extranjeros y ele la 

Cámara de 

el Reino Unido y Es ta dos Unidos no 

para una invasión. Ese 

norteamericanos fueron desembarcados 

mismo día 

Lucia, St. Vincent y las Grenadinas. 

los Comunes, que 

tenían ningún plan 

infantes de marina 

en Barbados, St. 

El 25 de Octubre la operación norteamericana 

"Furia Urgente" comenzó en las primeras horas de la mañana, 

cuando 1. 500 miembros de la 32 División Aerotransportada 

y 400 infantes de marina desembarcaron en la isla; también 

desembarcó un pequeño contingente de tropas de los Estados 

caribeños. La intención de la operación era tomar el 

control de las cadenas de radio y televisión vitales 

para la comunicación, garantizar la seguridad de varios 

cientos de estudiantes de medicina norteamericanos y 

entregar el control a una fuerza de 500 soldados ·y policías 

de Jamaica, Barbados, Dominica, Antigua, St. Lucía, St. 

Vincent y las Grenadinas. Un contingente de 300 soldados 

de esos países invadieron Grenada, pero poco tiempo después 

Montserrat y St. Kitts-Nevis tuvieron que retirarse del 

compromiso por tecnicismos legales. 

La operación de Estados Unidos se encontró 

con la resistencia de 1.500 miembros del Ejército Revolucio­

nario del Pueblo y muchos de los trabajadores cubanos 

que tomaron las armas después del desembarco y de los 
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cuales fueron apresados 600 según lo manifestado ·por 

el presidente Reagan en su discurso de 2 7 de octubre 

(284). Las fuerzas norteamericanas fueron r&pidamente 
reforzadas con un contingente rlc m~s rlc 5.500 personas. 

Los reportajes noticiosos fueron prohibidos 

por las fuerzas norteamericanas. 

El 27 de octubre 

Georg e ( la capital) , cuando 

termin6 la lucha en ·Saint 

se tomó el control de. la 

prisión de Richmond Hill y del complejo de Fort Frederick 

( al noreste de la ciudad), aunque focos de resistencia 

sobrevivieron nota-blemente en la isla de Carriacou ( 30 

Km. al norte de la isla principal); dos compañías de 

infantes de Estados Unidos desembarcaron en dicha isla 

el 1 de Noviembre, pero fré1casaron en su intento de encon­
trar evidencia de escondite de armas y soldados cubanos 

y grenadinos que ellos esperaban. 

El 31 de-octubre l:i ndministración Rcagan confirm6 

que durante la captura de Fort Frederick la fuerza aérea 

norteamericana había bombardeado un hospital de enfermos 

mentales, aparentemente sin saber de su status civil 

y creyéndolo "un área militar ocupada por las fuerzas 

de Grenncla". 

Algunos de los luchadores más furiosos tomaron 

el aeropuerto ele Punta Salinas, donde jets corsarios 

A-7 de Estados Unidos llevaron a cabo violentas incursiones 

de bombardeo, venciendo la resistencia de trabajadores 

cubanos. 

3. Otros antecedentes de la acción: 

El 28 de octubre, el almirante Wes ley Mac Donald, 

comandante de las fuerzas de tarea norteamericanas, dijo 

que 640 cubanos habían sido capturados y que habían· 

sido descubiertos documentos sugiriendo que Cuba había 

estado preparando una futura invasi6n a la isla con 6. 800 

personas y que se había establecido una base de adiestramien 
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to en Calvigny (aproximadamente 4 km. al este de Punta 

S¿1J.1.nt1s). E:1. p1~cBl.c.lcnte Rcagun aflrmó aclemlis, que se 

poseían fotografías de almacenes de equipos militares. 

Aunque el gobierno norteamericano había afirmado 

originalmente que había 1. 500 cubanos estacionados en 

la isla, el Departamento de Defensa afirmó que la figura 

real estaba brutalmente dada por la autoridad de 784 

cubanos. Los cubanos por su parte, arguyeron· que 40 

de ellos eran asesores militares. La presencia de cubanos 

formaba uno de los motivos de la acción militar de Estados 

Unidos y en la explicación del presidente Reagan respecto 

a la decisión de intervenir dijo que "lejos de ser una 

isla paradisíaca", Grenada er.1 en el hecho "una colonia 

soviético-cubana que se es taba preparando para convertirse 

en un importante bastión militar para exportar el terror 

y minar la democracia", agregando que en su opinión 

"llegarnos en el momento preciso". ( 285) 

El general Austin y Bernard Coard fueron hechos 

prisioneros por las fuerzas norteamericanas el 30 y 31 

de octubre res pee ti vamente y fueron mantenidos a bordo 

del barco Guam, antes de ser transferidos a una prisión 

en Grenada el 6 de noviembre. Muchos grenadinos habían 

sido detenidos por soldados norteamericanos, quienes 

establecieron una base militar en Punta Salinas, donde 

1.130 personas relacionadas con el Ejército Revolucionario 

del Pueblo o la milicia ( la mayoría de los cuales se 

habían rendido bajo un acuerdo de amnistía), fueron brevernen 

te detenidos. 

MAs tarde se revel6 que se habían levantado 

celdas especiales allí, las cuales eran conocidas como 

"cajas de dulces", porque a pesar de estar en ellas totalmen 

te confinados, las celdas estaban abiertas a la luz del 

sol. Cuando la base fue cerrada el 15 de noviembre, 

140 prisioneros fueron liberados y los 40 restantes fueron 

trnsladados n Ri.chmoncl Ilill. 

La estimación oficial de bajas norteamericanas 
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al 31 de octubre, fue de 18 muertos, 86 heridos y un 

desaparecido, pero otras fuentes posteriores señalan 

cifras superiores. El gobierno aclmi tió el 9 de noviembre 

que 42 soldados habían muerto y 603 estudiantes de medicina 

habían sido evacuados. 

El número de muertos cubanos y grenadinos fue 

difícil de establecer. El gobierno cubano di jo el 4 

de noviembre que se sabía que de 784 personas estaban 

vivas 679, 2 en un hospital de Puerto Rico, 38 desaparecidos 

y 27 muertos. Sj_n embargo, el Departamento de Defensa 

de Estados Uní.dos informó que 59 "soldados enemigos" 

lrnbían muerto y que más de 5 7 es ta bnn heridos, mientras 

que el mayor general Norman Schwarzkopf,' cqmandante de 

la operación "furia urgente", informó que 60 grenadinos 

y 71 soldados cubanos habían muerto. 

La confusión adicional fue causada por John 

Huges, vocero jefe del Departamento de Estado de Estados 

Unidos, quJ.en in [ormó que en una fosa común descubierta 

en la isla había 150 cuerpos, incluyendo los cue!pos 

quemados y decapitados de Bishop y sus ministros. El 

personal de la Embajada de Estados Unidos en Grenada 

negó haber hecho algún descubrimiento respecto a esto 

y, más tarde, el 7 de noviembre el Departamento de Estado 

emitió una declaración en la que se señalaba que los 

rumores respecto a la existencia de una fosa común no 

podían ser confirmados. Más tarde el mismo Huges admitió 

que había habido un mal entendido,. pero oficiales en 

la isla confirmaron que los cuerpos de Bishop y sus minis­

tros hab.Can sido encontrados. Las • autoridades militares 

clasificaron 42 cuerpos como cubanos 

a ese país, pero en La Habana se dijo 

nacionales cubanos, y se envió el resto 

de regreso a Grenada. 

y los regresaron 

que sólo 2.!~ eran 

de los cuerpos 

Las informaciones del gobierno norteamericano 

dan cuenta además, del hallazgo de tratados secretos 

con U.R.S.S., Corea del Norte y Cuba, en los cuales se 
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le suministraba asistencia militar a Grenada, se informó 

que uno de los tratados con la U.R.S.S. databa de octubre 

ele 1980. 

C. IUementos Jurídicos del Caso: La solicitud de los 

líderes Caribeños X del Gobernador General de Grenada 

para intervenir y las Alegaciones de Estados Unidos. 

cia e.le la Ol~CO, en la que se discutió la situación de 

Grenada y se decidió tomar las acciones apropiadas bajo 

las estipulaciones del tratado de la Organización concernien 

te a la defensa y seguridad de la subregión. 

En declaración emitida el 25 octubre la OECO 

expresó su ansiedad sobre "la expansión militar y la 

acumulación de armas en Grenacla en unos pocos años, lo 

cual había creado una situación de desproporción de fuerzas 

militares", lo que planteó una seria amenaza a la seguridad 

de los países de la OECO y a sus otros Estados vecinos. 

Una vez producida la acción, los líderes Caribeños 

expusieron sus 

internacionales: 

son: 

alegaciones 

la OEA y 

principalmente en dos foros 

las Naciones Unidas, ellas 

a) Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas: 

Este se reunió a solicitud del representante de Nicaragua, 

por nota de 25 de octubre de 1983 y en el intervinieron 

los representantes de St. Lucia, St. Vincent y· las Grenadi­

nas. ( 286) 

El representante de St. Lucía expuso que su 

gobierno había acordado participar en una fuerza multinacio­

nal pnn1 remover Lo r¡uc le p:1n'c.:i6 una amenaza para su 

seguridad, basándose en el artículo 51 de la Carta que 

autoriza tales medidas. 

Señaló que internacionalmente 

respecto a los siguientes puntos; 

existía acuerdo 



- 133 -

1. l.n :;I 1·11:1~lílll el,· i11cc·1-1 i<l11111bn', el quLcbrc 

de ln ley y el orden en Grenada. 

2. El objetivo de todos de retornar a· la normali­

dad en Grenada. 

3. Todos los países tienen derecho a la autodeter­

minación y a la seguridad territorial. 

Sin embargo, existe desacuerdo respecto a: 

1. ¿C_uándo cómo país defiende .. y un se a Sl. 

1111:imn'? 

2. ¿Quién determina qué es una amenaza para 

la seguridad de un Estado? 

3, ¿Qué actos son en nombre del pueblo? 

Agreg6 que· el Gobernador General de Grenada 

cuya autoridad ejecutiva descansaba bajo la sección 57 

ele la Constitución de Grena<la había hecho una petición . 

formal de la OECO, de la cual Grenada es miembro, para 

remover lo que él consideraba como una amenaza a su pueblo 

y a la subregión. 

La OECO, por su parte, consideró que su acción 

sólo r.emovió la amenaza representada por los trabajadores 

cubanos en la isla y por la ampliación del aeropuerto 

de Punta Salinas. 

Saint Vincent y las Grenadinas justificaron 

la ucci.ón como "una asistencia huma ni ta ria basada en 

principios de moralidad y altruismo, debido a la situación 

reinante en Grenada". 

b) Consejo Permanente ele la Organización de 

Estados Americanos: En sesión protocolar de 26 de Octubre 

de 1983 (287), la Primera Ministra de Dominica y Presidenta 

de la OECO, señora Eugenia Charles, expresó las justificaci~ 

nes de la OECO para intervenir. Los fundamentos expresados 

por ella se pueden resumir así: 

l' reocupaclón por la péru ida de vidas en Grenada, 



las injurias cometidas y el deterioro general del orden pú­

blico en la isla a lo que se le une la imposición de 

un drástico tor¡uc de r¡ueda. /\ esto :igregó la brutalidad 

y rudeza del régimen y el aumento desproporcionado de 

la capacidad militar de Grenada en relación con los otros 

países miembros de la 0EC0. 

Las disposiciones contenidas en el artículo 

8 del tratado que creó la 0EC0, relativas a la defensa 

y a la seguridad en la subregión sirvieron de base a 

los gobiernos miembros de la organización para llevar 

a cabo la acción, dado que la situación existente socavaría 

la estabilidad política, social y económica de la subregión 

y tendría consecuencias extremadamente 

la preservación de la paz. 

peligrosas para 

Al requerimiento de ayuda realizado por la 

OECO acudieron Jamaica, Barbados y Estados Unidos. 

La intención de los gobiernos participantes 

fue que una vez eliminada la amenaza, el Gobernador General 

de Grenada, quien solicitó la ayuda, sería invitado a 

asumir la autoridad ejecutiva en Grenada de acuerdo con 

la Constitución ele 1973. l'rctcndiéndosc de esta forma 

restablecer y mantener la ley y el orden del país y retirar 

la fuerza multinacional una vez que eso hubiere ocurrido. 

En la sesión extraordinaria del Consejo Permanente 

de la 0EA ( 288), la representante suplente de Dominica 

reprodujo lo declarado por la señora Charles y los represen­

tnntcs ele Ant i.g11,, y B:1 rhuda y S:1 i nl· Vi ncC:'nt y l.,s Crcnad-L­

nas, señalaron que la Primera Ministra de Domínica en 

su calidad de presidenta de la 0EC0, había hecho ya una 

declaración acerca de la acción multinacional y el represen­

tante de Saint Lucía señaló que la ac.ción era además 

consistente con lo estipulado en el artículo 51 de la 

Carta ele las Naciones Unidas. 

Por su parte, el representante de Barbados 

señaló que la situación imperante en Grenada era contraria 
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a la democracia y a los derechos humanos, y • además, el 

aumento de la capacidad militar de Grenada ponía en peligro 

la paz de la región. Teniendo en cuenta es to, Barbados 

respondió favorablemente a la solicitud de los miembros 

de la organización del Caribe Oriental. 

Jamaica expresó que su participación- en la 

fuerza multinacional tuvo como fundamento la· solic±tud 

de la OECO y teniendo en cuenta la situación imperante 

en Grenada, y que si bien Jamaica respeta los principios 

de no intervención, de integridnd territorial, de inviolabi­

lidad del territorio del Estado y de • la libre determnación 

de los pueblos, también tiene un alto respeto y considera­

ción por los derechos humanos. 

Es importante as1mismo, tener en cuenta las 

alegaciones ofrecidas por los representantes de Grenada. 

En esa oportunidad el representante de Grenada, en parte 

de su expqsición, leyó un télex enviado a la Embajada 

de Estados Unidos en Barbados, de 24 de octubre de 1983, 

y en el cual se manifiesta que existe conocimiento por 

parte del gobierno de Grenada de que Estados Unidos y 

otros Gobiernos del Caribe están preparando una acción 

en contra de su país y la rechazan por las consecuencias 

que acarrearía en término de vidas humanas y por constituir 

una intervención mediante el uso de la fuerza en los 

asuntos internos de un país soberano e independiente. 

Este télex fue leído como refutación a las alegaciones 

del gobierno de Estados Unidos, las cuales sostuvieron 

una carencia de comunicación entre ambos gobiernos como 

justificación para su participación en la fuerza multinacio­

nal. 

Respecto a la existencia de una amenaza para 

las vidas de los estudiantes de medicina norteamericanos, 

uno de los representantes sostuvo que ésto no era efectivo 

y se apoyó para ello, en las declaraciones de los mismos 

estudiantes y en J.c1 'del Cc1nci. l.1 cr c]p la Universidad de 

Saint George. 
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Rech:1z(> nclernfis, 1 :t p;1 i-L i.c i.pi!c:.l6n ~stados 

Unidos basada en el artículo 8 del Tratado de la OECO, 

ya que éste se refiere sólo a los miembros y· Estados 

Unidos no tiene esa calidad. 

Por otra parte, la acción violó el artículo 

18 de la Carta ele la OEA, según la cual ning(m Estado 
Cl r,r1i¡1n d,· ,,: : ; ' :1111 ) : ; 1 l 1•1H• cf 1 • 1 • 1 • 1 • ft1 l ;( l 11l.P1·vt•11l 1.-, dlrecLu 

o indirectnmcntr, ror ctrnlCJllirr rnztm, en los asuntos 

internos o externos de otro Es tndo. Prohibiendo no sólo 

el uso de la fucrzu, slno cualquier otra forma de interferen 

cía. 

También violó el artí.culo -20 de la Carta que 

estRhlece lR inviolnhilirlad del Estado y 

prohibe la ocupación militar, aun temporal, u otras medidas 

de fuerza cualquicr:1 sean las b.:iscs. 

Por todo ello, calificó la acción como una 

flagrante violación a su soberanía e independencia. 

1-:s tac.los IJnidos, por su pa rtc, expresó sus argumen­

tos a través del presidente Reagan, tanto en su carta 

al Congreso de Estados Unidos como en discursos, por 

la embajadora Kirkpatrick ante el Consejo de Seguridad 

de Naciones Unidas, por el embajador Midendorff ante 

el Consejo Permanente de la OEA, y por el Secretario 

de Estado George Schultz y otros personeros. (289) 

Las alegaciones de Estados Unidos se fundaron 

básicamente en tres argumentos: 

1. Proteger a los ciudadanos norteamericanos 

en la isla, debido a la atmósfera de incertidumbre existente 

como resultado ele la ejecución del Primer Ministro Bishop 

y ele miembros ele su gabinete, el cierre del aeropuerto 

y un toque de queda extremadélmente riguroso. Además 

se había impedido el. ingreso ele oq~anizaciones humanitarias 

n ln isln. 
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2. Facilitar la evacuación de quienes desearan 

abandonar la isla, ya fueren norteamericanos o nacionales 

de otros Estados. 

3. Una petición urgente formulada por la OECO, 

Jnmaica y Barbados, para participar en una fuerza multinacio 

nal ante el "peligroso vacío de autoridad que constituía 

una amenaza sin precedentes a la paz y la seguridad .del 

Caribe Oriental". Se trataba ele una acción razonable 

y proporcionada al deterioro de la autoridad en Grenada 

y a la amenaza que esto planteaba a la paz y seguridad 

del Caribe Oriental. La acción es taba en armonía con 

los propósitos y principios de 

de la Organización de Estados 

las Naciones Unidas 

Americanos, puesto 

y 

que 

de 

los 

derechos humanos básicos que estaban en. peligro o siendo 

flagrantemente violados. 

, 
sólo la restauración de las condiciones persegu1.a 

la ley y el orden, fundamentales para el goce de 

A es to se agrega la solicitud de intervenir, 

hecha a la OECO por el r.ohcrn:Hlni- r.0.ncr:i. l de GrcnadR, 

slr Paul Scoon. 

La acción caía dentro del 

la Carta de las Naciones Unidas que 

de seguridad regional y rJentro de 

28 de la Carta de la OEA, por lo 

artículos 18 y 20 de la misma, los 

de la fuerza y la intervención. 

artículo 52 (1) de 

contempla las medidas 

los artículos 22 y 

que no violaba los 

que prohiben el uso 

Además, los Estados caribeños no son miembros 

del Tratado. de Río, por lo que el Tratado de la OECO 

que los agrupa pasa a ocupar el lugar de éste. El tratado 

de la OECO en su artículo 8 m1r-ori zn n la organización 

a "coordinar las fuerzas 

la defensa colectiva y la 

seguridad". De acuerdo a 

fue una "medida adoptada 

de los Estados miembros 

preservación de la 

es to la decisión 

paz 

de la 

para el mantenimiento 

para 

y la 

OECO 

de la 

paz y la seguridad de acuerdo con tratados existentes", 

como está contemplado en el artículo 22 de la Carta de 

la OEA. 
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dr~ un Estado es inviolable; no puede ser objeto de ocupación 

militar ni de otras mecliclas de fuerza tomadas por otro 

Estado, directa o indirectamente, cualquiera que fuere 

el motivo, aun de mancr;i tempora 1. No se reconocen las 

a_clqui s iciones terr.i. tori;i l. es o las ventajas especin l.es 

que_ se obtengan por medio de la fuerza o por cualquier 

ot-ro medio ele coacción". Consideraron también que .La 

acci6n constituía unn violaci6n a la integridad territorial, 

a la independencia y a ln igualdad soberana de los Estados. 

Se destacó asimismo la violación al principio 

que prescribe el uso de la fuerza de las relaciones int~rna­

cionales y se afirma la convicción en la necesidad clr. 1 

respeto a los medios de sol11ción pací[icn ele controvc>rsi.,~~-

Una mención separada merecen las declaraciones 

de los representantes de Chile, Costa Rica y Paraguay. 

El representante de Chile hizo un llamado n 

la utilización de los medíos pacíficos ele solución ele 

controversias y manifestó el rechazo n la fucr;::a ,.. .1 

la intervención, pero al mismo tiempo consideró la sitw1ciéin 

como una grave in f i. l t r:ic i ón sovi.ético-cubana que amen:17;-i hn 

la paz. 

El resprescntante de Paraguay, por 

apoyó la acción por tener como objetivo la 

de vidas humanas. 

su parte, 

protección 

Por último, el. representante de Costa Ri.cn 

deploró la situación surgida entre Grenada y Estados 

Unidos, pero no emitió otro pronunciamiento al respecto. 

Cabe destacar el llamado de todos los p,1 [ses 

al restablecimiento de la paz en la región. 

En el ámbito de las Naclones Unidas~ el. p1~oblema 

fue discutido en dos instancias: En el Consejo de Seguridad 

y en la Asamblea General. 
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En el primero de 

una resolución puesto que 

dichos foros, no se adoptó 

Estados Unidos (quien tiene 

derecho a veto), votó contra ella. A favor cte ésta votaron: 

China, Francia, Guyana, Jordania, Malta, Holanda, Nicaragua, 

Pakistán, Polonia, Unión Soviética y Zimbawe. Se abstuvie­

ron: Togo, Reino Un ido ele C:ran Bretaña e Irlanda del 

Norte y Zaire. 

del Con~ejo de Participaron en las sesiones 

Seguridad, pero sin derecho a voto: Brasil, Singapur 

y Chile, los cu:11.c.'s ('IIIÍ l i 1•1~011 su rcch¡¡zo n la utilizaci6n 

de la fuerza, a pesar de la situación existente en Grenada. 

Por su parte, la Asamblea General en su sesión 

plenaria 43, de 2 de Noviembre ele 1983 adoptó la siguiente 

resolución: 

La Asamblea General, 

CONSIDERANDO las declaraciones formuladas en 

el Consejo de Seguridad en relación con la 

situación en Grenada, 

RECORDANDO la Declaración sobre los principios 

de derecho internacional referentes a las relacio­

nes de amistad y cooperación entre los Estados 

de conformidad con la Carta de las Naciones 

Unidas, 

RECORDANDO TAMBTEN la Declaración sobre la 

inadmisibilidad de la intervención y de la 

injerencia en los asuntos internos de los Estados, 

REAFIRMANDO el derecho soberano e inalienable 

de Grenada a decidí r su propio sis tema político, 

económico y social y a desarrollar sus relaciones 

internacionales ::;1.n forma alguna ele intervención, 

injerencia, subversión, coerción o amenaza 

externas, 

DEPLORANDO PROFUNDAMENTE los acontecimiento 

ocurridos en Grenada que culminaron en el asesina­

to del Primer Ministro, señor Maurice Bishop, 

y de otras personalidades de Grenada, 

TENIENDO PRESENTE que, de conformidad con el 
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párrafo 4 del artículo de la Carta de las Naciones 

Unidas, todos los Estados Miembros están obligados 

a abstenerse en sus relaciones internacionales 

de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza 

contra la integridad territorial o la independen­

cia política de cualquier Estado, o en cualquier 

forma incompatible con los principios de la 

Carta, 

PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por la intervención 

militar que se está produciendo y decidida 

a velar por un pronto retorno a la normalidad 

en Grenada, 

CONSCIENTE de la necesidad que los Estados 

respeten invariabl~mente los principios de 

la Carta, 

1. DEPLORA PROFUNDAMENTE la intervención armada 

en Grenada, que constituye una violación abierta 

la soberanía y lo integridad 

este Estado; 

tcrri torial de 

2. DEPLORA la muerte de el viles inocentes como 

resultado de la intervención armada; 

3. EXHORTA a todos los Estados a demostrar 

el respeto más estricto por la soberanía, la 

independencia, 

de Grenada; 

y la integridad territorial 

4. INSTA a la cesación inmediata de la interven­
ción armada y a la retirada inmediata de las 

tropas extranjeras de Grenada; 

5. PIDE que se organicen cuanto antes elecciones 

libres que permi.tan al pueblo de Grenada elegir 

democráticamente su gobierno; 

PIDE al Secretario General que 

carácter de urgencia a evaluar 

proceda con 

la situación 



y que inf arme a la Asamblea General en un plazo 

de setenta y dos horas. 

El párrafo 1 fue adoptado por; 

106 votos a favor, 

8 votos en contra ( Antigua y Barbuda, Barbados, 
El Sal vaclor, Israel, Jamaica, Saint Lucía, St. Vincent 

y las Grenadinas y Estados Unirlos). 

25 abstenciones. 

El párrafo 2 fue adoptado por: 

126 votos a favor, 

5 votos en contra (Barbados, Domínica, Jamaica. 

y St. Vincent y las Grenadinas), 

8 abstenciones. 

El párrafo 3 fue adoptado por: 

142 votos a favor, 

ninguno en contra, 

1 abstención. 

El párrafo 4 fue adoptado por: 

108 votos a favor, 

9 votos en contra ( Antigua y Barbuda, Barbados, 

Domínica, El Salvador, Israel, Jamaica, St. Lucia, St. 

Vincent y las Grenadinas y Estados Unidos), 

21 abstenciones. 

El párrafo 5 fue adoptado por: 

71 votos n favor, 

23 votos en contra (Afganistán, Albania, Angola, 

Bulgaria, Bielorrusia, Congo, Cuba, Checoslovaquia, Repúbli­

ca Democrática Alemana, Guinea-Bissau, Hungría, Irán, 

República Democrática de Laos, Libia, Mongolia, Mozambique, 

Polonia, Rcp(1bli.cn /\1~abc Siri;1, Ucrania, Unión de Repúblicas 
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Socialistas Soviéticas, y Victnnm). 

L~l a bs tcnc iones. 

El párrafo 6 fue adoptado por: 

122 votos a favor, 

3 votos en contra (Israel, Reino Unido de Gran 

Brcta~a e Irlnndn del Norte y Est~Jos Unidos), 

11.~ abstenciones. 

Votada como un todo, la resolución obtuvo la 

siguiente votación: 108 votos a favor, 9 en contra y 

27 abstenciones. 

A favot·: Afgélnis tán, Argel. i.a, An8ola, Arsentina, 

Aus tra 1 ia, /\uf; tr i.n, Bal1.:1ma s , Bn hrn-i n, Rr1ng l.udcsh, Benin, 

Bhutan, Bolivia, llostwana, Brasil, Bulgaria, Birmania, 

Burundi, Bielorrusia, Cabo Verde, Chile, China, 

Colombia, Comoros, Congo, Gasea Rica, Cuba, 

Chipre, Checoslovaquia, Yemen Democrático, Dinamarca, 

República Dominicana, Ecuador, Egipto, EtiopÍ8, Finlandia, 

Francia, República Democrática Alemana, Gana, Grecia, 

Gr·enada, Guinea, Guinea Bissau, Guyana, Hungría, Islandia, 

India, Indonesia, Irán, Iraq, Irlanda, Italia, Jorda.nia, 

Kuwait, República Democrática de Laos, LesOt, Libia, 

Jarnahiriya Arabe, Madagascar, Malasia, Maldives, Mali, 

Malta, Mauritania, Mauricios, México, Mongolia, Mozambique, 

Nepal, Holanda, Nicaragua, Níger, Nigeria, Noruega, Paquis­

tán, Panamá, Papúa Nueva Guinea, Perú, Polonia, Portugal, 

Qatar, Rumania, Sao Tome anrl Principc, Arabia Saudita, 

Seychelles, Sierra Leona, Singapur, Somalia, España, 

Sri Lanka, Surinam, Suazilandia, Suecia, República Ar abe 

Siria, Tailandia, Trinidad y Tobago, Uganda, Ucrania, 

Unión de Repúblicas Social is tas Soviéticas, Erniratos 

i\r.:1bes Uni.dos, Rcpúhl Lea lTn i.dn de Tnnzanü1, J\lto Vol ta, 

UruguRy, V;inatu, Venc~uela, Viotnnm, Yemen, Yugoslavia, 

Zambia, Zimbawe. 

En contra: Antigua y Barbuda, Barbados, Domínica 

El Salvador, Isn1cl, .Jamaica, Saint Lucí.a, Saint Vincent 
'\ 
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y las Grenadinas, Estados Unidos de Am~rica. 

Abstenciones: B~lgica, R~lice, Canadá, Repfiblica 

Central Africana, Chad, Guinea Ecuatorial, Fiji, Gambia, 

Repfiblica Federal de Alemania, Guatemala, I-Iai tí, Honduras, 

Ivory Coast, Japón, Luxemburgo, Malawi, Nueva Zelandia, 

Paraguay, Filipinas, Samoa, Islas Salomón, Sudán, Togo, 

Turquía, Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del 

Norte, República Unida del Camerún, Zaire. 

2. Posición de la doctrina: 

a) Tesis que consideran la acción como contraria 

a Derecho Internacional. 

a .1. Boyle et al ( 2 90) : Durante el siglo XX, 

Estados Unidos ha forjado amenazas en torno a la vida 

y la propiedad de sus nacionales, como pretexto para 

justificar intervenciones armadas en otros Estados. 

La transparencia de esos pretextos fue tan obvia entonces 

como ahora. La administración Reagan no ha establecido 

por medio de evidencias clnrns y convincentes de que 

en Gren::id,'J existió una amen::17..1 inmccli.:1ta ;i los ciudadanos 

norteamericanos; en el caso de existir tal amenaza, sólo 

podría haberse justificado una operación militar limitada 

como la de Israel en Entebbe, es decir, con el sólo propósi­

to de evacuar la mayor concentración de nacionales de 

Estados Unidos en la isla y que eran los estudiantes 

de medicina de la Universidad de Saint George. 

Además, la administración Reagan no puede racional 

mente determinar las condiciones caóticas imperantes 

en Grenada en dicha oportunidad e invocarlas propiamente 

corno una justificación para una invasión militar. Aun 

cuando renlmentc exista dcsorrlcn crónico en ese país, 

no se permite a los Estados vecinos intervenir para resti­

. tuir el mínimo ele seguridad pfiblica, imponiendo una forma 

de gobierno democrática. Los tratados vecinos, bajo 

el artículo 51 de la Carta de Naciones Unidas, poseen 

un derecho a legítima defensa individual o colectiva 
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para preservar sus propias fronteras de un ataque extérno 

originado en un ataque a un Estado vecino inestable. 

Cualquier otro tipo de represión violenta requiere autoriza 

ción del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, 

o al menos, de un organismo regional apropiado. En este 

caso la función le corresponde sólo a la OEA de acuerdo 

con el artículo 18 de la Carta, el cual prohíbe la interven­

ción y de acuerdo con el artículo 20 que establece la 

inviolabilidad territorial y finalmente el artículo 21 

que reitera la obligación contenida en el artículo 2 ( 4) 

ele la Carta de las Naciones Unidas de no recurrir a la 

fuerza, salvo la excepción de la legítima defensa contempla­

da en la Carta. "En violación directa de estas obligaciones 

l11ter.1111<.:lo1111lc'n, 111 11c.lml11l.nL1·,1clíH1 !J.1•11g1111 lrn dci:-cchrnuentc 

admitido que invadió Grenada con el propósito 

de desposeer a la junta militar izquierdista 

tomado el poder después del golpe en contra 

ilegítimo 

que había 

del Primer 

Ministro Bishop y entonces ins tél lar un gobierno más favora­

blemente dispuesto a los Estados Unidos". 

Hay que considerar además, la autorización 

de los líderes de la OECO, la cual pudo no ser legal, 

puesto que el tratado respectivo en su artículo 8 se 

refiere a una "agresión externa". Más aún, este artículo 

requiere acuerdo unánime de los Estados Miembros, para 

tomar la decisión de una acción, lo cual no se cumplió. 

Por otra parte, no hay evidencia de que Grenada 

estuviera a punto de atacar o comprometida en una infiltra­

ción terrorista en otro Estado del Caribe. Si esto hubiese 

sucedido Estados Unidos hubiera podido actuar de inmediato 

de acuerdo al artículo 51 de la Carta de las Naciones 

Unidas. 

Si los Estados miembros de la OECO creyeren 

que el nuevo régimen de Grenada creaba una seria amenaza 

a la paz y a la estabilidad de la región, el remedio 

apropiado habría sido llevar el asunto a la OEA, ya que 

ésta como órgano regional designado en el capítulo 8 

de la Carta de las Naciones Unidas tiene competencia 



suficiente para actuar en circunstancias no constitutivas 

de "agresión externa" o "ataque armado". 

a. 2. Joyner ( 291): La obligación de no intervenir 

permanece como un 

de las naciones. 

principio permanente dentro del derecho 

Los Estados están obligados en sus 

negociaciones internacionales a abstenerse de intervenir 

militarmente en los asuntos i.nt0rnos u externos de otro 

Estado, salvo en ciertos casos específicos, como la legítima 

defensa, la defensa de sus ciudadanos, pero sólo después 

ele r¡uc todos los rcc11rsos cli.spnni lil c•s h:iyan siclo ngo,tados 

en caso de violación de los derechos humanos y por explícita 

invitación del gobernante legítimo de un Estado. 

Claramente, la ofensiva contra Grenada no fue 

originada literalmente por legítima defensa contra un 

ataque armado. Dada la inmensa disparidad militar entre 

los dos Estados, sería desatinado sugerir que el gobierno 

de Grenada por medio de sus actividades internas o sus 

2. 000 hombres armados pondrían en , peligro la seguridad 

de Estados Unidos. El argumento de que la creación 

de otra Cuba constituiría una amenaza para los Estados 

Unidos se ve contrarrestado por el derecho que poseen 

todos los Estados a escoger cualquier forma de gobierno 

basados en el principio de libre determinación. El estable­

cimiento de un régimen ideológicamente desagradable en 

algunos Estados, no legitima automáticamente la intervención 

militar por otros Estados en legítima defensa basándose 

en la especulación de que dichos gobiernos podrían algún 

día plantear una amenaza que justifique un acto de interven­

ción preventiva. Esta legítima defensa anticipada puede 

sostenerse sólo si se demuestra un peligro real e inminente 

para un Estado, y no hipotético y potencial. Cualquiera 

intervención que no cumpla con esto, es ilícita. Cualquier 

complicidad premeditada o subversiva de parte de un Estado 

para derrocar a un régimen adverso debería ser considerada 

como una intervención ilegal y, por lo tanto, como un 

delito según las normas internacionales. 

Por otra parte, la intervención en protección 



de los nacionales y las inLcrvenc.:lone::; ltu111a1ü La t" las en 

relación a la opinión de es te autor, ya han sido tratados 

en el primer capítulo de es tu mc11101~ i_n. 

Queda por analizar la invitación realizada 

por la OC:CO para intcrveni 1: 111 L Li. tél rmcnte. Al respecto 

el tratado constitutivo de la OECO en su artículo 8 contem­

pla una provisión de seguridad cuasi colectiva, sin embargo, 

en ninguna parte se estipula la opción de solicitar asisten­

cia externa contra un Estado Miembro. Más aun, es difícil 

profundizar como un tratado entre Estados pequeños podría 

legalmente promover una invasión de Estados Unidos contra 

sus propios miembros. 

El artículo 52 de la Carta de las Naciones 

Unidas establece que nada en la presente Carta precluye 

la existencia ele acuerdos regionales o agencias , para 

tratar lns materias relaci_onaclas al mantenimiento de 

la paz y la seguridad como apropiadas para la acción 

regional, si tales acuerdos o ;:igencias son consistentes 

con los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

La participación de Estados Unidos apoyada 

por este tratado es refutable: 1) Estados Unidos no es 

miembro, por lo que está fuera del ámbito que él abarca; 

2) el artículo 8 del tratado ele la OECO específicamente 

trata de la defensa colectiva y la preservación de la 

paz y la seguridad contra "agresiones externas" y no 

existió este agresor; 3) respecto a los procedimientos 

para la toma de la decisión, el párrafo 5 del art. 8, 

estipula que las decisiones y directrices pertinentes 

para la defensa y seguridad clcben ser consentidas unánimemen 

te por los Estados miembros; requisito que no se cumplió 

puesto que no votaron Grenada, St. Kitts-Nevis y Montserrat 

y aun cuando estos dos últimos hubiesen votado afirmativamen 

te, queda la d if icul tad de i mng i.nn r. que Gi-cnacla hubiese 

votado afirmativamente a una intervención militar extranjera 

en sus asuntos dom6sticos. 

A esto cabe agregar la solicitud del Gobernador 



General ele Grenacla. No hay nada cuestionable respecto 

a este punto en relación a su legalidad, sin embargo, 

uno puede preguntarse el carácter legal del oficio del 

Robernador General y la autoridad que el Gobernador General 

puede apropiadamente ejercer bajo el derecho constitucional 

de ,Grenada. La realidad política, legal y constitucional 

de Grenada en octubre de 1983, sugiere que él no tenía 
poder.. P,:1_jn 1:i cnnRl:ituciém cfp f<J7G, éste disfrutablt 

de ciertos poderes ejecutivos amplios que podían haber 

validado su invitación, pero 

fue suspendida, proclamándose 

en 

una 

1979 la 

serie 

constitución 

de "derechos 

del pueblo" en su reemplazo, los cuales colocaron todos 

los poderes ejecutivos en el gobierno y el cargo de Goberna­

dor General pasó a tener sólo un rol de representante 

de la Reina, además se le entregaron funciones de consejero 

del gobierno. Todo ello hace polémica la legitimidad 

de su invitación. 

El deber de no intervenir que incumbe a todos 

los Estados es innegable en Derecho Internacional y· es 

adoptado en el artículo 15 de la Carta de la OEA, además 

la prohibición de recurrir al uso de la fuerza es estableci­

do en su artículo 18. La contienda civil es, por lo 

tanto, solamente una cuestión de política interna y no 

debería considerarse en ningún caso como -un delito interna-

clunul. 1~11 t.:0111;;ut:uu11t.:l11, 11u ltay !Jases para legitimar 

la intervención extranjera para ayudar a la supresión 

ele un conflicto civil, n menos que tal ns:istenc1.a provenga 

del consentimiento del Estado en cuestión. 

Además, el artículo 17 de dicha Carta confirma 

el principio, protegiendo la inviolabilidad del territorio. 

Si se mira como una violación de la soberanía 

y una intervención en asuntos domésticos de Grenada, 

la participación de Estados Unidos en la fuerza mul ti nacio­

nal constituye una contravención al artículo 2 ( 1) de 

la Carta de las Naciones Unidas que afirma la igualdad 

soberana de los Estados y del artículo 2 (4), según el 

cual los Estados deberían abstenerse en sus relaciones 

internacionales de recurrí r a la amenaza o al uso de 
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la fuerza contra la integridad territorial o la independen­

cia política de cualquier otro Estado. Lo mismo sucede 

con el artículo 1 del Tratado Interamericano de Asistencia 

Recíproca. 

b) Tesis que consideran la acción como contraria 

al Derecho Internacional, pero justificada en términos 

políticos: 

b.1. Diéguez ( 2 92) : Bajo la constitución de 

1974, el Gobernador General de Grenada tiene un rol importa~ 

te como representante de la Commonwealth de S.M. británica, 

pudí.r.nrlo dr.r.1 n n1 r 1 n cmoq:c•11c i :i n:tc I on:11 

la autoridad ejecutiva de S.M. para requerir 

en 1979 la constitución fue suspendida, pero 

y eje·rci.tn1~ 

asistencia; 

se continuó 

reconociendo a la Reina como cabeza de Estado, -sin embargo, 

se cercenó substancialmente los poderes del Gobernador 

General. Por otra parte, la ausencia de recusación de 

las Naciones Unidas a la invitación del Gobernador General 

puede ser un reconocimiento tácito a su legitimidad , 

especialmente debido a que bajo el Derecho Internacional 

una solicitud expresa para intervenir es legalmente válida. 

Sin embargo, la admlnis tración Reagan y la OECO debieron 

notificar a la OEA y a la ONU antes de actuar. El artículo 

52 de la Carta de la ONU requiere que se hagan todos 

los esfuerzos para conciliar este tipo ele confiictos 

n trllv6s ele 1.oi, cuerpos rcgin11111Ps npropi.aclos. En· este 

caso esa función corresponde a la OEA quien debe, a su 

vez, informar a la ONU de sus esfuerzos de acuerdo al 

artículo 54 de la Carta de la ONU. Más aún, la ONU debe 

autorizar cualquier operación militar apoyada por la 

OEA antes de que la acción comience. Aunque el proceso 

de autorización por la OEA y la ONU puede retrasar la 

efectividad de una rápida respuesta militar, las Naciones 

Unidas debieran, al menos, ser notificadas de la misión. 

En la situación de Grenada estos procedimientos estuvieron 

ausentes; en caso de haber sido éstos notificados, no 

habrían autorizado la intervención hasta que las alternati­

vas pacíficas fueran inútiles. Por lo tanto, si el llamado 

se ha hecho en aplicación del tratado de la OECO, deberían 
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hrihcr.sc p0rsrP,td dn ¡-n-i mri-n 1 ni: rn1•cl i ni: p:ic í r¡ con el<' sol uclón 

de controversias y sólo en cnso de fracasar éstos, le 

quedaba la 01~/\ ln posibilidad ele autorizar la intervención 

a condición de que el Consejo ele Seguridad de las Naciones 

Unidas se mantuviera informado. La intervención de Estados 

Unidos habría sido legalmente tolerable si, tanto Estados 

Unidos como la OECO, hubiesen agotado las alternativas 

pacíficas a su disposiciéon, lo que no sucedió. Cabe 

considerar que si la administración Reagan reclamó que 

los aeropuertos estaban aun cerrados antes de la interven­

ción, parece improbable que Cuba y Grenada hubiesen permiti­

do atracar al barco "Condesa" en . Grcnacla y además, existen 

informes del conflicto que señalan que a lo menos 4 aviones 

cha,rter abandonaron la isla el día anterior a la inte-rven­

ción. 

Por otra parte, 

del voto unánime ele todos 

la acción de la OECO careció 

el tratado. 

propiamente 

rrrtf.culo 107 

los 

Más aun, el tratado 

en las Naciones 

SC'Íl:t 1 ;¡ 

signatarios requerido por 

no habría sido regís tracio 

Unidas, cuya Carta en su 

ohllga-

ción 

OECO 

20 y 

de registro 

al gobierno 

correspondía según el 

de Saint Lucia, según 

tratado de· la 

los artículos 

26 del tratado. 

En suma, es dudoso si los Estados no signatarios 

de la OECO, es decir, Estados Unidos, Jamaica y Barbados 

pudieron participar. El requerimiento de unanimidad 

del tratado de la OECO (no dice si el Estado .involucrado 

queda excluído), no se cumplió, pues to que sólo votaron 

4 Estados, a lo gue cabe agregar que Estados Unidos, 

Jamaica y Barbados no son miembros, pero sí de la OEA, 

por consiguiente, surge la cuestión de si ellos pueden 

tomar parte en una acción legalmente, invocando un tratado 

del cual no son parte a pesar de ser invitados por Estados 

Miembros respecto de un tratado que sólo faculta a los 

Estados Miembros a unirse en legítima defensa. (art. 

8) • 

Por (tl timo, este autor seña la que: "ln acción 
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fue ilegal a la luz del Derecho Internac,ional, pero fue 

una decisión políticamente justificada teniendo presente 

los hechos. Los incidentes internacionales deberían 

ser escrutados bajo el lente del realismo político antes 

que del idealismo legal, enfoque que debería ser adoptado 

por la comunidad internacional que examina la situación 

de.Grenada y anticipa futuros conflictos." 

b.2. Karas y Goodman (293): En un análisis 

basado en lo que denominan "realpoli tik", es decir, en 

la consideración política basada en factores prácticos 

y materiales más que en objetivos éticos y teóricos, 

justifican la acción de Grenada. 

Sin embargo, en un análisis jurídico (lo· que 

es la materia de esta memoria), sostienen que: 

La posición ele Estados Unidos se centra en 

la amenaza a la región creada por el "vacío de autorida-d 

responsable'' en Grenada, acompafiado de condiciones violentas 

y de la posición dominante ele las fuerzas armadas de 

Grenada en la región. A la luz del descubrimiento de 

almacenes llenos de rifles rusos y suministros militares 

y la presencia de más de 600 consejeros cubanos listos 

para responder a la invasión, la posición no es totalmente 

insostenible. Más allá; la extensión de la presencia 

mU. i t;i r de- Ci-cnndn exhi. bí.n tt11:i e ir 1·tn cnnt Ldncl de prcparn­

cl6n ¡wn1 l11lc11li.1t· 1~c[or.zn1· :;u pu:;Lcléon en el Caribe 

Oriental. La inminencia de la amenaza es, sin embargo, 

una cuestión de hecho, ya que el Consejo Militar Revoluciona 

río apenas tuvo el control de Grenada no estuvo 

de comenzar a atacar a las otras naciones. 

la sola movilización de la milicia fue para 

de una "invasión inminente" por las fuerzas 

en posición 

Más aun, 

resguardarse 

de Estados 

Unidos estacionadas costa afuera para una potencial evacua-

ción de ciudadanos norteamericanos. Considerando la 

situación del Consejo, es improbable que ~ste pudiera 

haber montado un ataque masivo a sus vecinos más cercanos. 

Más aun, si bien Grenada poseía una fuerza militar aproxim~ 

<lamente equivalente a las fuerzas invasoras, el volumen 
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de esos soldados fue necesario para 

de, queda y el control e.le la población. 

lo tanto, argumentar que la invasión 

mantener el toque 

Es difícil, por 

fue en respuesta 

a una verdadera amenaza inminente y que fue proporcional 

a aquella y así justificarse como un acto de legítima 

defensa bajo el derecho internacional. Aunque es una 

cuestión de hecho la inminencia y, hasta la existencia 

de una amenaza genuina es improbable, a lo que se agrega 

que probablemente Grenada no tiene mucha capacidad militar. 

En realidad, no se ha alegado que Grenada tuvo medios 

para "destruir" a sus vecinos o que estuvo definitivamente 

determinada a atacar con armas convencionales. Por lo 

tanto, aun cuando se apU.carn la interpretación amplia 

del r1rtfc11lo S1 de l:i í.nrt:i rlr lns N:1cion0s lTni.dns, l.n 

acc16n no cr.:tnt~Í:i justiri.cnd:i <.:omo u11 neto e.le legít.Lma 

defensa bajo la Carta de las Naciones Unidas. Sin embargo, 

el gobierno de Estados Unidos arguyó que la intervención 

estaba justificada bajo los artículos 22 y 28 de la Carta 

de la OEA, como un acto ele legítima defensa colectiva 

en ejecución de los "tratados especiales sobre la materia" 

y, por lo tanto, cae fuera e.le la prohibición cread~· por 

los artículos 18 y 20. En es te caso el tratado "especial" 

existente es el de la OECO. Para Karas y Goodman el 

argumento de Estados Unidos es tenue, al menos a la luz 

del hecho de que las neE;ociaciones históricas refutan 

cualquier sugerencia de que los redactores intentaran 

permitir a las partes de la Carta. participar en otros 

acuerdos de seguridad colectiva dentro del hemisferio. 

En el hecho, cualquier ambigüedad debido a los términos 

tratado "existente" o "especí.nl" se ciehi.ó sólo a la inten­

ción ele incorporar el tratado de RIO, mientras se evitaba 

simul taneamente la necesidad de enmendar la Carta de 

la OEA para reflejar subsecuentes enmiendas a dicho tratado. 

En considereción al propósito central de la Carta de 

la OEA, especialmente cuando se lee en conjunto con el 

tratado de RIO, de crear una institución absolutamente 

autónoma para representar, proteger y regular la región, 

es absurdo sugerir que cualquier acción en el hemisferio 

pueda justificarse bajo otro acuerdo regional. Por lo 

tanto, la acción de los Estados Unidos no se apoya en 
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la historia de la redacción de los artículos 22 y 28 

de la Carta ele la OEA y la invasión viola las prohibiciones 

contenidas en los artículos 18 y 20 e ignora los procedimie~ 

tos. L.1. invnsión vi.ola clnrc1m0.ntc Lr1 Carta ele la OEA 

Respecto al tratado de la OF.:CO, su propósito 

pr:i.nci¡)[tl. es dcf:cnclc1· l.:1 sobcrnní:1, ln i.ntcgri.clad territo­

rial de sus Estados Miembros. El artículo 8 ( 4) de dicho 

tratado contiene las estipulaciones de defensa colectiva 

en el marco ele l.:1 Cnrtn de 1.ns Nac i.ones Unidas y su artículo 

51 y el nrtículo 8 ( 5) señala que las decisiones de defensa 

y seguridad deben adoptarse uninimemente. Como acto 

de defensa colectiva, la invasión ele Grenada fracasó 

al no cumplir con las condiciones de su artículo 8, pues 

la votación fue: 4 votos a favor, 2 abstenciones y faltó 

el voto de Grenada. 

Además, se requiere que la acción sea en "respues­

ta a una agresión externa o para combatir actividades 

mercenarias". Por lo tanto, a menos que es tos términos 

puedan extenderse para cubrí i- los desórdenes civiles 

y la inestabilidad política en Grenada al tiempo de la 

invasión, aun si esas condiciones pudieron atribuirse 

a fuerzas externas, la acción no estaría justificada. 

El artículo L~ contiene la solicitud para una 

ncci6n de scguddéld col.ect i v:i. Aunque Estados Unidos 

y sus aliados alegaran que su acción fue en respuesta 

u unn solJ.cltud del. Gobcnwdo1~ C:c11eral. ele Gr.enada es 

cuestionable su validez. 

También se cuestiona si el tratado de la OECO 

es un acuerdo rcgiona l bajo e L e.:,1 pí tu.Lo VII de la Carta 

de las Naciones Unidas. Aunque la Carta fracasa al definir 

el t6rmino, el artículo 52 (1) parece establecer tres 

criterios: 1) regional; 2) relativo 

de la paz y la se~uri.dad internacional; 

con los propósitos y principios de las 

al mantenimiento 

y 3) consistente 

Naciones Unidas. 

Por lo t:into, .1 l.:1 luz ele 1.n mnlC'.1hLl.iclad ele esos criterios 
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y a la juventud de la OECO~ puede probablemente considerarse 

como un acuerdo válido bajo la Carta de las Naciones 

Unidas. Esta determinación es crucial en la perspectiva 

del hecho ele c¡uc lns orr,nniznc-i ones regionnles están 

de acuerdo con tales poderes extensivos en derogación 

del artículo 2 ( /.~) y han adquu l rielo gran poder en la 

práctica. A la inversa, esto puede limitarse, porque 

cunlqui.cr :icc:·i ón co1 ccttvn <¡lle' <'nv11c'l ve r.1 uso de ln 

fuerza militar generalmente debe ser considerada como 

una "ncción compulslvn" y, por lo tnnto, requiere autoriza­

ción o iniciación del Consejo de Seguridad de las Naciones 

Unidas. Dado que el artículo 15 (2) de la OECO expresamente 

subordina las ohlí.gnciones bnjo este instrumento a las 

obligaciones previas, existentes bajo acuerdos internaciona­

les, cualquier acción de la OECO debe ser consistente 

con la Carta de la. OEA y la de la ONU. Debido a que la 

invasión viola claramente esas obligaciones por las razones 

ya enumeradas, cualquier confianza en el tratado de . la 

OECO para justificar la invasión debe ser limitada. 

c) Tesis que consideran 

a Derecho Internacional: 

la acción ajustada 

Norton Moore (294): El uso de la fuerza es 

legal bajo la Carta de las Naciones Unidas, si se autoriza 

por un órgano competente de la misma, si es en legítima 

defensa j_ndividual o colectiva o si persigue la ejecución 

de un acuerdo "relativo al mantenimiento de la paz y 

la seguridad internacional" como lo estipula el capítulo 

VIII de la Carta. 

Inicialmente, debería hacerse notar que la 

.-icción de rnnntcnción ele 1.n p,iz y nl m.i.smo tiempo humanitaria 

de la OECO fue emprendida a rcr¡uei:-'i.miento del Gobernador 

General de Grenada (acluc1.ndo en ese tiempo como su único 

representante constitucional). Sobre esa base no fue 

una violación del artículo 2 ( L~) de la Carta. Más aun, 

en la acción tambi~n se encuentran los requerimientos 

ele protección leeal ele • los nacionales, la intervención 

humanitaria y la mantención de la paz regional. 
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Se reconoce largamente que las acciones en 

protección de la vida ele los nacionales cuando sus vidas 

están amenazadas son legales bajo la Carta de la ONU, 

aunque se difiere respecto él si la acción no es violatoria 

del artículo 2 (4) o si se toma de acuerdo al artículo 

51. 

Las acciones para mantener la paz regional 

l:nmbi.én s0 n~connc0n como 1 <"~'/11 P!, hn jo el ,1i-tículo 52 

de la Carta. Tales 

y la autodctermlnución 

acciones 

donde 

para restituir el orden 

lia habido un quiebre de 

autoridad y pnn1 lns cu,1lcs se rcciuerirín aprobación 

del Consejo de Seguridad y puede sor. emrr.cmdida él inicia ti va 

de un acuerdo regional genuinamente independiente. -Así, 

parn ser lcgnl, l:1 ;1cción r.cgi on,il tomncla ln1jo el . artículo 

52 ele la Carta debe ser consistente con los propósitos 

y p1·l11clplo:; dr• !•;1 C::i.-t.::1 y rl<· .iet11·1·cln ;11. :11·1.:f.culo SJ 

no debe ejecutarse la acción, a menos· que el Consejo 

de Seguridad lo autorice. 

Hay una substancial autoridad tanto en los 

escritos de los tratadistas ele Derecho Internacional 

como en la jurisprudencia de la Or~anización de los Estados 

Americanos de que las acciones regionales para el mant~ni­

miento de la paz con el propósito de reestablecer el 

orden y la autodeterminación n requerimiento de las autoridE_ 

des legales o ante un quiebre de autoridad es legal bajo 

el artículo 52. Quizás el más claro ejemplo, es el de 

la misión de la OEA de mantención ele la paz en República 

Dominicana en :l 965, siguiendo la acción inicial de Estados 

Unidos. 

Las acciones de mantenimiento de la paz ya 

descritas, no son contra un gobierno como sanción, sino 

a restituir el orden y el proceso de libre determinación. 

La misión de Grenada llevada a cabo por los 

países de la OECO, Jamaica, Barbados y Estados Unidos 

es un paradigma de una acción legal de mantención de 

la paz regional. Fue emprendida en un contexto de desórde-
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nes civiles y quiebre de gohicrno, seguido de la brutal 

muerte de Maurice Bishop y su r;"hi.netc. Fue en respuesta 

a un requerimiento de asistencia para restituir los derechos 

humanos y .Lé! libre clctcrm.i n.1c i ém ele ln única autoridad 

constitucional en la is la, el Gobernador General. Los 

países de la OECO se han empeñado en sostener elecciones 

libres y asegurar un resultado consistente con el derecho 

a la lihrc determinaci6n. Como 1 :i rrolonr;;icln coexistend.n 
clP 1 /1 ( w.,:n ('<>11 ,. 1 n'•,·. l 1111•11 111:11 H 1 :; I II il,• 1\ 1 ::l1Clp cle1111ieH t 1·11 

que el propósito ele la OECO no fue imponer una forma 

de gobierno 

confirmación 

partj_culnr. Finalmente, .quizás la 

de la naturaleza de mantenimiento 

mejor 

de la 

paz de la misión es el obvio ali vio y amistad aon la 

cual las fuerzas de la OECn fueron recibidas por la pobla­

ción de Grenada. 

Esta misión es también consistente con la Carta 

de la OEA. Más aun, el artículo 22 y el. 28 de la Carta 

dejan claro que el mantenimiento de la paz regional o 

las acciones defensivas de acuerdo con tratados regionales 

especiales no violan las disposiciones de no intervención 

ele los artículos 18 y 20 de la Carta. En realidad, el 

Tratado de RIO es aplicable a otras áreas -de América 

Latina, el tratado de la OECO es el único acuerdo de 

seguridad regional aplicable a Grenada y 

del Caribe Oriental. 

los Estados 

E. Formación de un Consejo Consultivo. 

un 

de 

El 9 ele noviembre, Sir Paul Scoon anunció que 

cuerpo ejecutivo formado por 9 

interinas, sería colectivamente 

personas en calidad 

responsable, entre 

otras misiones, de preparar la realización ele elecciones 

Generales. Los miembros de d1cllo Consejo no poseían 

antecedentes políticos y eran principalmente experimeritados 

en 'el servicio civil y en el trubnjo académico. 

Una de las primeras medidas tomadas por el 

Consejo fue levantar el estado de emergencia declarado 

por Sir Paul Scoon, aunque se mantuvo la prohibici6n 
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de reuniones públicas. Al rnis1110 tiempo • Sir Paul Scoon 

pidi6 a todos los diplomAticos cubanos, sovi€ticos, libios, 

norcoreanos, germano orientales y búlgaros, que abandonaran 

la isla. 

Sin embargo, <licho Consejo fracasó en el restable­

cí.miento dr l.1 normnlid;id, l:i:; cli::crrp.1nci:1r; entre sus 

miembros llevaron a la renuncia del Procurador General, 

a quien le había sido encargada la redacción de una nueva 

constitución. 

F. Presencia continuada de las tropas de Estados Unidos y 
el Caribe. 

El 1 de Noviembre las fuerzas de ocupación 

mm permanecían en ln isla; hns t,1 esa [echa 599 norteameric~ 

nos habían sido evacuados y junto a ellos 121 nacionales 

de otros países que lo habían solicitado. 

Ese mismo día la Cámara . de Representantes del 

Congreso norteamericano, dio un plazo de 60 días para 

el retiro de las tropas de la isla de acuerdo a las estipul~ 

cienes contenida en el Acta de poderes de Guerra de 1973. 

El 16 de noviembre, Larry Speakes, vocero de 

la Casa Blanca, informó que las tropas serían retiradas 

el 23 de diciembre. 

El 22 de noviembre se reporta que las fuerzas 

norteamericanas habían entrep;aclo el control de la isla 

a las fuerzas caribeílas. 

El 15 ele diciembre todas las tropas combatientes 

ele Estados Unidos fuc1:-oi1 rel:i 1:-acl,1s, clejanclo un personal 

de 300 no comhatientes. 

G . A s t s t í' n c. i :1 F i 11: 111 e i. C' r ,1 

El 23 de noviembre, la administración de Estados 

Unidos anunció que suministraría la suma ele 15.000.000 
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ele dólares y daría asistencia para el entrenamiento de 

una fuerza policial caribeña en Grenada. 

La ayuda económica sería destinada a reconstruc­

ción de caminos, para servicio social incluyendo salud, 

pnrn el sector p1-iv.1c.lo ele l:1 :1g1-Lct1l l:111-a, p.:irn promover 

el turismo y la industria. 

A es to se le suma una donación ele 4 7 5. 000 dólares 

en alimentos, generadores y es tanques de agua, y la suma 

de 3.000.000 para servicios médicos. 

(La información extraída del Keesing' s se basa 

en: Times, Guardian, Financial Times, International Herald 

Tribune, Le Monde, La Vanguardia, Barcelona, Latin America 

Weekly Report, Latin America Reeional Report, Insight, 

IMF Washington, BBC, Summary of World Broadcast). 
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e o N e L u s I o N E s 

De lo expuesto se puede concluir que: 

1. Considerando que la expresión "fuerza" compren­

de el uso ele 1.:1 [ucr.za nrnwda co11l.:i-;1 el tet-ritorio e.le 

un Estado y los objetos ubicados en 

se debe realizar bajo el control 

acción de la fuerza multinacional 

us0 de la fuerza, específicamente 

él 
de 

de 

y que dicha acción 

un Estado, en la 

contra Grenada hubo 

la fuerza armada. 

Esta se realizó mediante un desembarco de tropas, especial­

mente nortenmericanas, en Grcnada, lo que unido al bombardeo 

el el aeropuc rlo de Poi n t Sal i. nas, la torna de í control de 

la prisión de Richmond Hill y del complejo de Fort Frederick 

e incluso el bombardeo de un hospital de enfermos, no 

dejan ninguna duda acerca de lo sucedido. 

2. Lo anterior significa que por parte de los 

países intervinientes ha babi.do una v.i.olación a la norma 

de jus cogens contenida en el artículo 2 ( Ld de la Carta 

de la ONU, la cual prohibe recurrir al uso de la fuerza 

en las relaciones internacionales, asimismo viola la 
Carta ele la OE:A que contiene i.gual rrohibición. También 

la acción infringió ambas Cartas en lo relativo a la 

obligación que pesa sobre los Estados ele solucionar pacífic.§!:. 

mente las con t1~overs í.ns que f'ntrc el l.os sur jan. En el 

caso de Grenada, la fuerza rnul tinacional invadió la isla 

usando de la fuerza para poner término a una situación 

que consideraba adversa a sus intereses, sin que existiera 

previamente negociaciones tendientes a buscar una vía 

pacífica de solución a la problemát:Lca surgida. Además 

cabe tener presente en este punto, que clel télex leído 

por el representante de Grenacla ante el Consejo Permanente 

de la OEA (el cual no fue desmentido con posterioridad) , 

se desprende que existieron en los días previos al conflicto 

oportunidades de realizar las mencionadas negociaciones, 

es mlis, di.ch;1 soluc.L{m pac.tLic,.1 ruc liuscad:.i por. lr1.s autoridE_ 

des de Grenada según se desprende de esa comunicación. 



- 160 -

:3. ncnt n> de l.as c:i tego 1· f ns de uso de J.;1 fuerza 

prohibida, la acción de Grcnacla queda comprendida dentro 

de la categorra de "intervención armada", es decir, se 

trató de una intervención dictatorial por parte de Estados 

Unidos, Jamaica, Barbados y los países de la OECO, en 

los asuntos internos de Grenada. Dichos países pretendieron 

mediante el uso de la fuerza poner fin al vacío de autoridad 

existente en la isla y restablecer el orden interno. 

Específicamente se trataría de una intervención de aqu~llas 

que tlcncn por ohjclo soluc.i.011,1 r· un confl:i.cto en favor 

de los intervinientes; en el caso de Grenada se buscó 

eliminar una situación de hecho que los países de la 

rcgi.ón miraban como unn nmcn:i z.1 pn rél la paz y que en 

es pccial l~s tauos Un:i.dos sen t L.1 como una amenaza a su 

hegemonía en la región. 

4. Asimismo hubo actos indirectos de uso de 
la fuerza, ya que en los días previos a la acción, fuerzas 

navales norteamericanas se concentraron cerca de Grenada. 

5. El artículo 2 ( 4) prohibe invadir, ocupar 

temporalmente, bombardear o emplear cualquier otra arma 

contra el territorio de un Estado. En todas estas conductas 

incurrió la fuerza multinacional, como se 

los hechos anteriormente descritos. 

expresa en 

6. En lo que respecta a la interpretación de 

la frase ''la integridad territorial o la independencia 

pol:(tica" del al'.'t[cul.o 2 u~)' lwy unn COITiente q11e sostiene 

que ésta no prohibe la. utilización ele la fuerza corno 

medio de protección a los· nacionales. De acuerdo a ello, 

la acción de Estados Unidos sería legítima, considerando 

la dificultad práctica de determinar la situación , real 

ele los ciudé1cl«'..rnos nortc,1mer lca11os en la isla ( la informaci6n 

con la que se cuenta al respecto es contradictoria), 

y los ribetes que ésta podría alcanzar. 

Sin embargo, cabe considerar la tesis contraria 
<i"" i-ech:1:-::i I:i ¡H1:;ici1111 :111t1•1·i,,,·, .i:;í c-nnH1 lil scntcncl.n 

en el· caso del Canal Corfú, en que se descarta la utiliza­

ción de la fuerza con fines que no sean el afectar la 
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independencia política o la integridad territorial. de 

otro Es taclo. De acuerdo a el lo, la acción de la fuerza 

multinacional, y en especial de Estados Unidos que se 

apoyó en tal argumentación, es contraria a derecho. 

7. La frase "en cualquier otra forma incompatible 

con los propósitos de las Naciones Unidas", revela una 

contravención a la norma mediante la ejecución de la 

acción en cuestión, ya que el artículo 1 ( 1) de la Carta 

de ln ONIJ, so.ii.:1 l:1 como propósito mnntcncr la paz y la 

seguridad internacionales, propósito que se ve reforzado 

por la norrnn q11c establece los medios pací.fices. como 

vías de solución de controversias. 

8. La acción de Grena<la tambi~n ha sido justifica­

da en t~rminos de legítima defensa, sin embargo, los 

requerimientos para que esta existiera no se cumplieron, 

ya que no cxis ti6 por parte de Grenada ninguna ac­

ción que pudiera considerarse como un ataque armado, 

puesto que Grenada no actuó a través· ele sus fuerzas armadas 

regulares o irregulares • o de bandas armadas compuestas 

por individuos particulares bajo el control del Estado 

ni realizó nine;Cm acto -que mediante el uso de la fuerza 

constituyera una amenaza a la integridad de los Estados 

intervinientes y en especial ele r:stéldos Unidos, ya que 

dnclo la di:.; pn r Lcl:1d de fuerz:i el<• 1 o:, l•:t; tnclos l nvolucraclor, 

hace difícil pensar que racionalmente Grenada pudiese 

con sus acciones constituir una amenaza para Estados 

Unidos. Es cie.rto que la situación militar de Grenada, 

unida a J.n rresencia de. cubr-rnos en la isla podría crear 

con el transcurso del tiempo una modificación de las 

influencias políticas. en la reglón, lo que podría afectar 

los intereses de los países intervinientes, pero el estado 

de cosas al momento de los hechos no constituía un peligro 

real, sino un hipotético que no habilitaba para actuar 

en legítima defensa. 

Adem&s, la ácción debió ser proporcionada al 

acto c¡uc sttpttcs tnrncntc .:1menn:;,;n n los p,1 í.scs intervinientes. 

De existir una amenaza, la acción de la fuerza multinacio-
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nal sobrepasó con creces tal amenaza, pues bombardearon 

diferentes instalaciones de la isla incluido un hospital 

de enfermos mentales. 

9. Si se tiene en cuenta la interpretación 

restringida <lel artículo 51, según lu cual sólo un ataque 

armado daría lugar a legítima defensa, quedaría. fuera 

esta justificación en el caso de Grenada, ya . que éste 

no existió, sin embargo, aun cuando no se aplicara la 

• interpretación restringida, surge la pregunta de cómo 

Grenada pudo poner a Estados Unidos frente a un peligro 

tan apremia ntc que jus ti f ic;1 rc1 el recurrí r a la legítima 

rl0 f cmsn. 

10. Los l~staclos intervinientes también infr;Lngie­

nJn su olil i¡•,:1cié,11 de com1111i.e:i1· :il Consejo de• Scguridncl 

de las medidas adoptadas, para que éste a su vez hubiese 

tomnclo l.1:; 111C'didn!: ncccs:i1·i:i!; p:u·:i rnilntcncr la paz y 

la seguridad en dicha zona. 

11. Las acciones tomadas en legítima defensa 

son esencialmente transitorias 

embargo, la permanencia de lu 

en la isla hasta mediados de 

y provisionales. 

totalidad de la 

diciembre de. 1983 

Sin 

fuerza 

y con 

posterioridad a esa fecha de una parte pequeña de ella, 

cumple parcialmente con ese requerimiento, habida considera­

ción de la <liíicultnd pr5ctica de determinar en cada 

caso lo que es realmente transitorio y provisional. 

Cabe hacer presente que en la actualidad dichas fuerzas 

no permnncccn en la isla. 

12. Es ta acción se fundamentó además como una 

legítima defensa anticipada. Sin embargo no 

por parte de Grenada una fase de ataque inminente o 

inminente, debido a las características de los 

intervinientes y en especial de Estados Unidos, 

podría pensarse respecto a los otros países del 

debido a la acumulación de .:ir.m.is por Grenada, 

existe evidencia <le un ataque armado inminente. 

¡iunto, se haría ,-lplicable lo expresado por Hemlro 

existió 

amenaza 

países 

aunque 

Caribe 

pero no 

En este 

Brotons, 
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cl1• qt11• l:1 11,·,·lt,11 •1l1vii', 11111·:1 l,1 1,·,1ll.·11,·f(111 d,· 111 pnl.fllc11 

<le J.os pilíscs l.11Lervi11l.c11Le:;. 

13. Resulta difícil encuadrar la acciónr de 

Grenacla en alguna de las hipótesis ele legítima defensa, 

ya que la primera en tlue se ha violado los· intereses 

legalmente reconocidos al protector respecto ele la víct;:ima, 

cabe .:tf ir.mar c¡uc los inl.:crv111.i.cnlcs en relación con Grena<la 

no tenL:m intereses• legalmente reconocidos, a excepción 

quiz5 ele la protección de sus nacionales. 

Respecto ele la segunda hipótesis basada en 

el deber ele mantener la paz y reparar la violación de 

una norma de Derecho Internacional, no se divisa su aplicabi 

lidad, puesto que los Estados intervinientes no tenían 

ningún deber. especial de mnntcner lo paz en la región, 

sino sólo el deber que tiene todo Estado. de mantener 

la paz en cü mundo, y que en ese sentido habría legitimado 

una acción de cualquier país dr!l. mundo en Grenadn. 

En relación con lc'.l tercera hipótesis, en que 

estaría involucrada la protección de 

de mantener la paz y la seguridad 

un interés general 

internacionales. No 

se trata de una sittic'.lción en que Grenada haya lesionado 

lÓs intereses legalmente protegidos de los intervinientes, 

los 

se 

ele 

que se unieron en legítima defensa, ni tampoco que 

hayan violado los intereses legalmente protegidos 

algunos de los intervinientes y que el resto de los 

países se les hubiesen unido en legítima defensa. 

l.!~. Teniendo presente 

Internacional de Justicia en el 

lo expresado por la Corte 

caso 

sólo un ataque armado daría lugar éJ 

Nicaragua, 

la legítima 

de que 

defensa 

colee ti va, no así un uso m1.:!nor de la fuerza, y que el 

nivel de ,1 rmélmentos de un pn í s no está limi taclo por el 

Derecho Internacional, la acción multinacional no se 

encuentra justificada por el Derecho Internacional, ya 

r¡uc no hnbi.cndo un ataque nnn;1elo, el incremento en el 

vállc.lo como jLrnlificación p:1 i:-:1 una acción cu.Lectiva de 

legítimn clc[cns:-1. 
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15. En relación a los derechos cuya viol 9ción 

hacen procedentes la legítima defensa, cabe señalar que 

el derecho a la integridad terri toriaal de los países 

intervinientes no fue violado por las acciones ele Grenada, 

lo mismo sucede con la indepenrldcncia política y el deber 

de no intervención por parte de. Grenada respecto de .las 

int:ervinientes. 

16. Analizado el problema desde la perspectiva 

de la Cárta de la OEA, se hace aplicable todo lo anteriormen 

_,r-e • expresado por ser la cm/\ un organismo regional. de 

las Naciones Unidas. 

Sin embargo, mención especial requiere su artículo 

28, el cual contiene la provisión de defensa colectiva 

y que se aplicaría al caso de Grenada y que se hace operable 

por la existencia de "cualquter situación que pueda poner 

en peligro la paz hemisférica", teniendo presente que 

ésta existía no objetivamente, sino desde el punto de 

vista de las percepciones de los países intervinientes, 

y considerando que se dice que lo anterior sólo sería 

aplicable ;:i l TIAR del cual ] os ¡rn í ses de la 

parte y que se entraría a élplic;ir por ello 

cic la or:co cabe s0.ñalnr c-¡uc quccl:1 presente 

de 1 a vi 1~ en c i. a y VA l. id e z de r l i eh o t r a t: ml o , 

fue rcgl.stn1do en la Sec1~el,.11~ía GeneraL de 

OECO 

el 

el 
e l. 

L:IS 

no son 

tratado 

problema 

cual no 

naciones 

Unidas y que por otra parte, no se cumplió con el requeri­

miento de unanimidad contenido en el artículo 8 de dicho 

tratado para los asuntos rel;:1tivos a su seguridad. Por 

lo anterior, la acción infringe el tratado de la OECO, 

la Carta de las Naciones Unidas y la de la OEA y el sistema 

por ell.As creado. 

17. De acuerdo a la soberanía de Grenada y 
en relación a la indepemlencia o aspecto interno, Grenada 

estaba en su pleno derecho de establecer y mantener relacio­

nes internacionales con países de ideología socialista 

o ele izquierda. y que los países intervinientes no podían 

imponer su parecer contrario al respecto. 



- 165 -

Desde el punto de vista ele la soberanía territo-

rial los países intervinientes no 

a ejercer su poder dentro del 

tcní.an ningún 

territorio 

sin embar30, violaron lr1 prohibición existente 

al pretender regular la situación interna 

de 

al 

derecho 

Grenada, 

respecto 

ii:nperante en 

Grenada, lo que se manifest6 en su Ínterici6n de no retir~rse 

de la isla hasta que se realizasen las elecciones por 

ellos buscadns. 

Como contra partí.da de estos derechos de Grenada 

en virtud de su soberanía terrttorial, estaba su deber 

en Grenac.la; 

nacionales 

en lo que respecta a 

norteamericanos y otros 

una evidencia clara de que éste 

la seguridad de los 

extranjeros no existe 

haya sido quebrantado, 

por lo menos a través de la información de que. se dispone 

respecto, ya que no resu1 ta claro de la información si 

efectivamente éstos tenían alguna clase de dificultad 

para abandonar la isla. Lo que sí resulta claro es 

que no sufrieron daño físico. En relación a los demás 

intereses de los intervinientes, resulta difícil, a la 

luz de los hechos y más allá del problema poli tic o, descu­

brir la existencia de alguna violación a esta prohibición 

por parte ele Grenada, teniendo en cuenta que regímenes 

contrarios a ios intereses· políticos de Estados Unidos 

existen en diversas partes del mundo y Estados Unidos 

no ha llevado a cabo acciones de este tipo en todos ellos. 

Es mis, en el caso de los rehenes de Ir&n el cual constitu­

yó una lesión a sus derechos, Estados Unidos no intervino, 

sin embargo, en Nicaragua en que han existido similitudes 

con el caso en cuestión, la intervención allí realizada 

fue rechazada por la Corte Internacional de Justicia, 

por estar basada en consideraciones políticas. 

En lo que respecta a los demás Estados intervinie;2 

tes, tampoco resulta claro como Grenacla con sus acciones 

pudiera haber estado violando sus derechos al interior 

de su territorio. 

En relación al aspecto interno, Grcnada tenía 
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conveniente, considerando que al darse una organización, 

ésta ib;:1 a estar dctcrmí.nad:-i por una concepción políti­

ca en particular, que comu todq concepción política involu­

cra una concepción -del T!:s tado. Más aun, en virtud de 

la soberanía, los Estados actúan en condiciones de igualdad 

de derechos, lo que significa que tanto Grenada como 

los países intervinientes tenían derecho a darse la organiz! 

ción interna y establecer las relaciones internacionales 

que estimasen convenientes, si es que unos tuviesen respec­

to de otros, derecho a modificar dichas decisiones .. pgr 

no estar de acuerdo con su posición ideológica. 

18. Teniendo presente la primacía del Derecho 

Internacional respecto a los ~stados soberanos, tanto 
el actuar de Grenada como el de los países intervinientes 

dcbJ.6 ::ijust::irse n di.cho orclcn.imi c11to. De l,1s consideracio-

nes expresadRs, resulta que los países intervinientes 

infringieron varios aspectos del Derecho Internacional. 

Por su parte, Grenada también habr[a infringido el Derecho 

Internacional, en especial el artículo 102 (1) de la 

Carta de la ONU que establece que "Todo tratado y todo 

acuerdo internacional concertado por cualquier Miembro 

de las Naciones Unidas después de entrar en vigor esta 

Carta, serán registrados en la Secretaría y publicados 

por ésta a J.a brevedad posible", al celebrar tratados 

secretos de asistencia militar con la U.R.S.S., seg6n 

las informaciones proporcionadas por el Gobierno de los 

Estados Unidos. 

19. El ejercicio de la soberanía tiene limitacio­

nes que significan una restricción en el actuar de los 

países en sus relaciones con otros Estados y que se traducen 
-

en la obligación de no intervenir, al respecto y consideran-

do la definición de intervención que considera ésta corno 
1 

una intromisión dictatorial realizada mediante la fuerza 
r>n loi; :1::11111:o:; in(·pn10::; y ,,:-:i-,•i-nn:; de ol·i-ns F'.stnclos, 

esta situación existió 1:-esrecto de Grenada, pues to que 

mediante el uso de la fuerza armada, los ~aíses intervinien­

tes persiguieron modificar el orden de cosas existentes 
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en Grenada, tanto en lo político como en lo militar. 

20. Podría decirse que la acción es una interven­

ción en ausencia de derecho, rcro permitida por el Derecho 

Internacional. por estar basada en la legítima defensa, 

sin embargo, por las razones anteriormente expresadas 

ésta no se configura, es decir, por no haberse dado las 

circunstancias que hagan procedente la legítima defensa. 

Respecto a la distinci6n entre intervenciones 

lícitas e ilícitas, ésta sería lícita por estar basada 

en la petición del Gobernador General de Grenada y en 

la protección de nacionales. En relación a -lo primero, 

ésta justificación aparece en la práctica de los Estados 

y ha permitido la entrada de tropas extranjeras al territo­

rio de otro Estado que fue lo que sucedió en Grenada, 

sin embargo, dicha solici tucl debió cumplir con ciertos 

requisitos: 

a. ser válido ,111Lc el Derecho Internacional, 

lo que se habría cumplido, pues to que dicho consentimiento 

no parece hnlJcr. :Hlolccido d(• vi<..:ios. 

b. constó claramente que hubo una 

dir~cta a los países de la OECO parR intervenir. 

c. fue realmente realizada. 

solicitud 

d. respecto al requisito de atribuibilidad 

de la so l. ici tud o J. l~s tado ele C 1:-ennclo, surge la polémica, 

pues to que no resulta claro que el Gobernador General 

haya actuado de acuerdo a la constitucionalidad imperante, 

teniendo en cuenta las mo<li fi cric iones constitucionales 

que se habían producido. La dudél persiste, puesto que 

en la práctica internacional se ha alegado tanto la norma 

constitucional como el apoyo del pueblo. 

E:n relación él la segunda cuestión, 

ha sido tratada en el primer capítulo. 

ésta ya 
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Lo que m&s bien existió aquí, fue una intervención 

de tipo político, es decir, moti vacla por el enojo que 

causaba el gobierno existente en Grenada a los países 

intervinientes. 

21. La 

la ONU y n 

acción es asimismo contraria a la Carta 

de las declaraciones basadas en I ella y que 

OEA, rechazan la intervención, como 

la cual expresa igual rechazo. 

él la Carta de la 

22. Esta acción está inserta en la posición 

ele Est:idos llniclos rro.ntc nl pdncipio ele no -inte1:-vención 

en los países latinoamericanos y su prlíc tic a de considerar 

como atentatorin contra su seguridad, la participación 

de poderes no americanos en Latinoam€rica. 

23. Cabe considerar también la posición de 

l:i Corte TntcrnncionAl c:c .T11sr- i ci.1. que sGfí;ila gue el 

respeto a la soberanía e. integridad política es fundamento 

esencial de las relaciones internacionales. La intervención 

prohibida en este sentido, es la que se dirige a los 

asuntos en que a un Estado se le permite decidir libremente 

por principio de soberanía, es to sucede con la elección 

de un sistema político. La utilización de medios de 

coerción en elecciones que debieran permanecer libres, 

en especial mediante el uso ele la fuerza no se jus tífica 

en este caso por la adhesión ele Grenacla a una doctrina 

en particular, lo cual no es considerado en Derecho Interna­

cional como ilícito. 

Zli. Teniendo en cu en ta que se considera el 

derecho a la lihrc detcrmin.1.ción corno un derecho fundamental 

y base para el ejercicio ele 

resulta incongruente que la 

violado el derecho a la libre 

los demás derechos humanos, 

fuc~rza multinacional haya 

determinación para defender 

otros derechos humanos como se expresó en las alegaciones 

de Estados Unidos, en que se señala entre los propósitos 

de la acción la protección de los derechos humanos básicos 

que estaban en peligro o siendo flagrantemente violados. 
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Si se cons·i den, que el clci-ccho ,1 ] n libre determinación 

l:1.t'IH' e,11110 :i11J1'Lc, (1l.Ll1110 ele· {,( (ni lgw1L que cualc¡ulcr. 

derecho), a la persona humana, 

mismo constituye una violación 

de cada individuo. 

cualquier violación del 

de los derechos humanos 

25. Atendiendo al aspecto interno y al externo 

del derecho a la libre determlnación, los países intervinie!2_ 

tes no debieron entrar a reglar la realiiaciOn de elecciones 

en Grenada, manteniendo un control sobre éstas y de este 

modo lesionar el derecho del pueblo de Grenada a decidir 

libremente su propio destino sin injerencias externas. 

Por otr.1 pnrtc, el derecho ele <:rc11ad:.1 a clcterrninar libremen 

te su estatuto internacional, se manifiesta en su derecho 

a asociarse libremente en sus relaciones internacionales 

con otros Es tactos, sin es ta r sometido en esas relaciones 

a la censura, en este caso, de los países intervinientes. 

En relación al aspecto interno de este derecho, Grenada 

podía libremente adoptar el sistema político y sus institu­

ciones ele acuerdo a la ideología que libremente escogiera 

de acuerdo a su conveniencia y su idiosincrasia, independie~ 

temente de los sentimientos políticos del resto de los 

Estados. 



- 170 -

N O T A S 

1. Jiménez de Aréchega, Eduardo. 

El Derecho Internacional Contemporáneo. Tecnos, Madrid, 

1980, p. 109. 

2. Brownlie, Ian. 

Intcnv1tionc1J. Lmv aml tlw U!;c o[ Force by State. 

Oxford, Clarendon Press, 1963, p. 113; Remiro Brotons, 

Antonio. Derecho Internacional Público. Madrid, 

Tecnos, 1983, p. 182 y Sorensen, Max, ed. Manual 

de Derecho Internacional Público. 

de Cultura Económica, 1981, p. 685. 

México, Fondo 

3. Interna tional Court of Jus tic e. Case concerning 

miU.tary and parami.litary activities in and against 

Nicaragua, 1986, p. 100. 

4. Sorensen, op. cit., p. 682. 

5. Jirnénez de Aréchega, op. cit., p. 109. 

6. Sorensen, op. cit., p. 863. 

7. Jiménez de Aréchega, op. cit., p. 109. 

8. Sorensen, op. cit., p. 982. 

9. Brownlie, op. cit., p. 119. 

10. Sorensen, op. cit., p. 683. 

11. Critescu, Aureliu. 

El Derecho a la Libre Determinación. 

Naciones Unidas, 1985, p. 34. 

12. Remiro Brotons, op. cit., p. 184. 

13. Sorensen, op. cit., p. 639. 

14. ibídem, p. 699 

15. Ibídem. p. 682 

16. Ibídem, p. 696 

17. Ibidem, pp. 692-693. 

18. Ibídem, p. 693 

19. Ibídem. p. 694. 

20. Ibídem, pp. 696-697. 

·21. Brownlie, op. cit., p. 362. 

22. Jiménez de Aréchega, op. cit., p. 110. 

23. Remiro Rrotons, np. cit., r• 1R2. 

Nueva York, 

21.~. Intcrn~tionnl. r.0111~t of" Jusl·iec', op. cit., p. 1.01. 

25. Sorensen, op. cit., p. 685. 

2G. Ibídem, rr- 6R5 y SS. 



- 171 -

27. Bowett. 

Self-Defence in International Law. Manchester, Universi­

ty Press, 1958, p. 149. 

28. International Court of Jus tice, Pleadings, Caso del 

Canal CorfO, 1949, vol. III, p. 296. 

29. International Court of Justicc. Reports, 1949, p. 

35. 

30. Jiménez de Aréchega, op. cit., p. 112. 

31. International Court of Jus tice. Reports, 1949, p. 

35. 

32. Sorensen, op. cit., p. 689. 
33. Stone. Agression and World Order, •· citado por Jiménez 

de Aréchega, op. cit., p. 112. 

3l~. Jiménez ele Aréchega, op. cit. , p. 112. 

35. International Court of Jus tic e. Reports, 1962, p. 

164. 

36. Jiménez de Ar6chega, op. cit., p. 112. 

37. AnuAri.o ele 1 :i Comisión de DC'rccho Tntcr-nacionéll, 

:l.980, vol. II, 2da. parte, pp. 50-51. 
38. Waldock, C.H.M. "The Regulation of the Use of Force 

by Individual States in International Law". Recueil des 

Cours. 81 (1952) II, pp. 493-495. 
39. Karas, John and Goodman, Gerald. 

"The United State Action in Grenada: an exercise 
in realpolitik" .. The University of Miarni Law 

19~4, N. 1, vol 78, p. 64. 

40. Bowett, op. cit., p. 270. 
41. Waldock, op. cit., p. 493. 

42. Remiro Brotons, op. cit., p. 53. 

Review, 

43. Comisión de Derecho Internncionnl, op. cit. (1980),p.55. 

44. Ibídem, p. 56. 

45. Ibídem, p. 51. 
li-6. Waldock, op. cit.,. p. li-68. 

47. Jiménez de Aréchega, op. cit., p. 120. 

48. Waldock, op. cit., p. 497. 
t~9. Jiméncz ele Aréche¡,;a, op. c.Lt., p. 119. 
50. Comisión de Derecho Internacional, op. cit., ( 1980), 

p.52. 
51. Bowett, op. cit., p. 11. 

52. Remiro J3rotons, op. cit., p. 187. 



- 172 -

53. Kelsen. 

Recents Trends in thc T.nw of the Unitcd Nations, 

citado por Bowett, op. cit., p. 185. 

5L~. Bowett, op. cit., pp. 184-186 y Brownlie, op. cit., 
p. 272. 

55 S 't 71J'> . . orensen, op. ci·., p. 
56. Ibídem, pp. 713-714. 

5 7. Interna tional Court of Jus tic e, fallo citado ( asunto 

Nicaragua), p. 103. 
58. Ibídem, p. 34~. 

59. Remiro Brotons, op. cit., p. 185. 

60. Jim&nez de Aréchcga, op. cit., pp. 118-119. 

61. Comisi6n de Derecho Internacional, op. cit. 

p. 51. 

62. Brownllc, op. cit., 278. 
ñ3. Kelsr.n. 

,1980, 

Law of the United Nations, p. 269, citado por Bowett, 

op. cit., p. 187. 

64. Bowett, op. cit., p. 188. 

65. Jiménez de Aréchega, pp. cit., p. 119. 

66. Bowett, op. cit., pp. 188-193. 

67. Gooclr.i.ch and l-1::imhro, Chnrtrr of thc Unitcd Nations, 

1<JL~9, ci.l:nclo ptn- Bmvctt, op. c.:i.t., p. 193. 

68. Jiménez de Aréchega, op. cit., p. 120. 
'19. Rmv0.1·r-, or. cit., p. 1CJñ. 

70. Remiro Brotons, op. cit., p. 186. 
71. Brownlie, op. cit., p·. 259. 

72. Ibídem, p. 259. 
73. Karas, op. cit., p. 65. 

74. Brownlie, op. cit., p. 260. 
75. Waldock, op. cit., p. 498. 
76. Remiro Brotons, op. cit., p. 187. 

77~ Brownlie, op. cit., p. 328.· 
78. Waldock, op. cit., pp·. 503-504. 

79. Visscher. 

Teorías y Realidades del Derecho Internacional Pfiblico. 

París, A. Pedoné, 1970, p. 127. 

80. Kelsen. 

Law of the Unitecl Nations, pp. 792-797, citado por 

Bowett, op. cit., p. 200. 



- ., 7·1 -

Bl. !(un:-:. 

Individual and Collective SGlf-Defense in art. 51 

of the United Nat_ions; Stone. 

International Confllcts; Recket, 

Legal Controls of 

The North Atlantic 

Treaty, entre otros citados por Bowett, op. cit., 

p. 200. 

82. Bowett, op. cit., p.: 200. 

83. Brmvnlie, op. cit., p. 331. 
8l~. International Court of .Justice. Fallo citado ( caso 

Nicaragua), pp. 102~103. 

85. Brownlie, op·. cit., :p. 328. 
86. Ilowctt, op. cit., pp. 201-206. 

87. Redsloh. 

Traté ele Droi. t de Gens, r. ¿~35, citado por Bowet t, 

op. cit., p. 203. 

88. Waldock, op. cit., p. 505. 

89. Ilowett, op. cit., pp. 234-240. 
90. Brownlie, op. cit., p. 330. 

91. Bowett, op. cit., p.:· 237. 
92. BrownU.c, op. cit., p. 331. 

93. Interna tiona l Court ·. of Jus tic e, f:a llo citado ( caso 

Nicaragua), pp. 120-127-135. 

9l~. Id. 

95. Id. 
96. Ibidem, opinión disidente del juez Schwebel, pp. 

346-350. 

97. Remiro Brotons, op. cit., p. 186. 

98. Comisión de Derecho Internacional, op. cit. (1980), 

p. 52 

99. Ibidern, p. 53. 

100. Pompe. 

Aggresi ve War an International Crime, 195t~, citado 

por Dowett, op. cit.; p. 31. 

101. Id. 

102. Bowett, op. cit. P· 31. 
1.()1. Thiclcm, fl· 1?. 

lOl~. lbldcrn, P· /1¿ 

105. Hersey. 

Esscnti.:in o[ Públic. International Law, 1942, p. 

143, citado por Bowe~t, op. cit., p. 43. 

•, . 



- l. 111 -

106. Bowett, op. cit., p. 45. 
107. Stowell, 

Intc i:vcntion on Interna tlonal. Law, p. L~1.\5, citado 

por Bowett, op. ci~., p. 51. 

108. Bowett, op. cit., pp. 52-54. 
109. Connell-Smith, Gordon. 

"The 

from 

Grcnada 

Monroe 

Invasion in 

to Rear;an", 

Historical Perspective: 

Third World Quarterly, 

1984, N. 2, vol. 6, p. 437. 

110. Diéguez, Richard P. 
"The Grenada Intervention: 'Illegal' in form, Sound 

as Policy". New York University Journal of Internatio­

nal Law, 198L}, N. 3, vol. 16, pp. 1167-1204 (p. 

118L~) . 
·.·:• 

111. Di~guez} op. cit., pp. 1184-1187. 

112. Id. 

113. Id. 

l1L~. Id. 

115. Remiro Brotons, op. cit., Pr• 188-189. 

116. Brownlie, op. cit., p~ 289. 

117. Bowett, op. cit., p. 87-89. 

118. Offut, Milton. 

Proteccion of Citizens Abroac.l by the 

of the United Sta tes, Baltimore, 1928, 

Brownlie, cit. , p. 

11'}. Mon1-", f)i¡•,r':;I, v. 

op. cit. p. 290. 

290. 

cil:rclo 

Armad Forces 

citado por 

120. Moore, Digest, v. 483, cit.:1do por Rrownlie, op. 

cit., p. 290. 

121. Docson. 

Bri tish Foreign Policy 1919-19 39, f irs t series iii, 

711 sq, p. 767, citado por Rrownlie, op. cit., p. 

291. 

122. Brownlie, op. cit., p. 291. 

123. Hyde. 

Interna tional Law, citado poi:- - Bowet t, op. cit., 

p. 293. 

1.21}. nrownl:ic, op. ci.t., p. 290. 

125. Ibídem, p. 293. 

126. Bowett, op. cit., pp. 87-88. 



- 17'i -

127. Brownlie, op. cit., pp. 298- zgg 

128. Rowett, op. cit., pp. 9t~ y ss. y Waldock, op. cit., 

pp. 455 y ss. 

12 9 . B ro wn 1 i e , o p . c i t. , p . 2 9 3 . 

130. Bowett, op. cit., p. 99. 

131. Brownlie, op. cit., p. 293. 

132. Reports of the delega tes of the USA to de sixth 

International Conference o.E American Sta tes, Washing­

ton, 1928, pp. 14 -15, citado por Brownlie, op. 

e 1 t . , p . 2 <J 3 . 

'132. Report of the clelegates o [ the USA to the sixth 

Interna.tional Conference of American Sta tes, Washing­

ton, 1928, pp. 14-15, citado por Brownlie, op. cit., 

p. 293. 

ITL P.i-ow11lf1•, !lfl, el(·., p. :><J/1. 

lV1. Bm,,ett, up. ciL., p. 100 

135. Brownlie, op. cit., pp. 298-302. 
136. Stowcll, Intervention i.n International Law, 

c j_ ta <lo por Ka ras , o p . : · c l t . , r . 1 O 2 . 

137. Brownlie, op. cit., P.P·· 338-339. 

1923, 

138. ·Hyclc, I ntcrna tiona l Law, e i t:ido por Ilr0tmlie, op. 

cit. , p. Jt1.0. 

139. Karas, op. cit. cit.,. p. 103. 
1.t,.o. Rr.ownli.<~, op. cit., p. J/1.0. 

141. Brownlie, op. cit., p. 341. 
142. Ibidem, p. 341 y Bowett, op. cit., p. 95. 
143. Oppenheim, L. Tratad.o de Derecho Internacional Público. 

Jk1rcclon:1, Bnsh, l(J6j~19()7, ]J~~ to1110 I volumen I. 

144. Karas, op. cit., p. 102. 

1t,.:5. International Court ·of Jus tice, fallo citado ( caso 

146. 
147. 

148. 

Nicaragua) , P· 13L~. 

Karas, op. cit. , PP· -91-92. 
Ibidem, p. 92. 

Ibidem, p. 93 y Bowett, Thc Use of Force in the 

Protection of Nationals, L~3 trans. Grot. Soc., 1957, 
citado por Karas, op. cit., p. 93. 

149. Brownlie, op. cit., p. 341. 
150. Jiménc ✓• de tu~{·cheg,1, or. e i t. , p. 1 lL~: 

151. Joyner, Christophe~.· 

"Reflecl.:ions on thc Lawful ness of Invasion". American 



- 176 -

Journal of: Interna.ti.anal T.é1w, l98L1, N. 1 vol. 78, 

p. 135. 
152. Karas, op. cit., pp. 1197-1199. 

153. Lauterpacht, 
Tntr'l·nril ionnl l.:1w :inr.1 ll11111:111 1-:lr,lit :;, cl.tnd11 ¡.iut· I<aruB, 

op. ci.t., :I.Ol.1. 

:1.54. Vagts, Dctlev. 

"International Law undcr Ti.me Pressure: Granding. 

The Grenada Take-H6me.Examination''. American Journal of 

T n t e i- n :i t l. o n n l. l.:1 w , . 1. 9 iv, , v o 1 . 7 H , p . 1 7 O • 

155. Dieguez, op. cit., pp. 1197-1199. 
156. Norton Moore, John. 

"Grenada and the International Double Standard", 

American JournB.l of International Law, 

4, vol 78, p. 156. 
157, AJ.faro, R. 

1984, N. 

"The Rights and Duties of Sta te". Recueil des Cours, 
97 (1959) ~I, p. 99. • 

158. Remiro Brotons, op. Cit., p. 82. 
159. Oppenheim, op. el t., p. 30t,. tomo I. , vol. 1. 

160. Korowic~., M.S. 

"Sorne Present Aspects of Sovercignity i.n International 
Law". Recuei.l e.les Cours, 102 (1961) I, p. 10B. 

161. Ibiclem, p. 108. 
162. Alf,11:-0, op. ci.t., p. 113. 

163. Schwarzemberger, George, 

A Manual of International Law, London, proffessional 

Books, 1979, p. 121. • 

164. Korowicz, op. cit~, p. 108. 
165. Ibídem, p. 112. 
166. Alfare, op. cit., pp. 99-100. 
167. Sorensen, op. cit., p. 265. 
168. Rcmlco Brotons, op. cit., p. B3. 

169. Krylov, 
"The Soverign Sta-te", International Law, 1947, 

pp. 1:1.2-114, citado por Sorcnscn, op. cit., p. 265. 

170. Oppenheim, op. cit., p. 305 Tomo I, volumen I. 

171. Ibídem, p. 307. 
172. Remiro ílrotons, op. cit., p. 82. 



- 177 -

173. Sorensen, op. cit., p· 265. 
1.7ti .. I.C.J. + Reports, 19:/~9, p. 35. 

175. Remiro Brotons, op. cit., p. 82. 

1.76. I.C.J. l{cports, :l.<)/.~9, p. 1'.Vi. 

177. C.1,~ri_llo Snlccdo, .fu(.ln AnLonlo 

Soberanía <lel. Es taclo y el Derecho Internacional, 

Madrid, Tecnos, 19G9, p. 70. 

178. C.J.I., Affaire du Détroit de Corfou, 9 de Abril 

de 1949, Recueil 194~, pp. 17-18. 

179. Oppenheim, op. cit.,•p. 307, Tomo I, volumen I. 

180. Carrillo Salcedo, o~. cit., p. 65. 

181. Visscher, op. cit., p. 109. 

182. Gilbert, Gidel. 

"Droits et Devoirs de Nations" Recueil des Cours, 
:1.0 (1<J7.'>) V, pp. 591 y :-::;., citndo por. Carril.lo 

Snlccdo, op. cJ.t., p~ 65. 

183. Carrillo Salcedo, op~ cit., r• 66. 
l81~. Kelsen, llans. 

Principios de Derechb Internacional P6blico. Buenos 
Aires, I~J. Ateneo, 19~5, p. 9!~. 

185. Anzilotti, citado po~ Visschcr, oµ. cit., p. 110. 

186. Carrillo Salcedo, op. cit., pp. 75-76. 

187. Ibidem, p. 77. 

188. CPJI: Affaire du• Lotus. Serie A, N. 10, p. 18. 

189. Lauterpacht, Hersch, 

The Development of International Law by the Internatio­

nal Court, London:1.958, pp. 359-361, citado por Carrillo 

Salcedo, op. cit., p~ 78. 
190. Carrillo Salcedo, op~ cit., p. 78. 

191. IC.J: A[fnj_rc des Pcderic8, Rccucil 1951, p. 132. 

192. Visscher, op. cit., p. 111. 

193. Carrillo Salcedo, op~ cit., p. 69. 

19l~. CPJI. Régime Douanier entre L' Allemagne et L 'Aus tri che. 
1'J'>. ºrIH'nlir•im, n¡1. cit·.,.p. -~07, Tnmn r, Vol.11111en r. 
196. Korowi.cz, op. d.t., p. :I.O!J. 

197. Kelsen, op. ci.t., p. ··133_ 

198.Alfaro, op. cit., p. 96. 

1.99. Carrillo Snlct'clO, or- cit., p. óCJ. 

200. Kelsen, op. cit., p. 135. 



- 178 -

201. Hrownlie, Ian. 

Principl.es of Puhlic Intet"national Law, 

Clarendon Press, 1963, p. 25~. 

202. Korowicz, op. cit., p. 63. 
203. 1'1·m,111l.i.c!, :1. op. e i. t: ■ p. 2 '1I¡ .• 

204. Oppenheim, op. cit., pp. 323-324 Tomo I, 
r. 

205. Kelsen, op. cit., p.· 55-5n. 

206. Jiménez de Aréchega, op. cit., p. 139. 

207. Wright, Q. 

Oxforcl, 

volumen 

"Non Military Intervention" in Essays in honour 

of Leo Gros s, p. 5 f citado por Jiménez de Aréchega, 

op. cit., p 139. 
2 O 8 . e r i tes e 11 , o p . c i t . , p . 3 '.L 

209. Kelsen, op. cit., p .. 58. 
210. Rousseau, Charles. 

Derecho Internacional POhlico, Ariel, Barcelona, 1966, 
pp. 322-32!~ y Remiro·.Brotons, op. cit., p. 8t~. 

21:1.. Or¡wnhc-Lm, op. cit., pp. 32-5-=-32H Tomo I, Volumen 

r. 
212. Benadélva, S.:intJ.ago. 

Derecho Internacional Púhlico, 
Jurídica ele Chile, 1_982, p. H9. 

Santiago, Editorial 

213. Oppenheim, op. cit., pp. 32 9-330, Tomo I, Volumen 
r. 

2 llr . H o u s se :111 , o p . t: i. t . , p . 3 :U, . 

215. Ibídem, p. 324. 

216. Llano Mansilla, Huga. 
Teoría y Práctica . del Derecho Internacional Público, 

Santiago, Ecli.torial> Jurí.cli.c:i ele Chile, 1980, Tomo 

II, P. 326. 

217. Remiro Broton.s, op. cit., pp. 85. 

218. Korowlcz, op, cit., p- 63. 
219. Comisi6n de Derecho Internacional, Anuario, 1979,Vq 

II, 2da. parte, p. 130. 
220. Jim~nc~ de Ar6chega; op. cit., p. 141. 

221. Remiro Brotonsj op. ~it., p. 85. 

2 2 2 . B ro wn 1 i. e , t. - o p . c i t :: , p . 1 ·1 () . 

223. Ibiclcm,p. 319. 

22Lt. Comisión ele Derecho Internacional, 2 op. cit., pp. 

131-132. 



- 179 -

225. Garncr, 

American ,Tour.nal 6f Intcrnatiomll Law, 

68, citado por Brownlie, 1 op. cit., p. 321. 

226. Brownlic, 1 op. ci.t., p. 123. 

227. Hyde, 

1937, p. 

International Law y.Lawrcnce, Principles of Internatio-

nal Law, citados por Brownlie, 1 op. _cit.,, p. 323. 

228. Brownlie, 1 op. cit.·, p. 324. 

229. Comisión de Derecho Internacional, 2 op. cit., pp. 

134-135 . 

230. Llanos, op. cit., p. 330. 

231. Jiménez de Aréchega, op. cit., PP· 137-138. 
232. Ibídem, PP· 136- 137. 

233. Fabela, Isidro. 

Tn1·,,1·v,,nciñ11, Mr:Ki.co, F.::r'l11'1.-1 N:icinn,1l de, Ci.cncí.ns 

l'ul ÍLl<..:.r:: y :;,H.:i11lc•:;, l'J',«J, p. TJ./. 

23L~. Arangio Ruiz, 

Recueil des Cours 136, citado por Jiménez de Aréchega, 

op. cit., p. 138. 
235. Jiménez de Aréchega, op. cit., pp. 138-139. 

236. Remiro Brotons, op. cit., p. BS. 

237. Perkins, O • • T. 

llnncl:; off. /\ hi.::;t01~y of 1.IH· Mo111·00. Doctrine, l3oston, 

1945, citado por Fabela, op. cit., p. 113. 
238. Connell-Smith, Gor.dot1. 

239. 

"The Grenada Invasion 

from Monroe to Reagan", 

N. 2, Vol . 6_, P. 433. 
Pereira, 

Historia de América, 

op. cit., p. 86. 

in Historical Perspective: 

Third World Quarterly, 1984, 

citado por Remiro Brotons, 

2L~O. Remiro Brotons, op. _cit., p. 86. 

241. John Basct Moore, 

A Digest of International Law, Washington, 

vol II, citado por Fabela, op. cit., p. 101. 
242. Ibidem, p. 102. • 

1906, 

243. Baset Moore, op. cit., citado por Fabela op. cit., 

p. 104. 
244. Ibidem, p. 104. 
245. Fabela, op. cit., p. 113. 



- 180 -

246. Stowell, Eller .. 
Ln Théod.c 0.t ln Pr:act i q11c de 1.' Tntcrvcnt lon, Rccueil 

des Cours, 1.937.. rr·, r- t,.o, cit:ido por Fabela, op. 

cit., p. 90-91. 

'2.1,7. l\;1:;r•l M1,01·c,, o¡,. cl.t. 1·ilnclo ¡,01· Fnhcln, op. cit., 

p. 102. 

248. Wheaton, Henry. 

Elementos de Derecho Internacional. México, Imprenta 
J.M. Lara, :1.85l~, citado por Fahela, op. cit.,, p. 

89. 

2l~9. Potter, Pittman. 

L'Intervention en Droit International 

des Cours, 30 (1934) II, citado 

cit., 102. 

Moderne, Recueil 

por Fabela, op. 

250. Fahela, op. cit., p. 110. 
2.SL TC.T, Hrpnrt·s, 19l~9, ·p. iS. 

252. Fabela, op. cit., pp. 313-314. 

253. ICJ, Reports 1949, p. 34. 

254. ICJ, falló· citado' (caso Nicara3ua), 
133. 

255. Cristesctt, op. cit. 5 pp. 20-21. 

256. Jiméncz de Ar6chega, op. cit., p. 124. 

257. ICJ, Rcports 1975, p. 31. 

258. Cristescu, op. cit.~ p. J. 

259. Ibidcm, p. 7. 
260. DOCUMENTOS OF'ICIALES DE LA ASAMDLEA 

PP· 

GENERAL, 

310a. período de sesiones, 3a. Comisi6n, 

pirrafo 35 y 311 se~i6n p5rrafos 4 y 37. 

106-107, 

5 to. 

sesi6n, 

261. DOCUMENTOS OFICIALES DE LA ASAMBLEA GENERAL, 

ele ses iones, 3a. Comis :i6n, 358, 364, 3 71 

6 periodo 

399 sesiones. 

262. Cristescu, op. cit., p. :~r,. 
2(J3. Carrillo Snlceclo, op. ci.t., pp. 57 y 58. 

264. Cristescu, op. cit.; p. 45. 
265. Carrillo Salcedo, op. cit., pp. 53 a 55. 

266. Cristcscu, op. cit., p. 45. 

267. 

268. 

269. 

270. 

Ibic.lcm, 

Ibidem. 

Ih:i.dcm, 

Ibidem, 

p. 51. 

P· 51. 

P· 51. 

p. 5:1.. 

y 376 a 



271. 
272. 

273. 

274. 
275. 

276. 

Ibídem, 

Ibídem, 

Ihi.dcm, 

Ibídem, 

Ibídem, 

Carrillo 

p. 55 
p. 55. 

p. 5ñ. 

p. 57. 

p. 61.. 

Salcedo, 

- 1/i 1 -

op. cit. , p. 51. 

277. Joyncr, op. c.:it., p.·.1.31. 

2 78. Servicio de Cultura y Prensa. Embajada de Estados 

Unidos de América .. · "Grenacli1", Santiago, 

L~3. 

279. Norton Moorc, op. cit., p. 1L~5. 

280. Ibídem, p. 145. 

281. Joyner, op. cit., p. 131. 

1984, P· 

282. Joyner, op. cit., p. 132, éste señala como fuente 

el New York Times del 26 de octubre de 1983. 
Servicio de Cultura y Prensa. Embajada de los Estados 

Unidos. Texto Oficial de la Declaración de Kenneth 

Dam ante la Comisión ele Relaciones Exteriores del 

Senado, Suntiago, 2 de noviembre de 1983. 

283. Keesing's Contcmporary ~rchieves, 1984, N. 1, vol 

XXX, J'. 3261.5. 

284. Grenarléi, op. cit., discurso de R. Reagan, pp. 2-

6. 

285. Ibídem, pp. 2-6. 

286. United Nations, • Security Council, provisional, 

s/ P.V. 21~29, 28 octubre 11383. 

287. Consejo Permanente. de la Organización de Estados 

Americanos. Acta de la Sesión protocolar de 26 

de octubre de 1983, Washi ngtoti.. - -

2BB. Consejo l'crmancnte de Lt Organización de Estados 

/\meri.cn110:;. /\c.:tn. de l:1 i;c•id{>n cxtr.nr.odi.naria de 

26 de octubre de 198~, Washington. 

289. Actas del Consejo Permanente de la Organización 

de Estados Americanos, Documentos provisionales 

c.lel Consejo ele ~~cgur.i.d;1d de Las Naciones Unidas 

y "Grenarla", documento del Servicio de Cultura y 

Prensa de la Embajada de Es ta dos Unidos, todos ya 

citados. 

290. Boyle, Francis et al~ 

"Interna tional Lawlessncss in Grenacla". American 

Journal of International Law, 1984, N. 1, Vol, 78, 

pp. 173-175. 



- 1 r1.:1 .. 

291. .Jo y ne 1~ , o p . e i t. , p p .- l 3 l - J.lr /1 • 

2 9 2 . Di é g u e z , o p . e i t . , p p . 1 .l 7 (, - J. Z O /1 .• 

293. Karas, op. cit., pp. 53-108. 

29!~. Norton Moorc, op. cit., pp. 1~61-!~91+. 



- 183 -

B 1 n L I O G R A F I A 

/\. FUENTES PIUMAIU.I\S 

1. ANUARTO DE LA COMI SION nr~ Dl~~fi:CHO T NTERNACIONAL, 1979, 

vol II, 2cla. p~rte. 

2. ANUARIO D.E LA cmu ~:roN DE D~R(~Cl-lO INTERNACIONAL, 1980, 

vol. II, 2da. parte. 

3. Consejo Permanente de la Organización de Estados America­
nos. /\eta ele L:1 sesión extr,1nr.cH1lnt'i.n de 2ó de octubre 

de 1983, Washington. 

4. Consejo Permanente de la Organización de Estados America­

nos. Acta de la sesión protocolar de 26 de octubre 

de 1983. Washington. 
5. T.nternatj_on::il Court of. ~Justlce. Cn:=;e concerning military 

nncl p,:11·:rn1i l.l.t:11·y :-1e..:ti.vltit•f, in :111<1 agni.nst NicHrngua, 

1986. 

6. Kees ing' s Contcmporary Archieves, 

pp. 32(>:1.2--3261!·~. 

l 98/~, vol. XXX, 

7. s .. .. erv1.c10 de C11ltura y Prr~nsc1 . Embnjada ele Estados 

Unidos de América. "Gr:cnadH", Sunt.Lago, 19B3. 

B. Servic i.o ele Cu l tun1 y I' rcnsa. 1.::mba jada de Estados 

Unidos de América." .Text0 oíi.cial de la declaración 
de Kenneth Dam ante la Corni!~ión de Relaciones Exter.:i.ores 

del Senado, Washington, 2 clL~ Noviembre de. 19153. 

9. Secretaría de EstHdo ele Estados Unidos de América. 

Autoridad Legnl pan.i inlcrvenir en Grenacla, 
octubre clG 19BJ. 

10. Unltec.1 Natio11s, Gcner:11 . Asscmbly. Sesion 

1~3. 7. de Nov i c•rnhrc de l 98'.L 

25 de 

plenaria 

11. Uni ted Na t:lons. Securi ty Councl. l, provisional, S/PV. 

2L~29, 28 de octubre dé 1983. 

P,. FUENTES SECUNDARIAS 

1. ALFARO, R. 

"The Rights r1nd Duties qf Sta te". Recueil eles Cours, 

97 (1959) rr, rr- 91-201. 



2. BOWETT, 11.lv. 

Self-Defen ce in tnternatio11r1l Law, }'lanches ter, Manches­

ter Univcrsity Press,,1958. 

3. BOYLE, fi'RANCIS et al. -: 

"Internationnl Lawlessness in Grenatla". American 

.lot1n1:1I oí l111·"1~n:11:i.011:il l..-1111, 1<JH/1, N. 1, vol. •78, 

J1P· l7"3-J.7'j. 

t~. BROWNL.Lt;:, f t\N 

Interna tj_onal Law a.nd _ th0. Uses of Force by Sta te. 

Oxford, Clarendon Pres?, 1963. 
' 5. BROWNLIE, IAN 

Principles of Pttbli·c Intr?rnational Law. Oxfonl, Clarendon 

Press, 1963. . 

6. CARRILLO SALCEDO, JUAN¡ANTONIO 

Sohenrní.1 del l~stndo y, el Derc'cho Tnternacional, Madrid, 

Tecnos, l9(iCJ. 

7. CONNELL-:;M l Tll, r;oirnoN. •. 

"The Grenada T.nvasiort·. in 

Monroe to Reagan". Third 

!listorical Perspective: from 

World Quarterly, 1984, • N. 

2, vol. 6, pp. 432-445~ 
8. CRISTl~~~;cu, /\IJR[~LIU. 

El Derecho a la Libre Determinación. Nueva York, Naciones 

Unidas, 19Bl. 

9 DIEGUEZ, RICHARD P. 

"The Grem1cla Interverttion: 'Illegal' in forrn, Sound 

as Policy". New York Ul)iversity Journal of International 

Law and Politic, 1984, N. 3, vol. 16, pp. 1176-1204. 

10. FABELA, ISIDRO. 

Intervenci6r1. M~xico, Escuela Nacional de Ciencias 
Políticas y Sociales, 19159. 

11. JIMENEZ DE ARECHEGA, ~DUARDO. 

El Derecho Intr~rnacionál Contemporáneo, Madrid, 

J_f)fl(). 

12. JOYNER, Cl-lP.ISTOPHF:R C. 

Tecnos, 

"Reflections on the Lawfulncss of Invasion". American 

Journal of International Law, 1984, N. 1, 
pp. 13:1.-1/il, .. 

13. KARAS, JOI\N and Geral<;l Coodman. 

Vol, 78, 

Comrnents, the United States Action in Grenada: an 

excercise in realpolitik''. The University of Miarni 
Intcramcrican Law Revicw. 198~, N. 1, vol 2~ pp. 

53-108. 



- 1 H', 

:1.1.,. KELSF.:"1, 1 IANS. 

Principios de Derecho Internacional Público. Buenos 

Al.res, l•:1. J\Lc11eo, 196'.1. 

15. KOROWTC~, M.S. 
"Sorne Prcscnts Aspccts of Sove,:-ei,r,n.i.ty in International 

Law", l<.ecuci l des Cours, 1.02 ( 1961) I, pp. 1-109. 

16. N0RT0N M00R~, Jüllli. 

"Gren:=1cla ancl the International. Douhle Standard, American 

Jou·rnal of International Law, 19t,l~, N. 1, vol 78, 

pp. 11~5-168. 

17. 0PPENHEIM, L. 

Trata<lo de Derecho Internnc ional Público. Barcelona, 

Bosh, 1963-196H. 

18. REMIRO HROTONS, ANTONIO. 
Derecho Internacional Público. Madri~, Tecnos, 1983., 

19. ROUSSEAU, CHARLES 

Derecho Internncional PGblico. Barcelona, Ariel, 1966. 

20. SCWRZENHERGER, GE0RGE. 

A Mamw 1 of InternationéJ 1 L;.iw, London, Professional 

Books, 1C"J79. 

21. SORENSEN, MAX. 

ed. Manual de Derecho Internacional Público. México, 

Fondo de Cultura Ecortómica, 1981. 

22. VAGTS, ílETLT~V. 

"International Law under Time Pressure: Granding. 

The Grenada Take-Home l<:xamination". American .. Tournal 

of International Law·, 1981.~, N. 1, vol. 78, pp. 169-

172. 
23. VISSCllE:R, Cl·I/\IU,ES DE 

Teorías y Renli<ladcs del Derecho Internacional Público. 

París. A. Peclone, 1970. 

2li-. \-JALDOCK, C.11.M. 

"The Regulation of the use o[ Force by Individual 

Sta te in International Law", Hecueil des Cours, 81 

(1952) II, pp. ¿~55-517. 



PROLOGO 

CAPITULO I 

1H6 -

I:·NDICE 

PRINCIPIOS DE DEREC80 INTERNA­
cr6NAt QUE INCIDEN EN EL CASO. 

I. PROSCRIPCION DEL USO DE LA FUERZA. 
'• 

A. La Carta de las Nactones Unidas. 

1. Prohibición c;le recurrir a la amenaza o 

al uso.de la~~ue~za. 

a) Evoluciónhist9rica. 

b) Aml>ito de la prohibición. 
2. Alcance de _la expresión "Fuerza" 

a) Interpreta~i6~ de la doctrina. 

b) Posición del* Corte Internacional.de 

Justicia. 
3. Interpretc1ci6n d~l artículo 2(4) de la 

Cnrtn. 

4. Uso legitimo de la fuerza: La legitima De 
fensa. r. 

él.) LA lcf!,Íti.ma défensil C.'11 relí:lción al ar 
.. :,. 

tículo 51 .de ~a Carta. 

a .1..) L.1 1 eg-í.ti.rné)c defc!ns;i clentnJ ele un 

sistema juiidico. 

a.2.) ¿Cu5nd6 e~~ste legitima defensa? 

a.3.) La legí~im~ defensA y la autoprotec­

ción. 

a.4.) Contenido del articulo 51. .. 

h) E'.l. r.asw; opcrancli: "e' 1 :1t;1r¡t1P nrmado". 

b.1.) J\tnquc armado y .-:w,rcsión. 

b.2.) li'.l .1rtículó .5:L de l.1 Cr1rtn. 

c) La legítima d~fensa anticipn<la. 

d) La 1.cg.ítiina. d~fensa colectiva y los 

organismós reg_lonales de seguridad. 

d.1.) El Artícultj -51 de la Carta. 

d.2.) Hip6tesis que darían origen a un de 

recho:a legitima defensa colectiva. 

d. 3. ) El él ta_que armado. 
. ' 

d.4.) Irnportanci~ de la legítima defensa 

colectiva.: 

2 

4 

4 
5 

8 

9 

12 

13 

1l~ 

17 

17 

17 

21 

22 

23 
24 

24 , 

27 
31 

33 
33 

36 

39. 

40 



- 187 -

e) Derechos sustati.vos que pueden ser pr.5?. 

tegidos por la legítima defensa. 

e .1..) El derecho a la j ntc:."r,riclad terri­

torial'. 

e.2.) El derecho a la independencia polí­

tica. • 

e.3.) El debér de no intervención en rela 

ción a·estos derechos y la legítima 

defensa. • 

B. La Carta de la -Orgariización de Estados Ameri­

canos. 

1. La prohibición de usRr la fuerza en la Car 

ta. 

2. Aplicación de la .. Carta al Caso de la Rep(t-

blica Dominicana (1965) 
3. La Carta de la 01;:A en relación con la Car-

ta de la ONU.· 

C. Otras Excepcione~ al Principio 
1.. l.:i pt"ol.:<'cc..:l.ón ·c1c:.los 1H1cirni:1lt>s. 

a. Práctica e.le los E:stados anterior a 1.920 

b. Práctica de los Estados posterior a 1920 

2. Las intervenciones humanitarias. 

a. Definici_ón. 

b. Evolución bisf6rica. 

c. Posición de la Corte Internacional de 

justicia. 

d. La Carta de las Naciones Unidas. 

3. Apreciación. 

II. SOBERANIA. 

A. Significado ju~Ídico de ln soberanía en de­

recho internacionai. 

1. Acepciones.-

2. Soberanía absoluta. 
3. Atributos de la soberanía 

4. Alcance de la expresiónsoberanía. 
. .. 

B. Equilibrio entre soberanía del Estado y el 

Derecho Internacional. 

C. Las relaciones mutuas entre Estados Soberanos 

41 

42 

43 

45 

45 

47 

l~9 

50 

51 
51 

53 

59 

59 
59 

61 

6.1 

62 

71 

71 

71 

71 
72 

76 

77 

y su regulación poi el Derecho Internacional. 79 



- 188 -

III. PRINCIPIO DE NO, INTERVENCION. 

A. Significado jurídico del principio y su al 

canee. 

1. Origen. 

2. ¿Qué se considera intervención? 

3. Tipos de Intervención. 

B. El rol del cons~ntimiento en la interven­

ción. 

1. Finalidad del consentimiento. 
2. Práctica estatal 

3. Requisitos de va.U.clcz. 

C. El principio en~la Carta de las Naciones 

Unidas. 

1. Tntcrp1~ctncio11cs 

2. Declar.::i.ciones de la AsélmhJ.ea General. 
D. l!:l pt·.l11clplo en l;.1 Cür-t:a de la OE:A. 

E. Ln cloctrl.na Monroc y l:.1 posi.ci.ón estado­

unidense fren~e al principio. 

1. Práctica Estatal. 

2. Doctrina·. 

F. La opinión de 1~ Corte Internacional de 

Justicia en el caso del Estrecho de Corfú 

y en el caso de-Jicara~ua. 

1. Caso Corfú. 

2. Caso Nicaragua. 

IV. LIBRE DETERMINACION 

82 

82 

82 

82 

83 

87 
87 
89 

92 

93 

93 
95 
97 

98 

98 
101 

104 

104 
10l~ 

108 
A. Fuentes Convencionales. 108 

1. La Carta de ia ONU 109 

2. Pactos de Derechos Humanos 109 
3. Resoluciones <le la Asamhlea General 111 

l~. Límites del principio. 113 
~· 

B. Beneficiarios de este derecho. 114 

1. Determinación_ del sujeto. 114 
2. El Estado com6 titular. 115 

C. Libre determinac16n del sistema político. 117 
1. Determinaci6~del Estatuto Internacional. 118 
2. El Derecho di los pueblos a elegir y 120 

<lcsarTol.lur su si.:~LL'll1.1 polfti.co :i.nte1::-no. 



(" 

-139 

.,. 
CAPITULO T1 EL CASO DE Clff:NI\DA 

I. LOS HECHOS t .. 

A. Antecedentes Genirale&. 

B. Golpe Militar; Inte-r:venciéon por las Fuerzas 

• Armadas de los Estados Unidos y del Caribe y 

Establecimiento d:e un Consejo Militar Revolu 
.-. 

cinario. • 

1. Golpe Militar. 

2. Intervención militar. 

3. Otros antece'clent'?s de la acción 

C. Elementos Jurídicos del Caso: La Solicitud 

de los líderes Caribeños y del Gobernador 

General de Grenada ~ara intervenir y las Ale 

122 
122 

123 

123 

127 

129 

gaciones ele Estados _Unidos. 132 

D. Desenlace del Problema 138 

1. Posición de los Estados y Organizaciones 

Internacionales.· 

2. Posición de la Dóctrina. 

a. Tesis que consideran la acción como con 

traria a Dereciho Interna~ion~l. 

b. Tesis que c6n~ideran la acción como 

contraria a D~·recho Intern~cional, pero 

138 

14l~ 

justificada eti t~rminos políticos. 149 

c. Tesis que dcin~ideran la acción ajusta-

da a Derecho Internacional. 15l~ 
!· 

E. Formación <le un Consejo Consultivo. 156-

F. Presencia continuad~ de las tropas de Estados 

Unidos y el Caribe;: 157 
·•. 

G. Asistencia Financiera. 157 

CONCLUSION~S 159 

NOTAS 170 

BIBLIOGRAFIA 183 

INDICE 
·,. 
'• 186 


	1
	2
	3
	4
	5
	Portada1

